
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

BELTRÁN VILLALBA, Miguel: Los fun-
cionarios ante la reforma de la Ad-
ministración, Centro de Investiga-
ciones Sociológicas, Madrid, 1985,
175 págs.

Si hay algún tema recurrente sobre
las preocupaciones de los políticos, y
también de los ciudadanos, es el de
la reforma de la Administración, so-
bre el que se habla y escribe de ma-
nera incesante tratando de aportar
nuevas orientaciones y de sugerir nue-
vos planteamientos sobre cómo dicha
reforma puede llevarse a buen tér-
mino.

El libro de Miguel BELTRÁN, soció-
logo, con especial predilección hacia
los temas de la burocracia (baste re-
cordar, entre otros trabajos suyos, el
titulado Las élites burocráticas, apa-
recido en 1977), aborda también la
llamada «reforma administrativa», de-
nominación en creciente descrédito,
pero al menos significativa y todavía
con cierta validez en determinados
sectores doctrinales. Y lo hace el au-
tor no desde sus posiciones persona-
les, sino a partir de las opiniones
vertidas por los funcionarios en una
encuesta llevada a efecto, en septiem-
bre de 1983, por el Centro de Investi-
gaciones Sociológicas entre una mues-
tra de 1.700 funcionarios civiles que
prestaban servicios en oficinas, tanto
de los servicios centrales como peri-
féricos.

Los resultados de dicha encuesta,
cuya información fue más amplia que

la que ha sido seleccionada para el
libro, sirven de motivación a Miguel
BELTRÁN, catedrático de Sociología de
la Universidad Autónoma de Madrid,
para estructurar la presente publica-
ción, que, de entrada, tiene un alicien-
te singular: el de que son los funcio-
narios, a la vez sujetos y receptores
de la reforma administrativa, quienes
se manifiestan en torno a la misma,
lo que supone un plus de interés y
atracción para el lector.

Como escribe el autor, «en una en-
cuesta sobre las actitudes y opiniones
de los funcionarios acerca de la refor-
ma de la Administración Pública, el
primer tema que interesa explorar es
justamente el de la reforma como
tal». De ahí que el capítulo 1 tenga
como objeto describir las posiciones
funcionariales ante la misma, vista
desde diferentes planos: el de su ne-
cesidad, que es nada menos que por
el 94 por 100 de los entrevistados; el
de sus objetivos, que ofrece una ma-
yor dispersión de criterios a la hora
de señalar cuáles deben ser; el de los
obstáculos que se oponen a la realiza-
ción de la reforma, siendo el mayor
el de «la complejidad de la Adminis-
tración» (84 por 100), seguido por el
de «la resistencia por parte de algu-
nos cuerpos» (77 por 100) y el de «la
existencia de múltiples cuerpos y ca-
tegorías de funcionarios» (76 por 100);
y el del interés del Gobierno, sobre
el cual los datos indican que «no ha
sabido convencer suficientemente a
los funcionarios de su interés en re-
formar la Administración, dado que
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casi la mitad no parecen estar muy
convencidos de ello».

Los capítulos siguientes están de-
dicados a exponer los resultados de
la encuesta, referidos a temas más
puntuales y específicos. Así, el capí-
tulo 2 trata de la carrera administra-
tiva y de la promoción profesional;
el 3, de la provisión de puestos de
trabajo, con el espinoso dilema de
puestos políticos-puestos funcionaria-
les; el 4, de las retribuciones, en
la doble vertiente de los criterios pa-
ra su fijación y de la mayor o menor
apertura que deberá tener el abanico
funcionarial; el 5, sobre el régimen
de trabajo, entendido en sentido am-
plio, que abarca el horario y jornada
laboral, las incompatibilidades y la
edad de jubilación; el 6, de los cuer-
pos de funcionarios, con toda la an-
cha problemática que encierran aqué-
llos en lo concerniente a su número,
naturaleza, regulación, diferencias en-
tre ellos y poder de autogobierno;
el 7, de la representación y participa-
ción funcionarial o, en otras palabras,
de los derechos sindicales, entre los
que se incluyen los de la determina-
ción de las condiciones de empleo y,
sobre todo, el derecho de huelga; el 8,
de la Administración central y las au-
tonomías, en cuanto que la implanta-
ción de éstas repercute sobre la dis-
tribución geográfica de los efectivos
con la posibilidad legal, incluso, del
traslado forzoso, y el 9, de la profe-
sión de funcionario, con mención y
examen de algunas características bá-
sicas de la misma y de materias más
concretas, como son, por ejemplo, el
ingreso en la Función Pública y el
grado de satisfacción en el trabajo.

Cada uno de los capítulos referen-
ciados estudia el tema que aparece
identificado en su respectivo rótulo.
Y se hace con una sistemática común
y generalizada, ya que, en relación con
cada epígrafe, se reflejan los porcen-
tajes de opiniones de manera absolu-
ta para conocer mejor la actitud de
los encuestados sobre cada extremo

recogido en la consulta. Y luego, tam-
bién de manera similar en los diver-
sos capítulos, se clasifican las opinio-
nes teniendo en cuenta variables co-
mo la edad, el índice de proporciona-
lidad del cuerpo a que se pertenece,
la autoubicación política de los res-
pondentes, según se sitúen a la dere-
cha o a la izquierda del espectro po-
lítico, etc. Con ello se logra una vi-
sión más completa de las opiniones
y valoraciones vertidas, puesto que
sabemos cómo contestan a los inte-
rrogantes de la encuesta los funcio-
narios jóvenes o maduros, los funcio-
narios pertenecientes a cuerpos de
mayor o menor índice de proporcio-
nalidad, los funcionarios más conser-
vadores o más progresistas. Todo lo
cual permite al lector hacerse una
idea, bastante cabal y objetiva, sobre
cómo piensan los funcionarios acerca
de los problemas que les afectan y
que más acuciantemente tienen plan-
teados.

A la vista de lo acabado de expo-
ner, es fácil deducir que el mérito
más señalado del libro reside en que,
de su lectura, se extraen una serie de
conclusiones que, en ocasiones, llegan
a sorprender. Para ello, el autor, a
partir de las estadísticas que maneja,
propone interesantes formulaciones
conceptuales, al tiempo que realiza
matizadas observaciones que invitan
a la reflexión. Sirvan como ejemplos
algunas de las afirmaciones siguien-
tes: en el ámbito de la provisión de
puestos de trabajo, hay «un masivo
apoyo al concurso de méritos«, en
cuanto sistema normal, mientras se
detecta «un radical rechazo del nom-
bramiento discrecional»; en el área
de las retribuciones, los entrevistados
manifiestan «una posición racionali-
zadora y moderna, en el sentido de
que se prefiere que se pague por lo
que se hace y no por lo que se es»,
y en el terreno sindical, «es de desta-
car que sólo el 5 por 100 de los en-
trevistados se muestre contrario a la
huelga», lo que supone que «el pro-
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ceso de "modernización" de la menta-
lidad funcionarial ha debido ser muy
rápido en este punto».

Estas afirmaciones y otras muchas
que se reparten por las páginas del
libro de Miguel BELTRÁN son, sin du-
da, la mejor aportación que el autor
hace para impulsar la amplitud y
profundidad de los conocimientos so-
bre la Función Pública. Conocimien-
tos que deben ser tenidos muy en
cuenta por quienes gestionan el per-
sonal de las diferentes Administra-
ciones Públicas, ya que, según las re-
glas elementales y primarias de ad-
ministración de personal, lo primero
es conocer los efectivos de que se dis-
pone para, luego, montar la estrategia
más adecuada para su mejor empleo
y utilización. Tan esencial plantea-
miento es ignorado y soslayado con
frecuencia entre nosotros; de ahí la
oportunidad, actualidad y utilidad del
libro comentado, cuyo mensaje últi-
mo es el de que no conocemos bien a
nuestros funcionarios y de que se
trata de una deficiencia que urge co-
rregir y superar.

V. M.* GONZÁLEZ-HABA GUISADO

GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo: Las for-
mas comunitarias de propiedad fo-
restal y su posible proyección futu-
ra, Ed. Estudio, Santander, 1986,
59 págs.

Se reproduce en esta edición una
conferencia publicada por primera
vez en el Anuario de Derecho Civil,
1976, con un amplio epílogo en el que
se actualiza el texto original a la vis-
ta de acontecimientos jurídicos poste-
riores, que inciden directamente so-
bre la cuestión: la nueva legislación
de montes vecinales, el reciente orde-
namiento jurdico local y, sobre to-
do, los Estatutos de Autonomía. Ac-
tualización necesaria, puesto que si

bien es verdad que el legislador con-
temporáneo ha recogido fielmente los
criterios que inspiraron al autor en
1976, no es menos cierto que ahora
han surgido algunos problemas de in-
terpretación, que en aquella fecha no
pudieron tenerse en cuenta. Además,
en los últimos años ha aparecido una
bibliografía relativamente copiosa so-
bre el tema, de la que el autor no
se ocupa pormenorizadamente (y de
la que importa destacar, por su im-
portancia y momento de aparición,
la amplia monografía de BOCANEGRA
titulada Los montes vecinales en ma-
no común: naturaleza y régimen ju-
rídico, 1986, 288 págs.), pero cuyas te-
sis fundamentales laten y son recogi-
das en el epílogo de actualización.

1. Es curioso constatar cómo los
autores que se ocupan de los montes
vecinales y, en general, de las formas
comunitarias de propiedad, aun sin
abdicar por ello de su condición de
juristas, e incluso utilizando técnicas
refinadas de aplicación del Derecho,
suelen, apenas sin excepciones, expre-
sarse en tonos personales y hasta apa-
sionados, que contrastan con la habi-
tual frialdad de las exposiciones jurí-
dicas. Parece como si los montes ve-
cinales tocaran fibras viscerales de
los autores, que se identifican fácil-
mente con el objeto de su estudio,
sin cuidarse de filtrar sus sentimien-
tos y su ideología, como de ordinario
es costumbre aun en las exposiciones
más tendenciosas de la pretendida-
mente neutral Ciencia del Derecho.

GARCÍA DE ENTERRÍA no constituye
en este caso una excepción e instru-
mentaliza, de forma expresa y delibe-
rada, su magistral dominio de la dog-
mática y de la hermenéutica al ser-
vicio de los montes de Cantabria y de
su tierra natal de Liébana. Escribe,
en definitiva, pro domo, y si se ha
llamado a WINDSCHEID, sin escándalo
de nadie, el «dulce trobador de las
Pandectas», bien podría llamarse a
GARCÍA DE ENTERRÍA en este caso el
apasionado cantor de los montes de
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Cantabria. En las buenas causas el
rigor técnico no tiene por qué estar
reñido con los sentimientos persona-
les y ni siquiera con un cierto lirismo.

Pero forzoso es reconocer, sin em-
bargo, que tales actitudes entrañan
riesgos de monta singular. Así, por
ejemplo, cuando el autor reconduce
el colectivismo agrario «sobre el dato
básico de una titularidad en mano
común de los vecinos», está haciendo
una afirmación correcta, pero, desde
luego, empañada por un innegable ro-
manticismo, que sorprende un tanto
en nuestros días. GARCÍA DE ENTERRÍA
enlaza en este punto con la mejor
tradición del romanticismo jurídico
alemán del siglo xix —con los herma-
nos GRIMM, con VON GIERKE, al que
tan bien conoce— y con los epígonos
españoles del tipo COSTA; pero en 1986
las cosas suelen enfocarse de otra
manera, aunque sólo sea por la cir-
cunstancia de que median varios si-
glos de realidades normativas, admi-
nistrativas y sociales aparentemente
incompatibles con esa arcaica y ar-
cádica edad de oro en la que «todas
las propiedades de los pueblos son
propiedades colectivas de los vecinos»
(pág. 18), como si la institución mu-
nicipal, concebida como persona jurí-
dica distinta de los vecinos, fuera la
gran usurpadora de éstos.

Esto, en líneas generales, no es ra-
cional ni sostenible y, de aceptarlo,
habríamos de convertir a Europa en
un mosaico de hirsutas comunidades
rurales inmunes a la romanización y
cerradas al progreso. Pero claro es
que tales no son las intenciones del
autor; antes al contrario, lo que pre-
tende es dar una explicación jurídica
singular a un fenómeno real, también
singular, que ha sobrevivido al dilu-
vio del liberalismo capitalista y que,
cabalmente retrocediendo en el tiem-
po, puede encontrar fórmulas de au-
téntico progreso o de «posible pro-
yección futura».

Lo que aquí habría que preguntar-
se, con todo, es la funcionalidad de-

fensiva de esta fórmula comunitaria
tradicional. A estas alturas resulta de-
masiado fácil constatar la inoperancia
histórica de la «municipalización» de
los antiguos patrimonios colectivos,
utilizando al efecto un razonamiento
demasiado simple: los montes veci-
nales fueron usurpados por los muni-
cipios al convertirse en comunales y
luego, indebidamente defendidos por
las excepciones desamortizadoras, pa-
saron a manos ajenas. Lo cual es
cierto, indudablemente; pero también
lo es que fueron los propios vecinos
quienes con mayor avidez se apresu-
raron a utilizar los resquicios legales
y la tolerancia administrativa para
transformar la propiedad colectiva en
propiedad individual, que mejor satis-
facía sus intereses particulares. Y no
es un azar, ni mucho menos, que el
Tribunal Supremo haya negado reite-
radamente la condición vecinal de un
monte, y afirmado su naturaleza co-
munal, precisamente para evitar des-
pojos individuales, considerando que
el Ayuntamiento puede defender hoy
con mayores posibilidades de éxito
unos bienes cuyo carácter público no
implica desapoderamiento de los in-
tereses vecinales, máxime si tenemos
en cuenta que los derechos económi-
cos de los vecinos están garantizados
a través de la fórmula de la titulari-
dad compartida que les asegura su
aprovechamiento.

La institución de los montes veci-
nales en mano común únicamente
protege su supervivencia en la medida
en que impone un régimen jurídico
de inalienabilidad e imprescriptibili-
dad, extraño a la propiedad privada
y que también es nota de las propie-
dades públicas.

2. Lo que sucede es que el legis-
lador ha dado la razón a GARCÍA DE
ENTERRÍA, asumiendo las tesis que él
en su día expuso. Los montes vecina-
les no forman parte del patrimonio
municipal, como hoy recuerda la vi-
gente Ley reguladora de las bases de
régimen local, y su titularidad domi-
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nical corresponde exclusivamente a
los vecinos. La trascendencia de esta
declaración de la Ley de 1980 desbor-
da con mucho el ámbito, económica
y socialmente reducido, de los mon-
tes vecinales, porque ¿en qué medida
es lícito al legislador transformar una
relación jurídica dominical? Más to-
davía: es muy posible que, andando
los años, los historiadores parango-
nen este fenómeno a una nueva ope-
ración desamortizadora de despojo.
La experiencia nos demuestra que, tal
como se recordaba hace un momento,
las precauciones de la ley no son
siempre eficaces frente a la avidez
privatizadora individualista de los ve-
cinos y sólo el tiempo podrá decirnos
si ahora estos montes, sustancialmen-
te expulsados de la esfera pública,
van a seguir siendo utilizados por los
vecinos en su sentido originario y en
el que impone la ley o si, por el con-
trario, van a ser parcelados o, lisa
y llanamente, usurpados a título in-
dividual por los condóminos en mano
común.

Desde el punto de vista estricta-
mente jurídico, no está claro si la
disposición legal supone la constitu-
ción de una relación dominical nueva
o el mero reconocimiento de una si-
tuación extralegal, que ya existía, se-
gún había hecho antes la jurispruden-
cia, que fue la creadora de esta fi-
gura. Dilema de consecuencias teóri-
cas y prácticas muy graves, según se
escoja una u otra solución, y en cu-
ya problemática no podemos entrar
ahora.

Lo que sí interesa subrayar, en todo
caso, es la falta de lógica de la posi-
ción legal, que, deslumbrada por la
brillantez de las exposiciones doctri-
nales y jurisprudenciales, ha enfati-
zado la diferencia entre estos bienes
y los comunales, olvidándose del ras-
go común esencial que ambos tienen.
Así tenemos que, partiendo de la te-
sis defendida por GARCÍA DE ENTERRÍA
y admitiendo que todos los bienes
que hoy llamamos municipales fue-

ron en su origen de propiedad colec-
tiva de los vecinos y sólo de ellos,
resulta que cuando los bienes son
aprovechados por una comunidad ve-
cinal, que coincide con la municipal,
son bienes comunales y, por tanto,
del patrimonio de la Entidad Local
e incluso de dominio público. Y, en
cambio, cuando la comunidad titular
no coincide con la municipal son del
patrimonio exclusivo de los vecinos.
Confieso que no entiendo esta dife-
rencia de naturaleza jurídica, fruto
del azar geográfico. Para la Ley de
1980, el Ayuntamiento es el gran ene-
migo de los vecinos, el usurpador, y
los ideólogos de la propiedad colec-
tiva no han cejado hasta conseguir
eliminarlo. Puede que la solución sea
excelente, pero no se acierta a com-
prender por qué ha salido aquí triun-
fante la «sociedad civil» frente a la
organización política del Estado y no
en otros supuestos igualmente signi-
ficativos. En el Derecho urbanístico,
por citar un ejemplo magistralmente
teorizado por GARCÍA DE ENTERRÍA, la
función social de la propiedad ha des-
naturalizado por completo la propie-
dad originaria del suelo, mientras
que, tratándose de montes, se ha se-
guido el proceso contrario, privati-
zando lo que siempre (al menos des-
de el siglo xni) se había considerado
público.

3. Estas consideraciones sirven
también para matizar la enérgica pos-
tura de GARCÍA DE ENTERRÍA en favor
de la competencia de las Comunida-
des Autónomas en materia de mon-
tes vecinales, incluso de aquellas cu-
yos Estatutos nada dicen sobre el
particular. Los argumentos del autor
son, desde luego, convincentes; pero
siempre habrá que tener en cuenta
que aquí nos encontramos con cues-
tiones de Derecho civil, apenas leve-
mente coloreadas de Derecho admi-
nistrativo, y sabido es que, por im-
perativo del artículo 149.1.8 de la
Constitución, es el Estado quien tie-
ne competencia exclusiva sobre la le-
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gislación civil, aunque sea «sin per-
juicio de la conservación, modifica-
ción y desarrollo por las Comunida-
des Autónomas de los derechos civi-
les, forales o especiales, allí donde
existan». Pero la verdad es que, sal-
vo en Galicia, estos derechos vecina-
les nada tienen de foral ni de espe-
cial, como se desprende del propio
libro de GARCÍA DE ENTERRÍA.

Nos encontramos, en conclusión,
con una oportunísima reedición de
una obra que en su día ejerció una
gran influencia en el Derecho espa-
ñol, pero cuyo valor no es histórico,
sino muy actual, puesto que los pro-
blemas que en ella se plantean si-
guen vivos y, en parte, continúan
abiertos a despecho del conformismo
triunfalista que caracteriza el trata-
miento habitual de los montes veci-
nales. El nuevo libro de GARCÍA DE
ENTERRÍA, como todos los suyos, con-
vence con su arrolladora dialéctica
(en este caso, y por excepción, per-
sonalmente apasionada), pero al mis-
mo tiempo estimula a la reflexión pos-
terior. El caso de los montes vecina-
les no está cerrado, ni mucho menos.

Alejandro NIETO

GARCÍA PÉREZ, S. F., y GÓMEZ DE LIA-
ÑO, F. J.: Ley Orgánica del Poder
Judicial (Documentación legislativa
y jurisprudencial. Comentarios),
Ed. Colex, Madrid, 1985, 506 págs.

Con esta obra la Editorial Colex,
tan conocida en el mundo del Dere-
cho, inicia una nueva andadura den-
tro de su línea de publicaciones, bus-
cando, junto a la presentación directa
del texto correspondiente, la agrega-
ción de unas referencias jurispruden-
ciales y de unos comentarios que pun-
tualicen la primera lectura del articu-
lado del texto objeto de publicación.

Aunque la fecha de impresión sea la
de 1985, sin embargo, se ha recogido
entre la documentación incluida la
concerniente a las Comunidades Eu-
ropeas, lo que dice mucho a favor de
la labor realizada por los autores, de
previsión sobre una situación que ya
es realidad en el momento de efec-
tuar la presente recensión.

También hay que señalar, de sali-
da, que la jurisprudencia citada en
cada uno de los preceptos que la in-
cluye abarca tanto la del Tribunal
Europeo de los Derechos Humanos
(sobre cuya mención existe un error
de cierta importancia en la corres-
pondiente nota editorial), así como la
del Tribunal Constitucional, Tribuna)
Supremo y Tribunal Central de Tra-
bajo (sobre este último también exis-
te una omisión injustificada), y que
la temporalidad del mismo es la que
se comprende desde la nueva situa-
ción política comenzada en 1976 has-
ta la fecha, con lo que todas las citas
jurisprudenciales tienen tanto una
fuerza actual como de recopilación
de los pronunciamientos realizados
con base al texto constitucional.

La obra sigue el esquema del texto
legal objeto de reproducción, como
es la Ley Orgánica del Poder Judicial,
de tan importantísimas consecuencias
en todos los planos y especialmente
en los de la organización de la Jus-
ticia; según dicho esquema, se van
copiando sus diferentes artículos, a
los que se va acompañando la corres-
pondiente cita a la legislación básica
complementaria de este fundamental
texto, como son los respectivos ar-
tículos de la Constitución Española,
del Código Civil, del Código Penal,
etcétera, alusivos o relacionados con
el precepto respectivo, insertándose
seguidamente la Jurisprudencia en
forma de mención de las fechas de
las correspondientes sentencias y de
los principios o supuestos básicos
planteados en las mismas. Esta forma
de cita, aunque oportuna para el pro-
fesional forense, pudiera resultar in-
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completa al investigador o estudioso
en detalle de los distintos temas a
que se refiere el articulado del texto
legal, dado que no aparece por nin-
guna parte la alusión a la fuente es-
crita donde las sentencias hayan po-
dido publicarse, como son los reper-
torios o diccionarios de legislación
más al uso en nuestro país, por lo
que el lector, cualquiera que sea su
condición, ha de contentarse exclusi-
vamente con esa cita tan abreviada,
que puede servir al cumplimiento de
una exposición puramente memorís-
tica para el caso de un estudiante
académico o la de igual carácter de
un opositor. En cambio, resulta su-
mamente acertado en cuanto a su ex-
tensión el contenido de los diferen-
tes comentarios que los autores de la
obra añaden, cuando así lo juzgan
conveniente, a los distintos preceptos
que los incorporan. No obstante, cla-
rifican la estructura de los mismos
señalando su actuación sobre tres
ejes: el Poder Judicial, la función
jurisdiccional que le es propia y las
potestades que la posibilitan.

Como es natural, la extensión de
cada uno de estos apartados, si así
podríamos llamarlos, de legislación
básica, jurisprudencia y comentarios,
resulta variable en función de la im-
portancia de cada uno de los precep-
tos que configuran el texto legal, sin
que necesariamente todos, absoluta-
mente todos, presenten la misma dis-
tribución temática, lo cual sirve para
que subliminalmente se vayan apre-
ciando las distintas valoraciones que
cada uno de los preceptos compara-
dos en su conjunto tienen en orden
a su análisis exterior.

Dada la condición de magistrados
de los autores, los comentarios se in-
clinan por un realce de los aspectos
más intrínsecamente jurisdiccionales
del texto, siendo de destacar, sin em-
bargo, su buena tesitura desde una
doble esfera, tan esencial en un tra-
bajo de estas características, en don-
de, como es obvio —aunque muchas

veces se olvide—, lo que debe de pri-
mar por encima de todo es la repro-
ducción del texto comentado (en este
caso, la tipografía revela esa prima-
cía), doble esfera que comprende la
brevedad del comentario, algo básico
para cualquier analista de textos ju-
rídicos, y la buena redacción, conse-
cuencia de lo anterior, que se ha dado
a los mismos, con una precisión que
raya en la matemática, si esta ciencia
fuera aplicable a la lingüística.

Una vez que hemos señalado la pri-
macía de algún criterio axiológico
dentro del contexto general del libro,
no es posible destacar ningún comen-
tario, pues la ecuanimidad y el buen
entendimiento se reparten entre cada
uno y todos los comentarios leídos a
lo largo de las páginas, salvo, en al-
gunos casos, muy pocos, allí donde
la cita de jurisprudencia es más abun-
dante, habría hecho falta alguna ex-
posición mayor, puesto que, aunque
no siempre, esa mayor abundancia
jurisprudencial coincide con la im-
portancia intrínseca del precepto afec-
tado por esa jurisprudencia (es el
caso, por ejemplo, entre otros, de los
artículos 7.", 9.°, 13, etc.) en los que,
como todo el mundo sabe, se contem-
plan los puntos básicos de la organi-
zación de la Justicia. En cambio, en
otros, el comentario es suficiente pa-
ra subrayar la trascendencia de la
medida objeto de regulación legal,
como acontece, unum ínter pares, en
el artículo 454, donde se alude a la
proscripción legal en relación con los
derechos económicos de cualquier re-
tribución por arancel o del derecho de
sindicación reconocido a los jueces y
magistrados. Quizás, en el terreno del
Libro VI, relativo al personal al ser-
vicio de la Administración de Justicia,
falte cierta nota crítica cuya inserción
podría discutirse teniendo en cuenta,
como ya hemos venido señalando, la
estructura del libro, atenida fielmen-
te al propio esquema de la Ley Or-
gánica reproducida, nota crítica sobre
la realidad de una situación en con-

477



BIBLIOGRAFÍA

traste con las nuevas previsiones de
esta Ley, así como las posibilidades
de que es susceptible esta nueva or-
ganización frente a la ya existente,
puesto que, como se constata perió-
dicamente, la complejidad de la orga-
nización de la Administración de Jus-
ticia incluye tanto a jueces y magis-
trados como al resto del personal que
en secretarías y demás dependencias
colaboran con su esfuerzo al buen
rodaje de la misma, aspecto que al
final resulta ser uno de los más im-
portantes a la hora de ponderar los
mismos resultados de los mecanismos
puestos por los poderes públicos para
la resolución de aquellos conflictos
sociales que terminan en los Juzgados
y Tribunales

La obra tiene una serie de apéndi-
ces cuya enumeración es algo ambi-
gua en función de la variedad de su '
contenido, aunque pretenden ser uni-
tariamente globalizantes por temas, y
así, en el apéndice 1 se reproducen
las partes referentes a la Administra-
ción de Justicia que se contienen en
los Estatutos de Autonomía; en el
apéndice 3 se reproduce el Estatuto
General de la Abogacía española (que,
evidentemente, va a ser uno de los
más afectados por el ingreso de Es-
paña en la Comunidad Económica Eu-
ropea, como lo revela ya, en el mo-
mento de preparar estas líneas, la
promulgación por el Ministerio de
Justicia del Real Decreto 607/1986, de
21 de marzo, de desarrollo de la Di-
rectiva del Consejo de las Comunida-
des de 22 de marzo de 1977, encami-
nada a facilitar el ejercicio efectivo
de la libre prestación de servicios de
los abogados, por supuesto europeos,
que intenten desarrollar alguna acti-
vidad en territorio español). Asimis-
mo, se recogen en el apéndice 4 los
Estatutos Generales de los Procura-
dores de los Tribunales.

La obra se cierra con un esmerado
índice analítico en el que se ha pro-
curado desarrollar, a través de las
voces seleccionadas, un amplio mues-

trario de los temas que se regulan en
el texto legal, siguiendo una técnica
de actuaciones procesales.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, Francisco J.:
Los organismos autónomos en el
Derecho Público español: tipología
y régimen jurídico, estudio preli-
minar de A. GALLEGO ANABITARTE:
De los establecimientos públicos y
otras personas jurídico-públicas en
España (Materiales), Ed. INAP, Ma-
drid, 1987, XLII + 565 págs.

1. El doctor JIMÉNEZ DE CISNEROS,
de la Universidad Autónoma de Ma-
drid, publica ahora su tesis doctoral
dedicada al complejo fenómeno de los
organismos autónomos.

La tesis, dirigida por el profesor
GALLEGO ANABITARTE, fue defendida el
26 de junio de 1985 ante una Comisión
formada por los profesores GUAITA
MARTORELL, ARIÑO ORTIZ, GONZÁLEZ
NAVARRO, PAREJO ALFONSO y MENÉN-
DEZ REXACH, obteniendo la máxima
calificación y el Premio Extraordina-
rio del Doctorado. Galardones que no
producen extrañeza, dado que se tra-
ta de un gran estudio, tanto por ta-
maño como por contenido.

El volumen está bien presentado.
Cuenta con un amplio índice juris-
prudencial, que recoge breves refe-
rencias del contenido de sentencias y
otras resoluciones; una completa y
útil relación de los organismos autó-
nomos existentes, con cita de las nor-
mas por las que se rigen, y, por últi-
mo, la lista de la bibliografía emplea-
da. En estudios de cierta envergadura
estos elementos auxiliares, cuya reali-
zación ocupa tiempo y requiere em-
plear alguna imaginación, son de
grandísima utilidad. De ahí que me
parezca conveniente insistir en ello
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para decir que este libro merecía tam-
bién unos índices de autores y de ma-
terias, que son los más importantes
para facilitar el manejo de una obra
larga, con contenidos variados, que
pueden interesar a la hora de resol-
ver muy distintos problemas o de
obtener información.

En este tono de observaciones for-
males, me permitiré también señalar
que el libro resulta, en ciertos mo-
mentos de su lectura, exuberante.
Multitud de datos doctrinales, juris-
prudenciales y de Derecho Positivo ja-
lonan los sucesivos pasos arguménta-
les, de manera que, en ocasiones, el
lector puede perder el hilo conductor
del discurso o, también, fatigarse ex-
cesivamente. Hubiera sido buena al-
guna contención, aunque bien sé que
este consejo es tan fácil de dar co-
mo difícil de practicar.

El estudio preliminar reúne gran
profusión de datos sobre variados as-
pectos históricos de las personas ju-
rídico-públicas en España, aunque el
objetivo final del profesor GALI.ICD
sea defender el uso de la expresión
establecimiento público para referir-
se a aquellas organizaciones, personi-
ficadas o no, que cuentan con una
independencia funcional y orgánica,
ofreciendo a los particulares presta-
ciones mediante una dotación de me-
dios materiales y personales específi-
cos. La propuesta puede presentar in-
terés conceptual y los materiales que
la acompañan pueden ser útiles para
llevar a cabo la historia de las per-
sonas jurídico-públicas en España.

2. El objeto del estudio del doctor
JIMÉNEZ DE CISNEROS consiste en iden-
tificar los diferentes tipos de perso-
nas jurídico-públicas de base funda-
cional; personas a las que agrupa ba-
jo la denominación de organismos au-
tónomos.

Dos obstáculos presenta la adop-
ción de esa terminología. Por una
parte, las normas generales en la ma-
teria sólo parecen denominar orga-

nismos autónomos a ciertas personas
públicas fundacionales (art. 2, en rela-
ción con el art. 5, de la Ley de En-
tidades Estatales Autónomas y art. 4
de la Ley General Presupuestaria).
Por otra parte, una corriente doctri-
nal, de cierta tradición y que encuen-
tra apoyo en el artículo 1.2 de la Ley
Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, considera que la
Administración Institucional com-
prende Corporaciones y Fundaciones.

El autor supera ambos inconvenien-
tes de manera holgada. Razona cómo
la distinción entre organismos autó-
nomos, sociedades estatales con Per-
sonalidad de Derecho Público y entes
gestores de la Seguridad Social (ar-
tículos 4, 6 y 147 y ss. de la Ley Ge-
neral Presupuestaria) sólo se justifica
por la atribución de diferentes regí-
menes financieros, sin que se trate
de figuras jurídicas de distinta natu-
raleza, pues en todos los casos se pre-
senta una sustancial identidad: per-
sonalidad jurídico-pública, creación
estatal, presencia de criterios funda-
cionales, control por el Estado... En
cuanto a la fusión de entes corpora-
tivos y fundacionales en la Adminis-
tración Institucional, el autor parece
alinearse con las posturas doctrinales
que excluyen a las Corporaciones del
concepto de Administración Pública,
o al menos con aquellas posiciones
que subrayan la esencial diferencia
entre los entes de base fundacional
y los de base corporativa.

Organismos autónomos son, pues,
para el autor todas las personas jurí-
dico-públicas de carácter institucional
vinculadas a la Administración del
Estado.

El dato de la personalidad jurídica
de los organismos autónomos preocu-
pa sobremanera al autor, que dedica
un capítulo a exponer y refutar las
teorías sustantivizadoras de esa per-
sonalidad. El autor entiende que no
cabe deducir de la personalidad la
existencia de un Derecho singular de
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los organismos autónomos. Analizan-
do los estatutos y leyes de creación
de tales organismos, defiende la apli-
cabilidad del Derecho Administrativo
general en todo caso, al menos como
Derecho supletorio, aun en el supues-
to de los organismos autónomos so-
metidos al Derecho Privado cuando
ejercen poder público. Mantiene tam-
bién que la atribución de personali-
dad no es plena, sino sólo a determi-
nados efectos, sobre todo de tipo fi-
nanciero, ya que los organismos autó-
nomos recaudan algunos de sus in-
gresos por sus agentes ejecutivos, dis-
ponen libremente de sus fondos den-
tro de sus presupuestos y cuentan con
una ordenación de pagos propia.

El autor se alinea, así, con conoci-
das posturas doctrinales tendentes a
demostrar el carácter ficticio de la
personalidad jurídica de los organis-
mos autónomos. Posición que le lle-
vará, incluso, a propugnar la recalifi-
cación de algunos organismos, inte-
grándolos plenamente —como órga-
nos administrativos— en la Adminis-
tración del Estado. Pero es ésta una
cuestión que antes de ser expuesta
requiere referir el aspecto más nove-
doso del libro: el intento de ofrecer
una tipología general de los organis-
mos autónomos.

3. El autor agrupa los organismos
autónomos, esto es, las personas ju-
rídico-públicas de base fundacional,
en cuatro grupos: los que integran la
Administración autónoma del Estado,
los organismos autónomos neutrales,
las personas jurídico-públicas someti-
das al Derecho Privado y los organis-
mos autónomos representativos.

La Administración autónoma del
Estado constituye el tipo común de
los organismos autónomos, la regla
general, donde caben organismos ex-
cluidos de la Ley de Entidades Esta-
tales Autónomas, en la medida en que
sus normas reguladoras diseñen un
régimen jurídico igual que el estable-
cido por la citada Ley (las entidades
gestoras de la Seguridad Social, el

Instituto de Estudios de Administra-
ción Local, el Instituto Nacional del
Libro, el Consejo de Administración
del Patrimonio Nacional...).

Todos los organismos que integran
la Administración autónoma del Es-
tado han de ser creados y extinguidos
mediante ley, considerando el autor
de dudosa corrección las cláusulas de
remisión a reglamento y las deslegali-
zaciones. Diversos aspectos de su ré-
gimen jurídico le sirven para sostener
el carácter meramente formal de es-
tas personificaciones. Así, subraya la
tendencia a homologar el régimen del
personal con el de la Administración
del Estado; la incidencia de reglas
sustancialmente idénticas sobre los
bienes de estos organismos autóno-
mos, sean bienes adscritos por la Ad-
ministración del Estado o bienes pro-
pios de los organismos; el mismo ré-
gimen contractual y de responsabili-
dad. Incluso en materia presupuesta-
ria sostiene el autor la ruptura del
dogma de la personalidad tras la Ley
General Presupuestaria, aplicable a
todo el sector público, aunque con
diversas modalidades; modalidades
que no impiden la comunicabilidad
patrimonial y presupuestaria entre el
Estado y los organismos autónomos.

A todo ello habría que añadir la
existencia de instrumentos de fiscali-
zación y control de la Administración
del Estado sobre estos organismos.
La posibilidad generalizada del recur-
so de alzada ante el Ministro al que
está adscrito el organismo autónomo,
así como la imposibilidad de impug-
nar los actos y disposiciones de dicho
Ministerio, demuestran claramente
para el autor la existencia de una re-
lación jerárquica y no de tutela, que
sería la adecuada entre personas ju-
rídicas independientes.

Dentro de este primer grupo se des-
tacan aquellos organismos autónomos
que responden al principio de repre-
sentación en la designación de sus
órganos de gobierno. Organismos co-
mo las Juntas de Puertos o las Con-
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federaciones Hidrográficas, cuyo ré-
gimen jurídico y sometimiento a la
Administración del Estado no presen-
tan singularidades con respecto al
tipo común.

El segundo tipo de organismos au-
tónomos —tipo ya identificado por
otros autores— es el de los organis-
mos neutrales. Entes públicos diver-
sos en los que se potencia el dato
de su independencia o neutralidad
frente a la actividad gubernamental:
intervención de las Cortes en los nom-
bramientos de cargos directivos, exi-
gencias de profesionalidad, garantías
en la duración de los mandatos, re-
gulación de los motivos de destitu-
ción, previsión de controles de mera
legalidad. Estos organismos se some-
ten al Derecho Privado en sus rela-
ciones externas, sujetándose, en cam-
bio, al Derecho Público en cuanto a
su organización y funcionamiento in-
terno. Se integran aquí el Consejo de
Seguridad Nuclear, el Ente Público
RTVE y el Banco de España.

En tercer lugar, destaca el tipo de
las personas jurídico-públicas some-
tidas al Derecho Privado: RENFE,
FEVE, el Canal de Isabel II, el Ins-
tituto Nacional de Hidrocarburos, la
SEPES... Siguiendo conocidos análi-
sis doctrinales, el autor señala la im-
portante presencia del Derecho Públi-
co en su organización y actividad.
Desde el punto de vista de las rela-
ciones con la Administración del Es-
tado destaca una mayor autonomía
e independencia funcional.

El cuarto tipo serían los organis-
mos autónomos representativos, tipo
identificado con las Universidades,
cuya singularidad reside en responder
a fines e intereses de la sociedad,
presentando peculiaridades notables,
como es la elección democrática de
sus órganos. Mediando aquí el prin-
cipio de autonomía constitucional-
mente reconocido a las Universidades,
el Ordenamiento trata de garantizar
su independencia funcional y orgá-
nica.

4. La tipología establecida sirve al
autor para postular una racionaliza-
ción de la Administración del Estado.
Dada la falta de consistencia de la
personalidad atribuida al primer gru-
po de organismos, los que integran
la Administración autónoma del Esta-
do, propone su transformación gene-
ralizada en órganos jerarquizados de
la Administración del Estado. Trans-
formación de la que se excluirían
aquellos organismos que incorporan
el principio de representación, para
ampliar su esfera de autonomía, dan-
do en este caso consistencia a la per-
sonalidad que tienen atribuida. Más
específicamente, sostiene la necesidad
de configurar conforme a las caracte-
rísticas del tipo de los organismos
autónomos neutrales los organismos
autónomos vinculados a la política
cultural, en cuanto manifestaciones
de la espontaneidad social (ejemplos:
Museo del Prado, CSIC).

Señalaré también que la identifica-
ción de ciertos aspectos de Derecho
Público en el régimen jurídico de los
organismos autónomos sometidos al
Derecho Privado (tercer tipo) sirve al
autor para sostener una concepción
material u objetiva de la Administra-
ción Pública. Si en algunos aspectos
de la organización y la actividad de
tales organismos se aplica el Derecho
Administrativo —argumenta— es por-
que la atribución de un régimen ju-
rídico privado no cambia el carácter
público de las tareas encomendadas,
carácter público que explicaría las
modulaciones iuspublicistas sobre el
Derecho Privado.

Abundancia de ideas, de tesis y de
propuestas en lo que es un buen tra-
bajo de doctrina jurídica, con inde-
pendencia de posibles discrepancias
en las conclusiones o los enfoques.

Fernando LÓPEZ RAMÓN
Estudio General de Lérida

Octubre 1987
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LÓPEZ-NIETO, Francisco: Manual de ac-
tividades molestas, insalubres, noci-
vas y peligrosas, 2." edición, Edito-
rial Tecnos, Madrid, 1986, 260 págs.

Como afirma el propio autor en
las palabras introductorias a la pri-
mera edición de su libro, «el tema de
las actividades clasificadas es un te-
ma que genera interés cada vez ma-
yor, a medida que la sociedad y, so-
bre todo, la Administración son cons-
cientes del impacto que la regulación
de aquéllas puede producir en la con-
servación o deterioro del medio am-
biente, hoy preocupación constante en
todas las latitudes». De ahí, pues, el
interés y actualidad de esta obra que,
en su segunda edición, ve ahora la
luz, completando la anterior en cuan-
to concierne, de un lado, a la norma-
tiva legal aparecida con posterioridad
y, de otro, a la doctrina jurispruden-
cial con inclusión de algunas senten-
cias no incluidas en la anterior edi-
ción.

En los sucesivos capítulos, LÓPEZ-
NIETO, doctor en Derecho y Adminis-
trador Civil del Estado, con un am-
plio repertorio de libros publicados,
va estudiando la problemática que
emana de este tipo de actividades y
que afecta a diversidad de materias
y cuestiones que, en definitiva, giran
todas en torno a la concesión de la
licencia municipal para abrir instala-
ciones e industrias que llevan a cabo
actividades clasificadas; sin perjuicio
de que otros aspectos, igualmente im-
portantes doctrinal y prácticamente
hablando, sean expuestos por el autor,
como son, entre otros, los procedi-
mientos especiales, la comprobación
de actividades y corrección de defi-
ciencias, el procedimiento sanciona-
dor y la revisión, en su caso, de las
resoluciones dictadas. Sin olvidar una
serie de consideraciones previas e ini-
ciales sobre el medio ambiente, las
actividades perniciosas y la fijación
de las competencias en la materia.

Todo el libro ofrece un carácter

eminentemente práctico, orientado a
ser un instrumento de trabajo y con-
sulta para quienes se han de enfren-
tar a esta clase de problemas. Por
ello, las disquisiciones teóricas y los
planteamientos abstractos son esca-
sos en aras de una exposición prag-
mática, derivada de las enseñanzas
de la realidad misma y con un sen-
tido claramente profesional y opera-
tivo. A este enfoque contribuyen los
apéndices finales que, sucesivamente,
contienen una relación ordenada de
las sentencias del Tribunal Supremo,
un muestrario de formularios relati-
vos a expedientes de diversa naturale-
za, una relación de las normas lega-
les aplicables y, por último, unos grá-
ficos sobre procedimiento y tramita-
ción de expedientes.

El Prólogo a la segunda edición,
aquí referenciada, ha sido escrito por
Rafael ENTRENA, catedrático de Dere-
cho Administrativo, que en sus pala-
bras introductorias valora en sus jus-
tos términos el libro de LÓPEZ-NIETO,
mencionando sus virtudes y valores
y sin ocultar algunas de sus posibles
limitaciones que, en todo caso, no lle-
gan a empañar aquéllos y aquéllas.
Como afirma el profesor ENTRENA
CUESTA, estamos ante un libro de «ex-
posición sistemática», que analiza una
materia tan compleja y amplia como
es la de la regulación de las activida-
des molestas, insalubres, nocivas y
peligrosas y que trata, en todo mo-
mento, de superar el peligro de que
no llegue a ser bien comprendido por
quienes no son expertos en esta clase
de materias.

V. M.' GONZÁLEZ-HABA GUISADO

MARTÍN MATEO, Ramón: Bioética y De-
• recho, Editorial Ariel, Barcelona,

1987, 189 págs.

Las modernas tecnologías al servi-
cio de las ciencias de la vida plantean
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cotidianamente demandas de nuevo
cuño a legisladores y jueces. La trans-
ferencia de embriones, la transexuali-
dad, la manipulación genética o la
problemática que se ha alumbrado
en torno al SIDA carecen de un tra-
tamiento legal explícito. Incluso en
aspectos biológicos más familiares,
como la eutanasia o el aborto, las
respuestas legales, cuando las hay,
distan de ser pacíficamente asumidas
por la sociedad. La dimensión moral
de las ciencias de la vida, la bioética,
colisiona frecuentemente con la Ley.
En el centro de la controversia social
que suscitan estas cuestiones late una
cuestión eterna: las relaciones entre
ética y Derecho.

En Bioética y Derecho se estudian
las relaciones entre estos dos univer-
sos normativos tan dispares, pero, a
la vez, obligados a encontrarse. Se
analizan los avances de la biotec-
nología generadores de conflictos en-
tre la positivización por parte del
Derecho de un determinado código
moral y el relativismo ético imperan-
te, se adelantan otros venideros, dan-
estudian muchos de los problemas
planteados, sino que, prospectivamen-
te, de adelantan otros venideros, dan-
do a unos y otros propuestas de solu-
ción basadas en una concepción sis-
temática del Derecho.

La obra se divide, siguiendo un
iter impecable, en tres apartados.
El primero nos ofrece una visión pa-
norámica del estado de la cuestión,
resaltando la celeridad con que el
progreso científico ha relativizado los
valores hasta ahora imperantes, de-
finitivamente faltos de referencias se-
guras. Se analiza también la posibili-
dad de que la bioética, como difuso
código de conducta supralegal, facili-
te respuestas de general aceptación,
llegando a la conclusión, previamente
anunciada, de que esa vía no ofrece
resultados plenamente satisfactorios.

El segundo apartado parte, pues,
de la premisa de que no son los pos-
tulados morales, por su escasa con-

creción y generalidad, quienes están
en posición de resolver los conflictos
que el avance biotecnológico plantea.
Es al Derecho, como regulador im-
perativo de conductas y materializa-
dor del universo ético dominante, a
quien corresponde su previsión y so-
lución. Desde esta perspectiva, el ca-
pítulo segundo fija la posición que
compete a la Ley y, desde la perspec-
tiva de la legislación española, des-
cribe el tratamiento que la regulación
positiva otorga a los temas de mayor
conflictividad. Pero este enfoque de-
muestra, a su vez, su insuficiencia.
El devenir científico es imprevisible
para el autor: «intuitivamente prime-
ro y empíricamente después, se com-
prueba que las decisiones demanda-
das por múltiples casos específicos no
pueden venir rígidamente precondicio-
nadas por la ley».

En el tercer y último apartado, el
profesor MARTÍN MATEO cierra brillan-
temente la monografía poniendo de
manifiesto que allá donde no alcanza
la Ley llega el Derecho, y que, a tra-
vés de sus propias técnicas de auto-
integración, puede dotar de complitud
al Ordenamiento Jurídico. No se le
oculta al autor la complejidad de la
temática abordada, pero sostiene que
frente a conflictos en los que están
en juego derechos esenciales del in-
dividuo, e incluso de la especie, los
valores morales individuales de los
distintos operadores deben ceder ante
los pronunciamientos jurídicos, que
en los Estados democráticos son, en
definitiva, la plasmación de la volun-
tad general.

La cuestión, sobre la que existe una
abundante producción documental y
bibliográfica en otros países, especial-
mente EE.UU., ha sido escasamente
tratada en España a pesar de su evi-
dente actualidad. Ramón MARTÍN MA-
TEO, jurista de reconocido prestigio,
da prueba de su erudición y sensibili-
dad contribuyendo a la clarificación
del tema a la par que lo sitúa en
nuestras coordenadas. La obra, apor-
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tando copiosa bibliografía, deviene así
en cita obligada para los interesados
en las ciencias de la vida, la bioética
y el Derecho.

Gabriel REAL FERRER

MARTÍN MATEO, Ramón: Entes locales
complejos (Mancomunidades, Agru-
paciones, Consorcios, Comarcas,
Áreas Metropolitanas), Ed. Trivium,
Madrid, 1987, 246 págs.

I

Se acerca a veinte los años que
distancian El horizonte de la descen-
tralización —1969— de Entes locales
complejos —1987—. Tienen de común
denominador la búsqueda afanosa de
una Administración real y flexible, ca-
pacitada para contestar con eficacia
a los retos de legalidad y de produc-
tividad social.

Pero muchas cosas han cambiado
en tan dilatado período: en 1969, la
descentralización se miraba desde un
único centro; en 1987, a la pluralidad
de centralidades —regionales— se une
la multiplicidad de poderes locales
—provinciales y locales— que han vis-
to afirmadas recientemente sus capa-
cidades de gestión autónoma. Todos
ellos participan con la tradicional Ad-
ministración central en la creación de
fórmulas descentralizadas con las que
gestionar obras y servicios. También
en el decurso de estos años se ha pa-
tentizado un crecimiento, de momento
imparable, de todo el Sector Público,
tanto del central como de los regiona-
les y de los locales. De tal manera
que la diversificación de los focos de
poder no ha llevado a dividir entre
todos ellos los contenidos de la ges-
tión administrativa; por el contrario,
la distribución competencial ha deri-

vado en un incremento piramidal de
toda la acción pública.

II

La languideciente Administración
local de antaño, que alumbró a unos
esqueléticos y mínimos Entes institu-
cionales, está dando paso en los últi-
mos años a unos Entes locales que
multiplican de año en año sus presu-
puestos, incrementando progresiva-
mente las áreas de los servicios que
gestionan. Los Ayuntamientos y las
Diputaciones, Organismos simples o
de primer grado, se abren a una am-
plia gama tipológica de Entes locales
de segundo grado: los Entes locales
complejos —fruto de relaciones in-
teradministrativas, cuya formulación
busca ámbitos flexibles y operativos
en la gestión de servicios— y los Or-
ganismos gestores personificados por
y para una Administración local es-
pecífica.

El fenómeno, con todas sus posibi-
lidades positivas, no está exento de
riesgos de desbordamiento, y por ello
se trata de una andadura que admite
valoraciones de muy distinto signo:
porque es precisamente esta temática
una de las más comprometidas en la
dinámica actual de las Corporaciones
locales.

Problemática difícil y huérfana de
un sólido tratamiento jurídico. La
doctrina ha tocado el tema de sosla-
yo, en puntos muy concretos y con
monografías que han sorteado con
pinzas los riesgos de un análisis in-
tegral. No era prudente aventuras ma-
yores, a las que tampoco animaba
una casi inexistente Jurisprudencia y
Doctrina del Consejo de Estado.

El reto lo recoge el profesor MAR-
TÍN MATEO en su reciente obra Entes
locales complejos, cuando 1987 plan-
tea graves y crecientes problemas pre-
miosos e insoslayables en Mancomu-
nidades, Agrupaciones, Consorcios,
Comarcas y Áreas Metropolitanas.

Despierta el interés de la obra la
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lectura de su índice, con la presencia
de las Agrupaciones y de los Consor-
cios, que son figuras organizativas
que no se citan en el Título IV de la
Ley Reguladora de las Bases de Ré-
gimen Local. El contenido del trabajo
es una sucesiva exposición de proble-
mas y una toma clara de postura so-
bre todos y cada uno de ellos. Hasta
el último párrafo del libro, que en-
cierra una sugerente invitación a la
segunda lectura, cuando se afirma:
«En Derecho, esto se califica pura y
simplemente como desviación de po-
der.»

III

En el capítulo I se construye el
cuerpo doctrinal de la obra. Los En-
tes locales complejos se diseñan con
el análisis de sus elementos definito-
rios, que se van desgranando: la per-
sonalidad, su naturaleza, el localismo,
sus condiciones coyunturales, su fun-
damental componente interadminis-
trativo, el significado de su autono-
mía derivativa y la problemática de
sus competencias y de la disponibili-
dad de potestades. Estamos ante una
aportación doctrinal de primera mag-
nitud, no sólo porque el perfil de ca-
da una de las figuras recoge la diver-
sidad de las características que la
componen, sino también por haberse
resaltado lo interadministrativo como
un elemento definitorio del negocio
fundacional de estos Organismos lo-
cales de segundo grado.

Los siguientes capítulos van desgra-
nando las notas configuradoras de
cada uno de estos Entes, profundizán-
dose en la problemática procedimen-
tal y estatutaria de las Mancomunida-
des; recuperando la actualidad de las
Agrupaciones; abriendo el oscuro tra-
tamiento de los Consorcios a las am-
plias alternativas que ofrece la per-
sonificación para dotar de estabilidad
a esfuerzos solidarios de diferentes
Administraciones Públicas, con un su-
gerente estudio de los Consorcios de

Aguas; planteando con claridad el po-
sicionamiento de la Comarca y las
posibilidades de los procesos de con-
solidación de esta polémica figura,
con un análisis abierto a la polémica
del modelo catalán, y la apuesta so-
bre las Áreas Metropolitanas, que re-
corre desde las experiencias en el ex-
terior hasta los últimos pasos reali-
zados en Valencia y Cataluña.

Si para el estudioso resultará im-
prescindible la reflexión sobre el con-
tenido del capítulo I, para los profe-
sionales de la Administración local los
sucesivos capítulos le irán abriendo
los arcanos aparentemente insolda-
bles de esas fórmulas personificadas
de las relaciones interadministrativas
locales, tan infrecuentes y desconoci-
das hasta hace poco y tan necesarias
e importantes en el actual proceso de
crecimiento de los poderes locales.

Valga, en fin, una obligada referen-
cia al posicionamiento crítico del au-
tor. El profesor MARTI'M MATEO reco-
rre en su trabajo los puntos más de-
licados de esta caliente problemática,
y realiza sobre todos ellos un análisis
y, en ocasiones, una concreta califica-
ción. Desde la residenciación del acto
aprobatorio de las Mancomunidades
hasta la proyección de los Consorcios,
desde el Consell Metropolita de VHor-
ta valenciano hasta la Ley especial ca-
talana reguladora de las actuaciones
públicas en Barcelona y comarcas de
su influencia.

Vicente Boix REIG

MONTERO Y CASADO DE AMEZUA, Javier:
Jurisprudencia sobre régimen disci-
plinario de la Administración Públi-
ca, Ed. Instituto Nacional de Ad-
ministración Local, Madrid, 1987,
213 págs.

Desde que PARADA denunciara, en
1972, la «hipertrofia» del derecho san-
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cionatorio administrativo, calificado
cuatro años más tarde por GARCÍA DE
ENTERRIA como «derecho represivo
prebeccariano», esta materia ha su-
frido una importante —aunque aún
insuficiente— evolución. La Constitu-
ción apenas dedica el artículo 25 a la
potestad sancionadora administrativa,
reconociendo tal potestad, formulan-
do el principio de legalidad de las in-
fracciones administrativas (con el im-
preciso término «legislación») y prohi-
biendo a la Administración civil la
imposición de sanciones que directa
o subsidiariamente impliquen priva-
ción de libertad. Pero ya antes de la
Constitución, la jurisprudencia había
ido elaborando una serie de princi-
pios rectores de la actividad sancio-
natoria administrativa, integrando las
deficiencias normativas de esta ma-
teria con las técnicas propias del De-
recho sancionador penal. El Tribunal
Constitucional ha elaborado después,
a partir de estos principios y del ar-
tículo 25 del texto constitucional, en
conexión con otros diversos preceptos
del mismo (art. 9 o art. 24), un cuerpo
de doctrina que limita y regula la
imposición de sanciones administrati-
vas y que permite reinterpretar, a la
luz constitucional, las normas vigen-
tes. Falta aún por elaborar, sin em-
bargo, una norma legal que recoja y
regule con carácter general los prin-
cipios sustanciales y procedimentales
del ilícito administrativo, a semejan-
za de lo que ocurre en otros países
de nuestra órbita jurídica. (Así, en
Italia, el capítulo 1." de la Ley Modi-
fiche al Sistema Pénale, de 24 de no-
viembre de 1981, y, en Alemania, la
Gesetz über Ordnungswidrigkeiten, o
Ley sobre los ilícitos administrativos,
de 24 de mayo de 1968.)

La jurisprudencia constituye, así,
una referencia esencial en el ámbito
de las sanciones administrativas, y
las recopilaciones de sentencias tie-
nen en esta materia especial impor-
tancia y utilidad. La presente obra
constituye la primera recopilación de

la doctrina del Tribunal Constitucio-
nal y del Tribunal Supremo sobre la
potestad disciplinaria de la Adminis-
tración Pública (*). En este ámbito,
la Ley de Medidas para la Reforma
de la Función Pública, de 2 de agosto
de 1984, ha modificado el número y
la tipificación de las faltas conside-
radas como muy graves cometidas
por los funcionarios en el ejercicio de
su cargo (art. 31), y por Real Decreto
de 10 de enero de 1986 se ha aprobado
el Reglamento de Régimen disciplina-
rio de los funcionarios de la Adminis-
tración del Estado, que modifica las
faltas consideradas como graves y
adecúa el procedimiento disciplinario
a los principios constitucionales, in-
troduciendo como novedad fundamen-
tal el trámite de audiencia y vista del
expediente. La obra de MONTERO Y
CASADO DE AMEZUA constituye una re-
copilación de las sentencias más re-
levantes del Tribunal Supremo (a par-
tir de 1964) y del Tribunal Constitu-
cional sobre la potestad disciplinaria
de la Administración, aunque recoge
también sentencias relativas a la po-
testad sancionadora general, en cuan-
to que los principios y límites gene-
rales de ésta son aplicables a aquélla
con las matizaciones derivadas de la
relación de sujeción especial en que
se encuentran quienes están vincula-
dos a la Administración por una rela-
ción de carácter estatutario.

La obra comienza con una breve,
aunque completa, exposición por el
autor de las principales aportaciones
de la jurisprudencia al ámbito de la
potestad sancionadora de la Adminis-
tración, distribuidas en cuatro apar-

(*) Sobre la potestad sancionadora de
la Administración en general existen dos
obras que recogen la doctrina del Tribu-
nal Constitucional (Antonio CANO MATA,
Las infracciones administrativas en la
doctrina del Tribunal Constitucional,
Ed. EDERSA, Madrid, 1984, y Francisco
SA\Z GAXDASKGUI, La potestad sanciona-
dora de la Administración: la Constitu-
ción española y el Tribunal Conslilucio
nal, Ed. EDERSA, Madrid, 1985).
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tados: los principios generales sobre
la potestad (atribución de la potestad
a la Administración Pública, delimita-
ción de las potestades penal y sancio-
natorio-administrativa y aplicación
al Derecho sancionador administrati-
vo de los principios inspiradores del
orden penal); la disciplina jurídica de
la actividad sancionadora (califica-
ción de las faltas por la Administra-
ción, control sobre la determinación
y fijación de los efectos de las san-
ciones); la posición jurídica del san-
cionado (situación del funcionario en
orden a la libertad de expresión y
de sindicación), y, por último, la in-
terpretación de las normas procesales
(virtualidad anulatoria de los vicios
de procedimiento, posición de la ju-
risprudencia sobre la medida de sus-
pensión provisional, el pliego de car-
gos y el trámite de prueba). Hay que
destacar en la exposición que realiza
el autor que éste se refiere indistin-
tamente a las sentencias del Tribunal
Supremo y del Tribunal Constitucio-
nal en cuanto fuentes de doctrina ju-
risprudencial, lo cual manifiesta una
concepción amplia de este concepto
adecuada al sistema judicial actual,
en el que el Tribunal Constitucional
actúa como una instancia procesal
superior para la defensa de los dere-
chos fundamentales y libertades pú-
blicas reconocidos por la Constitu-
ción.

Se recogen en esta obra 102 senten-
cias del Tribunal Supremo y del Tri-
bunal Constitucional ordenadas cro-
nológicamente en torno a los siguien-
tes capítulos: I. Principios generales
sobre la potestad sancionadora y dis-
ciplinaria.—II. Calificación de las fal-
tas.—III. Determinación y efectos de
las sanciones. — IV. Prescripción.—
V. Huelga. — VI. Procedimiento.—
VII. Sentencias de interés por razón
del sujeto.—VIII. Administración de
Justicia y Administración Militar. Las
sentencias se hallan numeradas mar-
ginalmente, lo que permite multipli-
car su referencia en cada uno de los

puntos del índice sistemático, y al
final del libro se incluye una enume-
ración por orden cronológico de todas
las sentencias reproducidas. Esta do-
ble ordenación sistemática y crono-
lógica y la cuidada selección de los
textos jurisprudenciales facilita su
consulta, de acuerdo con la finalidad
manifestada en la nota introductoria
por el autor, de que el libro sirva de
ayuda no sólo a los profesionales del
Derecho, sino a los funcionarios en
general, permitiéndoles conocer mejor
el régimen jurídico del procedimien-
to sancionador. En el mismo sentido
hay que señalar la inclusión al final
de la obra del Reglamento de régi-
men disciplinario de los funcionarios
de la Administración del Estado y de
unos formularios destinados a facili-
tar la labor a los funcionarios encar-
gados de aplicar dicha normativa.

Blanca LOZANO

MONTORO CHINER, María Jesús: La
Función Pública en el federalismo
alemán, Instituto Nacional de Ad-
ministración Pública, Alcalá de He-
nares (Madrid), 1987, 207 págs.

El tema de la configuración de la
Función Pública en el seno de un
Estado plantea problemas diversos
según que dicho Estado revista for-
ma unitaria o centralizada, federal,
regional, autonómica, etc. Buena prue-
ba de ello lo tenemos en el caso de
España, donde, tras la implantación
del Estado de las Autonomías, se está
procediendo a una reforma a fondo
de la Función Pública para adaptarla
a este nuevo modelo estatal.

Alemania Federal, con un Estado
de esta naturaleza, ofrece especial in-
terés para los estudiosos españoles
en cuanto que pueden encontrar en
este país antecedentes y normas que,
de alguna forma, sirvan para el dise-
ño definitivo de nuestra Función Pú-
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blica en el futuro. De ahí, pues, la
oportunidad del libro que comenta-
mos en cuanto pretende ofrecer al
lector una visión panorámica y bas-
tante completa de la Función Pública
alemana, resultado de una investiga-
ción realizada por su autora en la
Escuela Superior de Ciencias de la
Administración de Speyer, bajo la di-
rección del profesor Dr. Dr. DETLEF
MERTEN.

Partiendo de varios artículos de la
Ley Fundamental de 1949, MONTORO
CHI.NER estudia el carácter jurídico-
administrativo de la relación de fun-
ción pública y delimita el alcance del
importante concepto «funciones de
soberanía» como elemento determi-
nante y causal de dicha relación. El
aspecto constitucional de ésta se pro-
yecta en una triple dirección: su ga-
rantía institucional, los principios tra-
dicionales del funcionariado y los de-
rechos fundamentales de! funcionario.

Seguidamente, la autora expone el
significado que la Función Pública
tiene en el seno del Estado democrá-
tico, afirmando que «la cuestión fun-
damental se centra en cómo debería
conformarse hoy el oficio del servidor
de la Administración y cómo debería
configurarse la función pública de un
Estado democrático de régimen par-
lamentario, o, lo que equivale a ello,
cómo debería establecerse la relación
entre política y Administración». En
este sentido, destaca con luz propia
el principio de neutralidad que se
consagra en el artículo 35 BRRG, se-
gún el cual «el funcionario sirve al
pueblo, no a un partido», por lo que
aquél debe actuar siempre sirviendo
los intereses de la colectividad y con
arreglo a los mandatos de la Ley y
el Derecho. Por ello, «neutralidad po-
dría significar —en el contexto en
que nos movemos— la estricta dispo-
sición del funcionario hacia todo Go-
bierno legitimado democráticamente,
o, como escribe FRIESENHAHN, el ser-
vicio a la mayoría parlamentaria y
al Gobierno por ella elegido»; ésa es

la forma en que el funcionario pue-
de llegar a servir al pueblo, no a un
partido o interés concretos, desde el
momento en que su tarea se centra
en «cumplir el orden jurídico institu-
cionalizado y hacer realidad, a través
de medidas concretas, los fines esta-
tales establecidos en las normas».
Y, junto al principio de neutralidad,
hay que situar el deber de lealtad al
orden constitucional del que «arran-
can —dice la autora— los restantes
que informan la Función Pública», y
cuya amplitud y alcance ha sido ob-
jeto de vivas polémicas con interven-
ción del propio Tribunal Constitucio-
nal federal, como es el caso de la
famosa sentencia de 22 de mayo de
1975.

Un punto interesante, también abor-
dado en el libro, es el relativo a la
distribución de las competencias le-
gislativas en el Derecho de la Fun-
ción Pública, y que se reparten entre
la Federación y los Estados miem-
bros. Con arreglo al artículo 70.1 GG,
en principio los Ldnder gozan de
competencias normativas en la medi-
da en que la Gnmdgesetz no atribuya
al Bund las competencias legislativas
de que se trate; de ahí que MONTORO
CHINER, utilizando la terminología
usual entre nosotros, con referencia
a la Federación, hable de competen-
cias exclusivas, competencias concu-
rrentes y competencias marco. Des-
pués de esta exposición en torno a
las competencias, se incluye otra con-
teniendo el Derecho vigente en el que
se distingue el ordenamiento aplica-
ble a todos los funcionarios públicos,
el bloque de normas aplicables a los
funcionarios del Bund y, por último,
las normas aplicables a los funciona-
rios dependientes de los Lander y a
las personas jurídico-públicas someti-
dos a su tutela.

El análisis de la relación jurídica
de empleo público es objeto de un
nuevo capítulo. En primer lugar, apa-
recen los sujetos, que son, de un lado,
la Administración y, de otro, el fun-
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cionario, cuya clasificación se hace
en el Derecho alemán atendiendo a
diversos criterios (Administración a
la que pertenece, forma de vincula-
ción, duración del vínculo, pertenen-
cia a un determinado grupo profesio-
nal y situación jurídica especial). En
segundo lugar, se explica el régimen
jurídico del funcionariado y cuyo con-
tenido se manifiesta en lo que con-
cierne al ingreso en la Administra-
ción, obligaciones derivadas de la re-
lación de Función Pública, derechos
que surgen de la misma y el tema po-
lémico y controvertido de las incom-
patibilidades. Y, en tercer lugar, se
plantea la importante cuestión de si
la Función Pública debe ser unifor-
memente regulada o, por el contrario,
es preciso ensanchar la parcela de
los servidores públicos (empleados y
obreros) sometidos al Derecho Pri-
vado.

La reforma de la Función Pública
en la RFA merece, seguidamente, la
atención de la autora para hacer va-
rias consideraciones sobre los inten-
tos llevados a cabo para introducir
cambios y transformaciones en aqué-
lla. En este sentido se alude a algu-
nos extremos del informe que hace
más de diez años hizo público la Co-
misión de Estudios nombrada al efec-
to, así como a las propuestas del Con-
greso de Profesores de Derecho Pú-
blico, celebrado en Bonn en 1978.
Y, dentro del aspecto concreto de la
reforma administrativa, se pone un
especial énfasis en la necesidad de
que se legisle menos y mejor, con el
fin de evitar que las complicaciones
y contradicciones legislativas induz-
can al desconcierto a los ciudadanos
y dificulten el mejor cumplimiento y
prestación de los servicios públicos.

Finalmente, como capítulo que cie-
rra el libro, se trazan y desarrollan
algunas reflexiones sobre la política
de personal, entendida como gestión
individualizada del mismo y como ac-
tuación que tiene importantes reper-
cusiones sociales, económicas y finan-

cieras. «Contemplar la Función Públi-
ca de un Estado democrático —dice
la autora— desligada de su vertiente
económica, de su coste social y de la
valoración de sus servicios en el ám-
bito genérico del Estado seria dar una
imagen tal vez escasa de la misma
o, cuanto menos, una imagen irreal
de su peso en el país cuya ordenación
se investiga.» A su vez, dentro de la
llamada administración del personal,
destacan aspectos como el de las ca-
rreras administrativas, el de la selec-
ción y reclutamiento, el de la forma-
ción permanente y el del perfeccio-
namiento de los funcionarios de los
cuerpos superiores.

El trabajo comentado, como se de-
duce de cuanto hemos escrito en es-
tas líneas, supone una aportación va-
liosa para el conocimiento más actua-
lizado y enriquecedor de la Función
Pública alemana. Aunque no es fácil
trasplantar instituciones de un país
a otro, el conocimiento recíproco de
las mismas ayuda a resolver los pro-
blemas que cada país tiene pendien-
tes y sirve para investigar las solucio-
nes y enfoques que un Estado da a
la hora de afrontar los desafíos que
se le presentan. Desde este punto de
vista, saber lo que en la Alemania
Federal se ha hecho para mejorar su
Función Pública debe ser especial-
mente interesante para nosotros, que
en las actuales circunstancias estamos
embarcados en la empresa de conse-
guir una Administración Pública más
eficaz y una Función Pública más mo-
tivada, independiente y servicial.

V. M.° GONZÁLEZ-HABA GUISADO

OBRA COLECTIVA: Actas del IV Sympo-
sium de Historia de la Administra-
ción, Ed. INAP, Madrid, 1983, 814 pá-
ginas.

Este libro colectivo es el cuarto de
una serie, en que se recogen las Ac-

489



BIBLIOGRAFÍA

tas de los Simposios, conocidos con
el nombre de Historia de la Adminis-
tración de Alcalá. En él se publican
las Ponencias y Comunicaciones pre-
sentadas al IV Simposio, dirigido por
BAENA DEL ALCÁZAR, donde se pusieron
sobre el tapete temas de indudable
importancia, útiles e instructivos pa-
ra todo el que esté interesado por
problemas concernientes a la Admi-
nistración. La heterogénea colección
de trabajos que contiene esta obra
—son nada menos que 30— adquiere
coherencia en virtud de un hilo con-
ductor común a todos ellos: la histo-
ria de la Administración pública. Den-
tro de ella, cada uno de los distintos
estudios, tras acotar un determinado
período histórico, conserva su espe-
cial perfil. Un detallado examen de
tantos y tan dispares contenidos ad-
ministrativos me ha permitido, res-
petando su orden cronológico, siste-
matizarlos en cuatro grandes aparta-
dos: la Administración central, la
Administración territorial, la Admi-
nistración señorial y la Provisión de
Oficios.

1. La Administración central

CORTÉS ALONSO (1) constata la ne-
cesidad que tenía Castilla, a princi-
pios del siglo xvi, de un Archivo es-
table, reunido y organizado. Había
comenzado, frente a lo que había si-
do el Palacio, la estatalización de la
Administración con el buró y la bu-
rocracia; una burocracia creciente,
productora de abundantes Documen-
tos. Y, en estas circunstancias, un Rey
moderno necesitaba, para la buena
marcha de los negocios de Estado, re-
coger y mantener en orden todos los
Documentos, a fin de estar bien infor-
mado en todo momento. Así, como
fruto de esta necesidad, nació el
Archivo de Simancas. Tras una Real
Provisión de Fernando el Católico, en

1509, fue creado por Carlos I. Surgió
como un Archivo de depósito, donde
se almacenaban los abundantes pa-
peles que ya no se utilizaban en las
Oficinas de las Secretarías de la Cor-
te. Para su buen recaudo se pensó en
un castillo, donde fueran guardados
como armas de autoridad. A la orga-
nización y eficacia de este Archivo
contribuyeron, según la autora, ade-
más de sus archiveros —Diego de
Ayala y su dinastía—, las «Ordenan-
zas» por las que había de regirse, da-
das por Felipe II en 1588. Aunque no
las denominó Ordenanzas, sino Ins-
trucción, lo fueron de hecho. Sus ca-
racterísticas más relevantes serían: el
reconocimiento del valor de la docu-
mentación, la instalación de la mis-
ma en un lugar seguro, la necesidad
de recoger todos los fondos antiguos
y modernos, la designación de un
archivero y personal a su cargo, el
funcionamiento del servicio y los cré-
ditos para obras y mantenimiento.
CORTÉS sostiene que, mediante las
«Ordenanzas», se estableció de una
manera clara la organización de un
Archivo moderno, y que ellas consti-
tuyen eí primer ejemplo de normas
impartidas en orden al correcto fun-
cionamiento de un Archivo de Estado
no sólo en España, sino también en
Europa.

BERCUYO (2), partiendo del estudio
riguroso sobre la Junta de Comercio
realizado por MOLAS (3) y de la cla-
sificación de las Juntas efectuada por
Espejo (4), aporta nuevos datos y su-
gerencias en torno a estas Juntas.
Unas eran estrictamente coyunturales,

(1) V. CORTÉS ALONSO, Las Ordenan-

zas de Simancas y la Administración
castellana, págs. 197-224.

(2) J. L. BERCUYO, Notas sobre Jun-
tas del Antiguo Régimen, págs. 93-108.

(3) P. MOLAS RIBALTA, La Junta Gene-
ra! de Comercio y Moneda. La institu-
ción v los hombres, en «Cuadernos de
Historia», 9 (1978), págs. 1-38.

(4) C. ESPEJO, Enumeración y atribu-
ciones de algunas Jimias de la Adminis-
tración española desde el siglo XVI has-
ta el año 1800, en «Revista de la Biblio-
teca, Archivo y Museo», 32 (1931), pági
ñas 325-362.
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es decir, pretendían resolver un asun-
to muy concreto, y otras eran más
permanentes. Dentro de este último
grupo, destacan sobre las demás las
Juntas Supremas. Estas gozaban de
especial relevancia institucional, por
actuar a un nivel parecido al de los
Consejos, lo cual suscitó graves en-
frentamientos entre ambos organis-
mos. Así, por ejemplo, una Consulta
del Consejo de Castilla (13 de febre-
ro de 1643) consideraba a las Juntas
como perturbadoras, a no ser que
funcionaran con carácter excepcional
y en materias específicas. El autor
advierte que, tanto para los Validos
como para los Secretarios de Estado
y Secretarios del Despacho, las Jun-
tas constituyeron un recurso para
sortear hábilmente la posible inter-
vención de los Consejos, los cuales,
con la lentitud de sus trámites, entor-
pecían la vía ejecutiva. Por eso, es-
tos gobernantes preferían introducir
gente leal en las Juntas, o incluso
crear nuevas Juntas, lo que no cabía
hacer con los Consejos. El despliegue
de Juntas aumentó en el siglo xvm.
Una de las más famosas fue la Junta
de Comercio y Moneda. Hasta tal pun-
to fue importante que sirvió de an-
tecedente al Ministerio de Fomento.
BERCUYO no quiere emitir un juicio
global sobre la eficacia del sistema
de Juntas. Piensa que es preciso se-
guir trabajando sobre el tema y rea-
lizando más amplias y ceñidas inves-
tigaciones.

PELORSON (5) atribuye a la actua-
ción que tuvieron Pedro Franqueza y
Alonso Ramírez de Prado, como pro-
tagonistas de la famosa y mal cono-
cida Junta del Desempeño General
(años 1603-1606), una dimensión dis-
tinta a la hasta hace poco defendida

por JUDERÍAS y EMTRAMBASAGUAS (6).
No conforme con esta imagen sim-
plista de lo ocurrido, hace una revi-
sión crítica de sus aspectos político-
administrativos. Se basa fundamen-
talmente en la «Visita», expediente de
9.000 folios, que contiene, además de
las acusaciones de cohecho, otros mu-
chos Documentos oficiales. Su con-
clusión es que a Franqueza y Ramí-
rez se les castigó no sólo por su co-
dicia, sino por el fracaso de la Junta
de Desempeño General. El autor acla-
ra que esta Junta no se limitaba, co-
mo otras, a ejercer una función con-
sultiva —haciendo el papel de lo que
hoy llamamos una comisión técnica—,
sino que asumía funciones de deci-
sión y ejecución. Felipe III había pro-
metido a ambos inculpados muchas
y pingües Mercedes, proporcionadas
a la alta responsabilidad de su ser-
vicio, si conseguían el Desempeño.
Este suponía un inmenso y delicado
trabajo de concertación de asientos
con hombres de negocios —alemanes,
genoveses y portugueses—, en el mar-
co de una coyuntura económica, ca-
lificada por el propio Ramírez de
«desastrosa» y confirmada como tal
en nuestros días por el historiador
ULLOA (7). PELORSON piensa que este
episodio constituye un ejemplo útil
para la comprensión de algunos pro-
blemas estructurales de la Adminis-
tración central del siglo xvn, que tu-
vieron como repercusión política en
Castilla el castigo ejemplar de estos
Ministros. Juzga que pecaron, quizá,
más por megalomanía (adquisición
de lujosísimas moradas, etc.) que por

(5) J. M. PELORSON, Para una rein-
terpretación de la Junta de Desempeño
General (1603-166) a la luz de la «Visita»
de Alonso Ramírez de Prado y de Don
Pedro Franqueza, Conde de Villalonga,
págs. 613-627.

(6) J. JUDERÍAS, LOS favoritos de Feli-
pe III. Don Pedro Franqueza, Secretario
de Estado, en «Revista de Archivos, Bi-
bliotecas y Museos», 19 (1908), págs. 309-
327; 20 (1909), págs. 16-27 y 223-240, y
J. ENTRAMBASAGUAS, Una familia de inge-
nios: los Ramírez de Prado, en «Revista
de Filología Española», Anexo 26 (1942),
págs. 1-244.

(7) M. ULLOA, La Hacienda Real de
Castilla en el reinado de Felipe II, Ed. Li-
brería Sforzini, Roma, 1963.
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codicia. Sin tratar de justificar su
conducta, la considera más inteligi-
ble si se sitúa este problema en las
condiciones materiales y mentales de
la época.

MOLAS RIBAI.TA (8) aborda el estudio
de la Junta de Comercio y Moneda,
fundada en 1679, sobre la que ha rea-
lizado una amplia investigación (9).
Se percata de que, durante la segun-
da mitad del siglo XVIII. Funcionarios
y proyectistas insistieron en la nece-
sidad de equiparar el campo de la
actuación de la Junta con los restan-
tes sectores de la Administración,
creando, bien un Consejo, bien una
Secretaría del Despacho, para dirigir
la política económica. Descubre plan-
teamientos similares en la pluma de
diversos autores, entre otros de SAINZ
DE ANDINO, así como dos importantes
posibilidades de reforma, propuestas
por Cabarrús y Campomanes, que no
se llevaron a cabo. Aparecerán, en
cambio, como alternativa a la Junta,
entre 1790 y 1832, algunas institucio-
nes paralelas. Una sería la Secretaría
de la Balanza de Comercio (1970), con
fines estadísticos, que no terminó de
cuajar. La otra fue el Fomento del
Reino (1797), bajo las inmediatas ór-
denes de Godoy. El autor defiende
que, a pesar de sus deficiencias, la
Junta General de Comercio y Moneda
conservó su entidad y sus atribucio-
nes hasta las postrimerías del Anti-
guo Régimen, sin que las institucio-
nes paralelas le superaran en activi-
dad. Por fin, en 1832, dejará de exis-
tir la Junta, al crearse la Secretaría
del Despacho, dedicada a la Adminis-
tración interior, con e! título de Fo-
mento General del Reino. Disponía
de atribuciones sobre agricultura, in-
dustria, comercio y economía, y tam-

bién sobre política educativa. Era una
verdadera amalgama, tachada con ra-
zón por Bravo Murillo (1847) de anti-
natural. MOLAS termina valorando ne-
gativamente la Administración minis-
terial del siglo xix, al afirmar que la
tardía aparición de los Ministerios
especializados por ramas de la activi-
dad económica delatan un innegable
retraso en relación con otras Nacio-
nes europeas.

GIBERT (10) realiza un estudio inte-
resante sobre un libro (11) publicado
por las propias Cortes de Cádiz. Pres-
cindiendo de otros enfoques de tipo
político que aparecen en él, se limita
a tratar la vertiente administrativa,
para ajustarse al marco de este Sim-
posio dedicado a la historia de la
Administración pública. Esta es la ra-
zón por la que centra su análisis ex-
clusivamente en torno al Poder Eje-
cutivo, como la máxima expresión de
la Administración. El primer Ejecuti-
vo fue el Consejo de Regencia, que
pasó, en un segundo momento, a la
Regencia del Reino, creada en 1812
mediante un Decreto de las Cortes.
Compuesta por cinco miembros, fue
dotada, en 1813, de un nuevo Regla-
mento en que se fijaban los términos
en que ésta debía desempeñar sus
facultades y las de los Secretarios
del Despacho. Fue precisamente en
esta época constitucional cuando el
término «Ministerio» comenzó a con-
solidarse y a sustituir al de «Secre-
taría del Despacho». Destaca el autor
un Decreto de 1812 que sirvió para

(8) P. MOLAS RIBALTA, De la Junta de

Comercio al Ministerio de Fomento, pá-
ginas 529-556.

(9) ídem, Hombres de leyes, econo-
mistas v científicos en la Junta General
de Comercio, 1679-1832, Ed. CSIC, Bar-
celona, 1982; ídem, La Junta General, cit.

(10) R. GIBERT, Colección de Decretos
de las Cortes, ¡810-1813, págs. 299-324.

(11) «Colección de los Decretos y Or-
denes que han expedido las Cortes Ge-
nerales y Extraordinarias desde su ins-
talación en 24 de septiembre de 1810
hasta... 14 de septiembre de 1813, en que
terminaron sus Sesiones, mandada pu-
blicar por orden de las mismas», Im-
prenta Real, Cádiz, I, 1811; II, 1813; III,
1813; IV (comprende, además, el Decreto
expedido por las Cortes Extraordinarias
el 20 de dicho mes).
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clasificar los negocios pertenecientes
a las siete Secretarías del Despacho
—o Ministerios—, que habían sido es-
tablecidas por el artículo 222 de la
Constitución. A las cinco tradiciona-
les se habían añadido ahora otras dos
nuevas: la de Gobernación del Reino
para la Península y la de Gobernación
de Ultramar. La primera gozaba prác-
ticamente de las mismas atribuciones
que el antiguo Consejo de Castilla.
La de Ult ramar tenía a su cargo lo
mismo, pero en América y Asia. St'Á-
REZ (12) está convencido de que esta
reforma, como otras gaditanas, fue
un eco de las Disposiciones del Rey
intruso, José Bonaparte (13). Tras
darnos la Plantilla de ambas, finaliza
GIBERT con el sugerente aserto de
que en la Guerra de la Independen-
cia la vencedora fue la Burocracia,
toda vez que el Ejecutivo pasó de la
Regencia a los Secretarios del Des-
pacho y a sus Secretarías-Oficinas.

ARVIZU (14) defiende, siguiendo a
ESCUDERO (15), que el Consejo de Mi-
nistros se creó en 1823. ¿Por qué, en-
tonces —se pregunta—, la primera
reunión conocida de éste data del 15
de febrero de 1824? La respuesta que
da es que de las reuniones anteriores,
quizá, no se redactaron Actas, al no
haber un Secretario titular del Con-
sejo de Ministros, o, si las hubo, se
perdieron. Indica como misión fun-
damental de este Secretario, precisa-

(12) F. SUÁREZ, La creación del Minis-
terio del interior en España, en «Anua-
rio de Historia del Derecho Español»,
19 (194849), págs. 15-56.

(13) M. MARTÍNEZ ROBIES, Recensión
de J. MERCADER RIBA, José Bonaparte,
Rey de España (1808-1813). Estructura del
Estado español bonaparlista, Ed. CSIC,
Madrid, 1983, en esta REVISTA, 109 (1986),
págs. 443-454.

(14) F. DE ARVIZU, Algunas considera-
ciones en torno al régimen del Consejo
de Ministros (1824-34), págs. 41-69.

(15) J. A. ESCUDERO, La creación de
¡a Presidencia del Consejo de Ministros,
en «Anuario de Historia del Derecho Es-
pañol». 42 (1972), págs. 757-767.

mente, la de redactar las Actas del
Consejo de Ministros y tenerlas al
día. El autor, después de dar los nom-
bres de todos los que pasaron por
este cargo, se detiene en el análisis
de las Actas. Estas son, entre otras,
algunas de sus aportaciones más pro-
vechosas: mostrar que a cada Sesión
correspondía un Acta, redactada por
el Secretario al finalizar dicha Se-
sión; que los Ministros solían remitir
al Secretario los Documentos relati-
vos a cada asunto, y que fue un tema
muy controvertido si las Actas debían
expresar el Parecer de cada Ministro
o globalmente el del Gabinete. Acaba
ARVIZU transcribiendo algunos ejem-
plos de Actas.

MARTÍN-RETORTILLO (16) presenta la
noción de «Orden público» como cla-
ve para entender la historia del Cons-
titucionalismo español, cuya caracte-
rística nueva era su Monarquía limi-
tada o moderada. Tomada esta cate-
goría de «Orden público» de la Cons-
titución francesa de 1791, enlaza con
la praxis de la Monarquía absoluta,
por lo que constituye una especie de
correa de transmisión. La Constitu-
ción de Cádiz de 1812 la recoge cuan-
do dice que la autoridad del Rey «se
extiende a todo cuanto conduce a la
conservación del Orden público en lo
interior...». En las siguientes Consti-
tuciones españolas la continuidad de
la fórmula es patente. El autor añade
que esta noción ha jugado un papel
central en el diseño constitucional de-
una Monarquía que había dejado de
ser absolutista, pero que no había
entrado todavía en la fase que se ca-
lifica de Monarquía parlamentaria.
En ésta —la de 1978—, ni al Rey ni
al nuevo Jefe del Ejecutivo se les
atribuye ya la función de «Orden pú-
blico». Si bien es cierto que esta no-
ción no desaparece de la Constitu-
ción, en cambio, la funcionalidad del
concepto es ya muy otra; aparece só-

(16) L. MARTÍN-RETORTILLO, Notas pa-
ra la historia de la noción de orden pú-
blico, págs. 475-497.
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lo como límite a determinados dere-
chos o libertades.

GARZÓN PAREJA (17) destaca que la
política del Ministerio de Hacienda
—tanto la económica como la fiscal—
del Trienio liberal (1820-1823) conti-
nuó gravando al contribuyente como
consecuencia de los compromisos acu-
ciantes de una Hacienda en banca-
rrota. Hace hincapié en la reforma
del Trienio en su sentido estricta-
mente tributario, y la valora como
bastante importante para su tiempo.
En 1820 las Cortes aprobaron un «Sis-
tema General de Aduanas de la Mo-
narquía española» (18). De él forma-
ban parte las «Bases orgánicas para
la formación de Aranceles», «Sobre
prohibición de entrada en España de
frutos extranjeros» y el «Arancel Ge-
neral para el uso de las Aduanas».
Estas reformas proporcionaron, en el
segundo año económico del Trienio,
unos ingresos de 100.993.327 reales. En
las «Bases orgánicas» se dice: «Ha-
brá un solo Arancel de Aduanas en
toda la Monarquía española.» El autor
aporta, además, como dato importan-
te que las Cortes ratificaban o recti-
ficaban cada año el Arancel de Adua-
nas que convenía.

BARRERO GARCÍA (19) estudia la eta-
pa anterior a la creación del Minis-
terio de Fomento (1812). Tras aludir
a que la ordenación de la materia
administrativa fue realizándose de
manera progresiva durante el si-
glo xvín, precisa que hasta el primer
tercio del siglo xix no se plantea la
cuestión de crear una nueva Secreta-
ría del Despacho que, con el nombre
de Fomento (o Interior o Goberna-

(17) M. GARZÓN PAREJA, Legislación de

Aduanas en el Trienio Liberal, págs. 281-
297.

(18) D. GARCÍA, Sistema General de
Aduanas en el Trienio liberal, págs. 281-
ambos emisferios, Imprenta especial de
las Cortes, Madrid, 1820.

(19) A. M. BARRERO GARCÍA, La mate-

ria administrativa y su gestión en el rei-
nado de Fernando VII, págs. 71-92.

ción), abarcara los asuntos (o nego-
cios) de la Policía. Merece la pena
destacar el análisis que realiza de la
Colección de Decretos del reinado de
Fernando VII, cotejándolos con los
Memoriales de la época. Las compe-
tencias del nuevo Ministerio eran am-
plísimas: Abastecimiento, Sanidad y
Beneficencia; Fomento; Enseñanza y
Cultura, y Orden público. La autora
pone de relieve cómo la simple com-
paración de estas nuevas competen-
cias del Ministerio de Fomento con
las que tenían las Secretarías del Des-
pacho en la anterior centuria da idea
de hasta qué punto las cuestiones de
Gobierno interior y Fomento habían
ido cobrando importancia dentro del
cuadro general de la Administración.

GUAITA (20) reconoce que, a pesar
de la implantación del Ministerio de
Fomento (o Interior o Gobernación),
tanto en Bayona como en Cádiz, éste
no llegó a arraigar. Sería Fernan-
do VII quien diera luz verde al mis-
mo en 1830, y se creará en 1832. Se
propusieron diversos nombres, preva-
leciendo el de Fomento, en lugar de
Interior o Gobernación, ya que éstos
suponían el recuerdo no grato de Jo-
sé Bonaparte (21) o de las Cortes de
Cádiz, así como de la continuación de
éstas en el Trienio liberal. Fomento
era un término muy utilizado en los
escritos político-administrativos de la
época. El antecedente de este Minis-
terio no fue un órgano ejecutivo, sino
un organismo de control: la Direc-
ción de Fomento, dependiente de Ha-
cienda. Muestra el autor cómo el nue-
vo Ministerio de Fomento se iba a
convertir en el semillero de todos los
Ministerios actuales, a excepción de
los creados en el siglo XVIII. La ma-
yor parte de sus competencias las to-
mó del Ministerio de Hacienda, y del
de Gracia y Justicia. Para desempe-

ño) A. GUAITA, La competencia del
Ministerio de Fomento, 1832-1931, pági-
nas 349-399.

(21) M. MARTÍNEZ ROBLES, Recensión
de J. MERCADER RIBA, José Bonaparte...
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ñar tantas y tan amplias atribuciones
trasvasadas, se le dotó de los orga-
nismos correspondientes que permi-
tieron uniformar un poco tan comple-
ja fronda. Albergaba competencias y
organismos de dos linajes diferentes:
espirituales y materiales, aunque en
conexión. En sus primeros quince
años destaca, según GUAITA, SU fiebre
organizativa, con reorganizaciones de
la propia Planta del Ministerio. En
1847 se le incorporan muchas mate-
rias y pierde otras, como Urbanismo
y, de modo intermitente. Instrucción
pública (22). El autor resalta como
característica más relevante: la de
que tuvo siempre unas competencias
más técnicas y administrativas que
políticas.

MONTANOS FERRÍN (23) mantiene que
la historia de los Ministerios en el
siglo xix está todavía por hacer. Aun-
que reconoce que algo se ha investi-
gado ya sobre el Ministerio de Fomen-
to (Interior o Gobernación), sin em-
bargo, lamenta que nada se haya he-
cho sobre el de Ultramar, siendo así
que se dispone de fondos documenta-
les riquísimos para ello. La aporta-
ción que hace la autora consiste, en
primer lugar, en realizar un rápido
recorrido histórico. Nos dice que la
Secretaría del Despacho de la Gober-
nación del Reino para Ultramar fue
creada por las Cortes de Cádiz; que,
suprimida en 1814, se restableció en
1820; que, en 1836, todo lo concernien-
te a Ultramar fue llevado a Marina,
quedando convertida, en 1851, en Di-
rección General de Ultramar; y que,
por fin, en 1863, se creó definitiva-
mente el Ministerio de Ultramar. En
segundo lugar, la autora valora su
estructura organizativa (24) como la

(22) M. GARUÓ, El Ministerio de la
Gobernación. Materiales para un estudio
de su evolución histórica hasta J937, Ma-
drid, 1977.

(23) M. MONTANOS FERRÍN, El Ministe-
rio de Ultramar, págs. 557-578.

(24) M. MARTÍNEZ ALCUBILLA, Dicciona-
rio de la Administración española, Ma-
drid, 1879.

adecuada a la variedad de asuntos (o
negocios) que le correspondían. Los
negocios estaban distribuidos en cua-
tro Secciones denominadas: de Gober-
nación y Fomento, de Gracia y Justi-
cia, de Hacienda, y de Contabilidad.
Subraya, de otra parte , que hay tres
Disposiciones que inciden en su re-
gulación general. La de 1875, que re-
glamenta el personal de la Plantilla
y asigna las atribuciones específicas
de cada una de sus Secciones. La de-
1879, que norma las condiciones de
ingreso y de ascenso en las carreras
de la Administración general del Es-
tado en las Provincias de Ultramar.
Y la de 1890, que desarrolla de una
manera amplia el Reglamento, los re-
quisitos de ingreso, los ascensos y va-
cantes, los escalafones, etc. El Minis-
terio de Ultramar quedó suprimido,
obviamente, en 1898 al desaparecer
el objeto de tal Ministerio.

AVILA-CANALES (25) elaboran un lis-
tado de materias que han extraído de
dos fuentes básicas: la Comisión de
Reformas Sociales (1883) y el Institu-
to de Reformas Sociales (1909). La
Comisión realizó una Encuesta con
el objeto de hacer un buen plantea-
miento de la llamada «Cuestión so-
cial». El Insti tuto prosiguió en la bús-
queda de información, preparó una
serie de proyectos para Disposiciones
legales en que se regulasen las rela-
ciones entre empresa y trabajadores
e intervino como mediador en gran
par te de los conflictos surgidos en el
campo laboral. CARR (26) proclamará
su importancia como institución pio-
nera en Europa. Los autores reseña-
dos la consideran como el precedente
del Ministerio de Trabajo (1920), De-
par tamento que llevó a cabo el inter-
vencionismo administrativo en el ám-
bito social. Se trata, sin duda, de

(25) M. AVILA-J. M. CANALES, Las fuen-
tes documentales para el estudio del na-
cimiento y desarrollo de la Administra-
ción Social en España, págs. 7-30.

(26) R. CARR, España, 1808-1939, Edi-
torial Ariel, Barcelona, 1970.
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unos fondos documentales con los que
se puede articular un buen estudio
de investigación sobre la Administra-
ción social, en los interesantes aspec-
tos de sus orígenes, desarrollo, estruc-
tura y características.

CORONAS GONZÁLEZ (27) afirma que
el Senado —o Cámara Alta— ha po-
seído a lo largo de nuestra historia
constitucional, además de las atribu-
ciones propias (las legislativas), algu-
nas judiciales. Le llama la atención el
Estatuto Real de 1834 (28). Este in-
trodujo de manera efectiva el bica-
merismo en nuestras Cortes e, inclu-
so, otorgó facultades judiciales al Se-
nado no sólo por vez primera, sino
que fueron tan amplias que nunca
llegó a tenerlas mayores en nuestro
sistema político constitucional. Expli-
ca el largo proceso hasta llegar a la
Ley de jurisdición y enjuiciamiento
del Senado (11 de mayo de 1849), se-
gún la cual el Senado se constituyó
en Tribunal de justicia. Este Alto Tri-
bunal hizo aplicación efectiva de ella
en dos casos concretos, con los cua-
les se cerró la práctica de la juris-
dicción especial del Senado. Señala el
autor cómo la estructura esencial del
Senado de la Constitución de 1876,
incluida su competencia judicial, per-
duró hasta la disolución de las Cor-
tes de 1923 por obra.del General Pri-
mo de Ribera, y no volvió a aparecer
hasta 1978, pero esta vez sin compe-
tencias judiciales.

CANALES ALLF.NDR (29) dedica su es-
tudio a la figura de la Presidencia
de la República y a su funcionamien-
to en relación con las demás institu-
ciones político-administrativas del pe-
ríodo histórico 1931-1939. Subraya el

(27) S. M. CORONAS GONZÁLEZ, El Se-
nado como Tribunal de Justicia, pági-
nas 159-196.

(28) J. TOMÁS VILLARROYA, El sistema
político del Estatuto Real (1834-1836), Ma-
drid, 1968.

(29) J. M. CANALES ALLENDE, La Jeja-
tura del Estado durante la Segunda Re-
pública, págs. 109-124.

cambio profundo producido en la po-
lítica española en lo concerniente a
la figura del Jefe del Estado, que pasó
de ser heredada a elegible. Tras un
corto período constituyente, se proce-
dió a la institucionalización y desa-
rrollo normativo de las funciones
atribuidas a la nueva Jefatura del Es-
tado, llamada Presidencia de la Re-
pública. Declara el autor que la regu-
lación de las funciones presidenciales
fue bastante ambigua (30), lo cual hi-
zo aumentar los problemas a la hora
de la actuación concreta. Prueba de
ello es que sus dos titulares —Alcalá
Zamora y Azaña— parece que inten-
taron, sin éxito, desempeñar un papel
de moderación y arbitraje en orden a
evitar la guerra civil. Puntualiza CA-
NALES que el sistema presidencial de
la República no era tan fuerte como
el americano, ni tan débil como el
francés; se parecía, más bien, al ale-
mán.

2. La Administración territorial

ARTOI.A GALLFCO (31) asegura que el
Estado español de los siglos xvi y
xvn fue el resultado de un proceso
de agregación de territorios, que ha-
bían sido independientes y que co-
menzaron a estar sometidos a un úni-
co Monarca. Más en concreto, la Mo-
narquía hispánica nació con el ma-
trimonio de Isabel y Fernando (los
Reyes Católicos), es decir, con la
unión de Castilla y León. A estos te-
rritorios se añadirían, más tarde, Gra-
nada y América. Con Carlos I se in-
corporaron los Estados occidentales
de los Austrias. Se trataba, pues, de
una Monarquía muy heterogénea en
territorios, y, asimismo, lo era en
Instituciones. Bajo los Austrias y, des-
pués de ellos, bajo los Borbones, el

(30) S. VÁRELA, Partidos y Parlamen-
to en la Segunda República, Ecl. Ariel,
Barcelona, 1978.

(31) M. ARTOLA GALLEGO, Administra-
ción territorial de los Austrias, págs. 31-
40.
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Poder central del Estado (Consejos y
Secretarios) se combinó con una gran
diversidad de Instituciones territoria-
les: Virreyes (32), Audiencias, etc. El
autor se detiene en el estudio de al-
gunos de estos Oficiales territoriales
y de sus funciones, así como en el
análisis del mecanismo de las «Visi-
tas», utilizadas para el control de la
periferia territorial desde la Corte (en
cuanto Administración central). Para
ARTOLA, las «Visitas» constituyen una
materia, poco y mal conocida, que
merece una investigación rigurosa.

SÁNCHEZ BELLA (33), empalmando
con el tema anterior, considera que
cada uno de los territorios de la Mo-
narquía actuaba atento exclusivamen-
te a los intereses de sus naturales.
Dentro de este contexto se defendía
con tenacidad el criterio de que la
provisión, por parte de la Corona, de
Oficios civiles y eclesiásticos recayera
necesariamente en un sujeto natural
del territorio. De tal manera tuvo vi-
gencia este criterio que, como de-
muestra el autor, casi todos los Juris-
tas que ocuparon plazas en las Au-
diencias de las Indias, y lo mismo los
Gobernadores, Corregidores, etc., fue-
ron naturales del Reino castellano, a
los que se añadirían más tarde los
navarros y vascongados. Una nueva
ampliación se produjo en las Cortes
de Monzón (1585), en que serían equi-
parados en sentido estricto a los cas-
tellanos los naturales de Aragón. Se-
gún GIL PUJOL (34), hay una petición,
por parte de las Cortes de Aragón
(1625), de reserva de dos plazas en
los Consejos particulares de Indias

(32) J. LALIKDE ABADÍA, La Institución

virreinal en Cataluña (¡471-1716), Barce-
lona, 1964.

(33) I. SÁNCHEZ BELLA, Reserva a ara-

goneses de plazas de Justicia y Gobier-
no en Indias (siglo XVII), págs. 683-701.

(34) J. GIL PUJOL, La integración de
Aragón en la Monarquía hispánica del
siglo XVII a través de la Administración
pública, en «Estudios»/78, Departamento
de Historia Moderna, Zaragoza, 1978.

para naturales de Aragón. SÁNCHEZ
BELLA confirma que la efectiva provi-
sión de estas plazas, entre los años
1646-1680, aparece en un Legajo de la
Cámara de Indias.

IGLESIAS FERNÁNDEZ (35) centra su
trabajo en torno a la Soberanía na-
cional catalana, a través de un docu-
mento denominado Dietari. En él se
hallan los datos relativos a los suce-
sos políticos que se desarrollaron en-
tre noviembre de 1640 y marzo de
1641, siendo Valido de Felipe IV el
Conde-Duque de Olivares. El Dictan
no es, ciertamente, representativo del
común sentir de toda Cataluña, sino
de una sola parte de ella; pero de
una parte que desempeñó un decisivo
papel político en aquellos momen-
tos (36). Según IGLESIAS, parece ser
una defensa de lo actuado por el ecle-
siástico Pau Claris, con cuya muerte
se interrumpe. En su análisis plantea
como problema-clave del Dietari, el
enfrentamiento —sin posible armoni-
zación— entre dos concepciones polí-
ticas contrapuestas: la absolutista, ba-
sada en el principio de «lo que place
al Príncipe tiene fuerza de ley», y la
pactista, apoyada en el principio de
«lo que afecta a todos, por todos de-
be ser decidido» (37). La bilateralidad
de la fidelidad, propia del pactismo,
explica la decisión de este grupo de
tomar las armas en defensa de Dios
y de sus Constituciones, ante lo que
juzgó como una aplastante opresión
de su Provincia. Esto era sencillamen-
te intolerable, dado que ponía en pe-
ligro hasta su propia existencia como
organización política. La República
catalana fue considerada por ellos co-
mo un remedio provisional en un mo-

(35) A. IGLESIAS FERNÁNDEZ, Pau Claris

y la Soberanía nacional catalana. Notas,
págs. 401450.

(36) J. H. ELLIOTT, La rebelión de los
catalanes. Un estudio sobre la decaden-
cia de España (1598-1640), Madrid, 1977.

(37) «Quod Princeps placuit, legis vi-
gorem habel» y «Quod ontnes tangit, ab
ómnibus debe! comprobari».
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mentó en que todavía no querían
romper con el antiguo Monarca. Pero
no era, como es obvio, la solución que
exigía su concepción pactista, la cual
pedía el reconocimiento de un nuevo
Rey. El autor concluye diciendo que
la ausencia de una Nación catalana,
capaz de asumir sus propios destinos,
fue la que impidió que frente a la
Soberanía del Rey se proclamase la
Soberanía de la Nación catalana.

LALINDE (38) enmarca su tema den-
tro de las dos concepciones políticas
anteriores. La concepción absolutista
reflejaba la responsabilidad por «le-
sión del Derecho objetivo», efectuada
por el Poder en la fórmula: «Obedéz-
case, pero no se cumpla» (39), inter-
pretada incorrectamente por los na-
cionalismos como mero recurso téc-
nico y no como auténtico instrumento
político. En cambio, la concepción
pactista de la Corona de Aragón se
manifestaba en el Contrafuero, que
conducía a la nulidad de los actos
de la Administración que lesionaban
el Derecho objetivo. El absolutismo,
según el autor, no anulaba toda posi-
bilidad de reparación de la lesión de
dicho Derecho, pero lo hacía difícil.
Frente a él luchaba el pactismo, cons-
tituido por un entramado de privile-
gios y de compromisos. LALINDE ter-
mina afirmando que la solución cons-
titucional de 1978, ante la reparación
de la «lesión del Derecho objetivo»,
no es la parlamentaria de 1812, ni la
judicial de Estados Unidos, sino la
de un «juridismo» sublimado —como
la de 1931—, representado por el Tri-
bunal Constitucional.

SALCEDO IZU (40) aborda una Auto-

(38) J. LALINDE ABADÍA, España ante la
lesión del Derecho objetivo, págs. 451-
473.

(39) B. GONZÁLEZ ALONSO, La fórmula
«Obedézcase, pero no se cumpla», en
«Anuario de Historia del Derecho Espa-
ñol», 50 (1980), págs. 469-487.

(40) J. SALCEDO IZU, La Función pú-
blica en Navarra, págs. 749-783.

nomía histórica de operativa forali-
dad: la navarra (41). Fue en este te-
rritorio, precisamente, donde apareció
por primera vez la concepción pactis-
ta del Poder con Teobaldo (siglo XIII),
quien se comprometió a cumplir los
Fueros, previo su Amejoramiento. El
autor, tras unas aclaraciones sobre
el significado de Función pública y
de Funcionarios, responde a esta pre-
gunta: ¿qué Funcionarios han admi-
nistrado Navarra a lo largo de su his-
toria y cómo han ejercido su función?
Destaca que el principal Funcionario
(antes llamado Oficial) de la Adminis-
tración territorial de Navarra era el
Vicerrey, quien gozaba de funciones
legislativas, gubernativas y judiciales.
Debajo de él estaba el Consejo Real,
con sede en Navarra y no en la Corte,
como ocurría con los demás Conse-
jos. El Regente (o Presidente del Con-
sejo) no era navarro; por el contra-
rio, los Consejeros habían de ser na-
varros, cristianos viejos y, desde el
siglo xvi, letrados. Junto a ellos ac-
tuaban en el Consejo una serie de
Funcionarios que formaban el engra-
naje de aquella gran máquina consul-
tiva y judicial. Señala SALCEDO que
esta Función pública navarra sufrió
notables transformaciones desde la
implantación del constitucionalismo.
La Administración del Reino fue sus-
tituida por una Administración foral
que, en continua evolución, tiene un
punto de partida en la Ley paccio-
nada (1841), desapareciendo el Virrey,
etcétera. Una Real Orden de Gober-
nación de 1897 apoya la existencia de
un cuerpo funcionarial propio en
Diputaciones y Municipios, pero con-
siderando complementarias la Fun-
ción foral y la central. El autor esti-
ma que de esta manera, es decir, me-
diante esta concepción pactista del
Poder, quedaba bastante atemperado
y contrapesado el Poder absoluto del
Monarca.

(41) ídem. Función pública en terri-
torios forates, Ed. INAP, Madrid, 1978.
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MARTÍNEZ DÍEZ (42) afronta el estu-
dio histórico de la Provincia, en ge-
neral, como porción del territorio de
la Monarquía española y, en un se-
gundo momento, de la provincia con-
creta de Burgos. Prescindiendo de los
antecedentes medievales castellanos,
afirma que la división de España en
provincias apareció a principios del
siglo xvi, y que éstas coincidían con
los dieciocho distritos fiscales (43).
Advierte que la terminología adminis-
trativa de entonces no había alcan-
zado el tecnicismo actual, por lo que
no es raro que aparezcan indistinta-
mente los nombres de Provincia o de
Partido. Constata el autor que la pro-
vincia de Burgos tuvo los mismos lí-
mites desde 1502 hasta 1799, en que
se crearon las llamadas Provincias
marítimas. Además del aspecto fiscal
de la Provincia, resalta su función ju-
risdiccional que, en los territorios de
Realengo, ejercían los Corregidores.
Comprueba MARTÍNEZ DÍEZ, finalmen-
te, que el contenido competencial de
la Provincia en general y su alcance
administrativo se ampliaron sustan-
cialmente con el constitucionalismo
y, más todavía, con la división provin-
cial de J832.

ABBAD-OZAMAN (44), basados en do-
cumentación del Archivo de Siman-
cas, realizan una investigación socio-
lógica de los Intendentes. Para ello,
tras elaborar un largo censo de estos
Funcionarios —207—, analizan los as-
censos, o carrera administrativa, de
151. La España del siglo xvín estaba
dividida, según ellos, en ocho Inten-
dencias del Ejército y dieciocho Inten-
dencias de Provincia. Constatan que
una mayoría aplastante de estos In-
tendentes últimos (81,5 por 100) pro-

(42) G. MARTÍNEZ DÍEZ, La provincia
de Burgos hasta 1833, págs. 499-512.

(43) T. GONZÁLEZ, Censo de población
de las Provincias y Partidos de la Coro-
na de Castilla, Madrid, 1828.

(44) F. ABBAihD. OZAMAN, Para una
historia de los Intendentes españoles en
el siglo XVIII, págs. 579-809.

venían de la Secretaría de Hacienda.
Por su parte, los Intendentes del Ejér-
cito parece que se autoabastecían casi
sólo del propio Ejército. En el análi-
sis que hacen los autores sobre la
permanencia en el mismo puesto, Ca-
taluña iba a la cabeza (catorce años).
La cumbre del Oficio era una Inten-
dencia del Ejército, y, dentro de ellas,
Andalucía estaba la primera. Las In-
tendencias de Provincia eran todas de
paso a otras superiores. ABBAD-OZAMAN
nos proporcionan el dato curioso de
que algunos Intendentes —muy po-
cos— hicieron carreras brillantes en
cuanto a regularidad en sus ascensos,
pasando por todos los escalafones.

VOLTES (45) explica las relaciones
entre la Diputación de Barcelona y
la Reina Isabel II, a través de un aná-
lisis de los principales acontecimien-
tos político-administrativos entre am-
bas Instituciones. En 1843, con motivo
de la mayoría de edad de Isabel II,
recibió ésta a los representantes de
la Diputación. En 1844, ante la visita
efectuada por las Soberanas, la Dipu-
tación dio pruebas de lealtad y afec-
to a las Reinas. En 1854, tras los
pronunciamientos de los Generales
O'Donnell y Dulce, la Diputación y el
Ayuntamiento felicitaron al pueblo
por su adhesión a tales pronuncia-
mientos. Finalmente, en 1859, Barce-
lona festejó a los Voluntarios de Áfri-
ca. PULOLS (46) resume en tres perso-
najes la contribución catalana a la
guerra de África: «Tres hombres tan
ilustres como el escritor Víctor Bala-
guer (Presidente de la Diputación), el
General Prim y el pintor Fortuny...»
Entre tanto, O'Donnell preparó un
viaje de los Reyes y sus hijos a Bar-
celona para, así, acabar de consolidar
las adhesiones en favor de Isabel II.

MERCHXN ALVAREZ (47) ha traído a

(45) P. VOLTES, La Diputación provin-
cial de Barcelona durante el reinado de
Isabel II, págs. 785-809.

(46) Cfr. POBLET, Biografía de Prim,
Barcelona, 1975.

(47) A. MERCHAN ALVAREZ, Notas so-
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este Simposio las Ordenanzas de Se-
villa de 1527, tema entresacado de la
vasta temática de su investigación so-
bre «El Gobierno y Administración
de Sevilla bajo los Austrias». Sigue en
este campo la línea marcada por MO-
RALES PADRÓN y por GIBERT (48), quie-
nes han destacado, como materia in-
teresante y necesitada de investiga-
ción, las relaciones Municipio-Corona.
El autor descubre que después de un
largo proceso de las Cortes de Tole-
do (1502) se llegó a la redacción de-
finitiva de estas Ordenanzas. Se aden-
tra en una profundización técnico-ju-
rídica, detectando normas de muy
diversa naturaleza. Y se detiene de
modo especial en su contenido, que
divide en dos partes. En la primera
agrupa las Disposiciones en torno a
las Instituciones político-administrati-
vas, a la Hacienda municipal, al Es-
tatuto jurídico de los ciudadanos, etc.
La segunda está dedicada a los Ofi-
cios mecánicos y otros, es decir, a los
Gremios. Se trata de normas sobre
la ejecución de los trabajos, los re-
quisitos para ser Maestros (aprendi-
zaje, examen de Oficial y agregación),
la competencia ilícita y el mutualis-
mo de la asociación gremial. Destaca,
también, MERCHÁN los problemas que
tuvieron estas Ordenanzas a la hora
de su aplicación. A pesar de ello,
MURO OREJÓN (49) defiende que estas
mismas ordenanzas sirvieron de mo-
delo para los Municipios de Indias.
Por otra parte, ante una segunda edi-
ción de ellas (1632), GIBERT (50) se

bre el Gobierno y la Administración de
Sevilla durante la etapa austríaca: las
Ordenanzas de Sevilla de 1527, págs. 513-
528.

(48) F. MORALES PADRÓN, «La Ciudad
del Quinientos», tomo III de Historia
de Sevilla, Sevilla, 1977.

(49) A. MURO OREJÓN, Ayuntamiento

de Sevilla, modelo de los Municipios in-
dianos, en «Anales de la Universidad
Hispalense», 21 (1960), págs. 69-85.

(50) R. GIBERT, 360 preguntas y res-
puestas sobre historia del Derecho es-
pañol, Madrid, 1982, pág. 206.

pregunta: ¿por qué esta «veneración»
hacia el texto antiguo? MERCHÁN res-
ponde que en aquellos tiempos, tras
la muerte de Felipe II, en los que de-
cae el Poder y la justicia del Rey y
se permite un recrecimiento de las
Autonomías, Sevilla lanza un nuevo
desafío loando el contenido normati-
vo de las Ordenanzas.

CERDA RUIZ-FUNES (51) insiste en el
estudio del Municipio castellano. Lo
hace sobre el triángulo formado por
Toledo, Sevilla y Murcia. En Castilla,
las Instituciones municipales de Rea-
lengo eran presididas por el Corregi-
dor Real e integradas por Regidores
y Jurados (o Juraderías), quienes con-
juntamente debían velar por la buena
«organización de la ciudad». Se de-
tiene en el estudio de la Institución
de los Jurados, que tiene un origen
medieval. Los documentos de la épo-
ca exigen que los Jurados sean homes
bonos. Sus atribuciones aparecen ya
delineadas perfectamente en las Or-
denanzas de Sevilla (1527), que pasa-
rán luego a Toledo y Murcia. Repre-
sentan, a todo lo largo de los si-
glos xvi al XVIII, una gestión pública
paralela a la de los Regidores, aunque
con desigual poder de decisión y de
responsabilidad (52). CERDA' estima
que los Juzgados son los precedentes
de los Diputados del Común y del Pro-
curador Síndico Personero, introduci-
dos en 1765 por Carlos III, quien tra-
tó de armonizar el absolutismo uni-
formista borbónico con cierta apertu-
ra a una participación popular en es-
tas Instituciones.

SÁNCHEZ-ARCILLA (53) intenta de-
mostrar cómo se llevó a cabo el trán-

(51) J. CERDA RUIZ-FUXES, Considera-

ciones sobre el Municipio castellano de
la Edad Moderna. Juraderías y Judos
en Murcia, Toledo y Sevilla, págs. 125-
158.

(52) F. CHACÓN, Murcia en la centuria
del quinientos, Ed. Universidad de Mur-
cia, 1979.

(53) J. SÁNCHEZ-ARCILLA, Del Munici-
pio del Antiguo Régimen al Municipio
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sito de las estructuras municipales
del Antiguo Régimen a las nuevas pro-
pugnadas por los constituyentes de
Cádiz. Pretende, así, evitar los errores
metodológicos señalados por GALLEGO
ANABITARTE (54): uno, no hablar del
Antiguo Régimen municipal y, el otro,
centrarse exclusivamente en el nivel
jurídico-normativo. Para ello, partien-
do del Antiguo Régimen, va a acudir
al día a día de las Actas de un Muni-
cipio concreto: el de Guadalajara. Es
aquí donde tiene ocasión de compro-
bar con todo lujo de pruebas, entre
otras cosas, que el Corregidor y los
Regidores constituían los ejes consti-
tucionales básicos del Municipio. Es-
te, con los Reyes Católicos, los Aus-
trias y los Borbones, había sido so-
metido a un implacable proceso de
centralización, aunque a partir de Car-
los III no faltaran voces que pedían
la designación democrática de los Ofi-
cios municipales. Sería en el siglo xix
cuando se dio por primera vez una
definición legal del Municipio. Y fue
precisamente este Municipio consti-
tucional el que se implantó en Gua-
dalajara en los años 1812-1814. SÁN-
CHEZ-ARCILLA sintetiza algunas de sus
vicisitudes. Cuando la Junta Suprema
nombró Corregidor interino hubo pro-
blemas de tipo electoral, y también
los hubo con el Corregidor propieta-
rio que fue enviado. Fernando VII
restableció, en 1814, los Ayuntamien-
tos con la Planta que tenían en 1808.
En 1820, con el pronunciamiento de
Riego, Fernando VII convocó eleccio-
nes para constituir Ayuntamientos co-
mo los de 1812. De las Actas se de-
duce que se ilevaron a cabo sin alte-
raciones, y, debido a la creación de
la Milicia Nacional, las autoridades
municipales se fortalecieron en este

Trienio liberal. Estas son las notas
definitorias del Municipio constitucio-
nal que resume el autor: la continui-
dad, la uniformidad y el centrismo.
Lo cual prueba que los liberales fue-
ron mucho menos liberales de lo que
tradicionalmente se viene afirmando.

3. La Administración señorial

GONZÁLEZ ALONSO (55) fija los lími-
tes de su estudio teniendo en cuenta
un triple punto de vista: la materia
(Administración señorial), el tiempo
(siglos xvi y xvn) y el espacio (Co-
rona de Castilla). El problema central
que se plantea es: ¿cómo explicar el
simultáneo auge de la Nobleza, bajo
cuyo poder administrativo estaba la
mitad de España, y de la Monarquía,
como encarnación del Estado abso-
luto ya consolidado? Algunos piensan
que se trata de un problema sin so-
lución. Otros (56) han indagado las
razones de su compatibilidad. En esta
línea se coloca GONZÁLEZ ALONSO,
quien aventura la opinión de que «la
Monarquía no fue absoluta, a pesar
del poder señorial, sino... gracias al
poder señorial». ¿Cómo se explica es-
to? El autor alude a varios caminos,
y rechaza por unilateral el de VAL-
DEÓN (57), el cual propugna una con-
cepción socioeconómica y minusvalo-
ra la historiografía jurídico-institucio-
nal. A continuación hace un doble
análisis del gobierno administrativo
señorial. Uno, por dentro, donde en-
cuentra dos cuestiones: las facultades
que fueron acumulando y cómo las
ejercieron. Otro, desde fuera, es decir,
en sus conexiones con las esferas po-

constitucional. Un caso concreto: Gua-
dalajara, págs. 629-681.

(54) A. GALLEGO ANABITARTE, «Notas
histérico-jurídicas sobre el Régimen Lo-
cal español», en Actas del 11 Symposium
de Historia de la Administración, Ma-
drid, 1971, pág. 533.

(55) B. GONZÁLEZ ALONSO, Notas sobre
las relaciones del Estado con la Admi-
nistración señorial en la Castilla moder-
na, págs. 325-347.

(56) VALDEÓN, MARAVALL, TOMÁS Y VA-
LIENTE, DOMÍNGUEZ ORTIZ, etc.

(57) J. VALDEÓN, «El feudalismo ibéri-
co. Interpretaciones y métodos», en Es-
tudios de Historia de España. Homena-
je a Manuel Tuñón de Lara, 1981.
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lítico-administrativas, y comprueba
que el castellano de entonces se ha-
llaba simultáneamente sometido al
Rey, al Municipio, al Señor y, además,
a la Iglesia. Todo esto, concluye, no
es otra cosa que una vasta red jurí-
dico-institucional a la que hay que
dar prioridad valorativa. Esta priori-
dad le lleva a preguntar: ¿cuáles eran
las relaciones entre la Monarquía ab-
soluta y la Administración señorial?
A lo que responde con GUILLARTE (58)
que «el régimen señorial no llegó, en
ninguna época de su historia, a eludir
la subordinación al supremo Poder
de la Corona». Y aún refuerza más
su tesis apoyándose en CASTILLO DE
BOVADILLA (59), el mejor tratadista de
la época en esta materia, quien califi-
ca los Señoríos «como los huesos y
firmeza del Estado..., sujetos en todo
a los Reyes».

4. La provisión de ios Oficios
públicos (60)

GARCÍA MARÍN (61) se pregunta por
el peso efectivo que, entre los crite-
rios de idoneidad para la conforma-
ción de un buen Oficial público, tu-
vo, durante los siglos xvi y xvn, la
ciencia en contraposición a la expe-
riencia. Su respuesta está basada en
las obras político-jurídicas de estos
siglos. Todos estos tratadistas (62)
coinciden en que ser letrado o juris-
consulto debe ser un requisito gené-
rico, inexcusable, para los Oficios que

(58) A. M. GUILLARTE, El régimen se-
ñorial en el siglo XVI, Madrid, 1962.

(59) J. CASTILLO DE BOVADILLA, Política
para Corregidores y Señores de vasallos,
I, II, 16, 9.

(60) Cfr. M. MARTÍNEZ ROBLES, LOS Ofi-
ciales de las Secretarías de la Corte bajo
los Austrias y los Barbones (1517-1812),
Ed. INAP, Madrid, 1987.

(61) J. M. GARCÍA MARIN, El dilema
ciencia-experiencia en la selección del
Oficial público de la España de los Aus-
trias, págs. 261-280.

(62) CASTILLO DE BOVADILLA, LANCINA,
GUEVARA, etc.

llevan aparejada la jurisdicción, in-
dicando como mecanismo más ade-
cuado, para comprobar la suficiencia
del aspirante al pr imer puesto de tra-
bajo, el del examen. Pero estiman
que, dada la división de materias y
la consiguiente diversificación de ór-
ganos de esta época, no basta esta
aptitud genérica, sino que es necesa-
rio, asimismo, estar familiarizado con
la técnica precisa que reclama la na-
turaleza del cargo, es decir, ser ex-
perto. Esta condición de experto no
es sólo hija de la ciencia, sino tam-
bién, y en buena medida, de la expe-
riencia. Así entendida, era un aspec-
to inédito hasta aquel momento. Re-
presentaba la mejor forma de situar
al aspirante en el puesto que más se
ajustaba a sus posibilidades para una
gestión eficaz. Pero, además, tan im-
portante era la experiencia —o peri-
cia— que debía verse refrendada con
el ascenso gradual de los Oficiales a
los cargos de mayor responsabilidad
y honor. El ascenso gradual debía
constituir un motivo de estímulo y de
premio para ellos, al crear unas ex-
pectativas de mejora profesional, so-
cial y económica, y debía representar,
por otro lado, un eficaz mecanismo
de leal competitividad y de control
de la eficacia profesional. GARCÍA MA-
RÍN concluye afirmando que la mayor
parte de los tratadistas —no hay una-
nimidad— prefieren hablar, más que
del dilema ciencia-experiencia, de la
coincidencia y complementariedad de
ambos factores.

CUARTAS RIVERO (63), tras hacer un
breve recorrido histórico, se centra
en el siglo xvi. Ratifica que la venta
—o enajenación— de Oficios públicos
fue un hecho generalizado en toda
Europa desde la Baja Edad Media
hasta el final del Antiguo Régimen.
Sintetiza las líneas maestras de es-
ta materia siguiendo a los estudio-

(63) M. CUARTAS RIVERO, La venta de
Oficios públicos en el siglo XVI, pági-
nas 225-260.
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sos (64) que las han tratado con pro-
fundidad. El primer paso, en lo con-
cerniente a los Oficios públicos, fue
el considerarles como una propiedad
Real que se entregaba a personas
adictas al Rey como premio a su fi-
delidad. Con Carlos I se da un nuevo
paso: los Oficios públicos dejan de
ser una concesión Real gratuita pa-
ra convertirse en una manera de ob-
tener recursos financieros. La auto-
ra comprueba que desde 1543 hasta
1557 se vendieron exclusivamente Re-
gimientos, Juderías y Escribanías.
A partir de esta fecha, el Consejo de
Hacienda fue configurando el sistema
de ventas y su procedimiento, y ex-
tendiendo las ventas también a la Ad-
ministración central, sobre todo en el
siglo XVII. Siguiendo la clasificación
de TOMÁS Y VALIENTE en Oficios de
poder, de dinero y de pluma, afirma
que la Nobleza, de acuerdo con la
escala de valores de la sociedad del
siglo xvi, solamente podía comprar
Oficios que confirieran prestigio; que
la Burguesía, por su parte, se abría
paso en las esferas del Poder muni-
cipal a través de compra de estos Ofi-
cios; y que las Escribanías habían
sido siempre una forma de dar colo-
cación a los Hidalgos pobres y los
hijos de Clérigos. Una de las conclu-
siones de CUARTAS es que, si bien la
renta de más altos ingresos para la
Hacienda era la Alcabala, la venta de
Oficios públicos fue una renta no muy
cuantiosa, pero sí suficiente y, sobre
todo, saneada.

TOMÁS Y VALIENTE (65) sitúa la le-
gislación sobre los Oficios públicos
—tema nuclear— dentro del marco
más amplio y fundamental de la Fun-
ción pública. Pero antes hace una pre-
gunta previa: ¿hubo en los dos perío-
dos liberales (1810-1814 y 1820-1823)

un concepto legal de lo que ahora de-
nominamos Función pública, bien uti-
lizando esta expresión u otra? Su res-
puesta es negativa. En lo tocante a
los Oficios públicos enajenados, el au-
tor, tras constatar como una cosa cla-
ra que nadie, en las dos etapas libe-
rales, podía adquirirlos ni ejercerlos
por un título jurídico privado de com-
pra, herencia, etc. (66), destaca dos
preceptos legales que incidieron am-
pliamente en el ámbito de estos Ofi-
cios. Uno fue el Decreto de abolición
de los Señoríos, que, al disponer su
incorporación a la Nación, produjo la
extinción de todos los derechos de ca-
rácter público. La otra norma era el
artículo 312 de la Constitución, según
el cual eran elegidos por los pueblos
—tanto de Realengo como señoria-
les— los Alcaldes, los Regidores y los
Procuradores Síndicos, cesando auto-
máticamente todos los que los habían
adquirido privadamente. Todavía TO-
MÁS Y VALIENTE señala otro aspecto
importante de la legislación: el que
concierne a la incorporación a la Co-
rona de los Oficios públicos enajena-
dos. Ya recomendada en tiempos de
Carlos II, cobró nuevo ritmo desde
la creación de la Junta de Incorpora-
ción bajo Felipe V; y Fernando VII
efectuó una importante regulación de
la misma en el primer período abso-
lutista (1814-1820). En cambio, aposti-
lla el autor, la forma de Incorpora-
ción, esbozada en 1812 y regulada
normativamente en 1822, se aproxima-
ba más, en algún aspecto, a una Ex-
propiación forzosa que a una Incor-
poración tradicional.

TORRAS RIBÉ (67) estima que la ven-
ta de Oficios públicos fue una fun-
ción esencialmente recaudadora para
la Monarquía europea. Parece que la

(64) MOUSNIER, PARRY, CARANDE, TO-
MÁS Y VALIENTE, DOMÍNGUEZ ORTIZ, etc.

(65) F. TOMÁS Y VALIENTE, Legislación

liberal y legislación absolutista sobre
Funcionarios y sobre Oficios públicos
enajenados: 1810-1822, págs. 703-722.

(66) Cfr. M. WEBER, Economía y So-
ciedad, Ed. Fondo de Cultura Económi-
ca, México, 1964.

(67) J. M. TORRAS RIBÉ, La venta de

Oficios municipales en Cataluña (1739-
1741), una operación especulativa del Go-
bierno de Felipe V, págs. 723-747.
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excepción en toda Europa era la Coro-
na de Aragón, donde no existía este
procedimiento de provisión de Oficios
públicos, ni la duración vitalicia de
los mismos. Pero el autor sostiene que
Felipe V rompió esta tradición. Con el
Decreto de Nueva Planta (1714) creó
en Cataluña un ordenamiento institu-
cional inspirado en el modelo castella-
no; y, más tarde, entre 1738 y 1741, de-
cretó la venalidad de los Oficios de
Regidores. ¿Por qué este cambio? Las
motivaciones que apunta TORRAS fue-
ron fundamentalmente dos. Una, de
carácter político: el sometimiento de
Cataluña a la Monarquía; y la otra, de
índole económica: la recaudación de
fondos extraordinarios. A continua-
ción hace ver el autor cómo la venta
de Oficios introdujo un nuevo elemen-
to de conflictividad en los Municipios,
debido a los abusos y a la corrupción.
DE DOU (68) decía que criaba «desidia
en el ánimo del que lo obtiene, por-
que no puede perderle, y soberbia,
porque no puede temer contratiempo
que le altere el mando». En la docu-
mentación de la época son habituales
las acusaciones sobre los abusos de
los compradores. Otras veces la cul-
pable era la Monarquía, que ponía en
venta los cargos con la sola finalidad
de mayores beneficios, subiendo los
precios, creando Oficios superfluos,
etcétera. Pero los abusos más gene-
ralizados fueron los de las incompa-
tibilidades por parentesco, dispensa-
das sin ningún recato por la Monar-
quía. Todo lo cual hizo que, al cabo
de tres años escasos de vigencia, fue-
ra derogada la Orden de venta de
Oficios municipales catalanes. Dero-
gación que suscitó el inevitable y es-
pinoso problema del rescate de los
Oficios vendidos.

Termino esta recensión haciendo
tres puntualizaciones:

— Dada la aún limitada institucio-
nalización académica de la Ciencia
de la Administración en España y la
escasez de investigaciones en este
campo, es siempre apreciable la cele-
bración de Simposios que intenten
poner luz histórica a nuestras Institu-
ciones administrativas actuales. Al
menos pueden constituir una plata-
forma más —útil y polémica— desde
la que sea posible conocer, con cierto
rigor científico, la verdad completa
de los antecedentes históricos —sean
medievales, modernos o contemporá-
neos— de cada una de ellas. «El in-
terés —escribe BAENA DEL ALCÁZAR—
por la historia de la Administración
en cuanto tal está ligado a la Ciencia
de la Administración, reciente en
nuestro país» (69). Y añade que son
muy pocos todavía los estudios reali-
zados sobre la historia de la Adminis-
tración española en que se prime el
conocimiento de la organización ad-
ministrativa de las distintas épocas.
Lo que más se acerca a este enfoque
son los trabajos de los Simposios de
Alcalá, aunque están dominados por
la perspectiva de la historia de las
Instituciones.

— A través de los tres Simposios
anteriores se trató de aproximar a
historiadores y administrativistas. Sin
embargo, este objetivo parece que,
según LALINDE (70), no se consiguió, ya
que en lugar de «administrativizar»
a los historiadores se «historificó» a
los administrativistas. Con el IV Sim-
posio se ha intentado restaurar el
equilibrio, aun a costa de sacrificar
los estudios medievales, por conside-
rarlos demasiado alejados de la rea-
lidad actual, que es la que interesa
a los administrativistas. No obstante,

(68) M. BAENA DEL ALCÁZAR, «Una teo-
ría del empleo público en el siglo xvm»,
en Actas del I Symposium de Historia
de la Administración, Madrid, 1970, pá-
gina 330.

(69) ídem, Curso de Ciencia de la Ad-
ministración, Ed. Tecnos, Madrid, 1985,
vol. I.

(70) J. LALINDE ABADÍA, La derniére de-
cennie dans l'historiographie juridique
espagnole, en «Annales de la Faculté de
Droit de Toulouse», 18 (1970), págs. 265-
277.
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se ha dejado oír clara la voz de los
medievalistas rechazando la reduc-
ción de la Edad Media a un prólogo
de las Edades Moderna y Contempo-
ránea. En historia —dicen— no hay
ningún período más importante que
otro.

— A nadie se le oculta, si está lige-
ramente atento a novedades biblio-
gráficas, que los trabajos recensados
de esta obra colectiva son enorme-
mente sugerentes en la actual situa-
ción de los estudios administrativos.
Algunos anuncian lagunas de investi-
gación, otros señalan nuevos caminos.
Unos presentan esbozos de posibles
estudios, otros ofrecen breves avances
de investigaciones más amplias ya
realizadas. A veces aparecen sus tí-
tulos bajo el signo de la modestia:
Notas, Consideraciones, Apuntes, etc.
Este libro colectivo une al valor in-
dependiente de cada trabajo particu-
lar la variedad temática y la diversa
procedencia en cuanto a especializa-
ción de los autores. Sin duda, tanto
las Ponencias como las Comunicacio-
nes, aunque de desigual valor en pro-
fundidad y rigor científico, pertene-
cen a investigadores de reconocida
solvencia en lo concerniente a los pro-
blemas que analizan.

Miguel MARTÍNEZ ROBLES

PÉREZ SERRANO, Nicolás: Escritos de
Derecho Político, Presentación por
Nicolás PÉREZ - SERRANO JÁUREGUI,
2 vols., colección «Administración y
Ciudadano», Instituto de Estudios
de Administración Local, Madrid,
1984, 1.070 págs.

1. De entre la ya crecida y acre-
ditada bibliografía de derecho públi-
co que aparece en España a lo largo
del año 1984, hay dos obras que me
parecen especialmente destacables,
ambas a dos, además, caracterizadas

por el brillo de lo ya consagrado, por
la fuerza de lo que ha revalidado su
vigor. Pues ambas son, en efecto, de
alguna manera, reimpresiones. Me re-
fiero a los Escritos de Derecho Polí-
tico de don Nicolás PÉREZ SERRANO,
así como al Derecho Constitucional
Comparado de don Manuel GARCÍA-
PELAYO (Alianza Universidad Textos,
con una Introducción de Manuel ARA-
GÓN, Madrid, 1984, 636 págs.). Muchos
éramos los que habíamos hecho vo-
tos por que este último libro, dado
su reconocido valor y su consistencia
acreditada, se reeditara y se ofreciera
al público tal y como se presentaba
en la última edición. Y no desde
un aire resignado, sino sabedores de
que mantenía su empuje de obra re-
levante e indispensable. No sólo la
sensación de que reclamar la puesta
al día resultaba una carga ingente
que no siempre es dado exigir a un
autor, sobre todo cuando es notorio
que se encuentra vinculado por otros
compromisos. Era, más que nada, la
seguridad de que había ahí, tal y co-
mo se ofrecía la anterior edición, un
muy consistente cuerpo de enseñanzas
constitucionales, un consagrado siste-
ma de derecho constitucional, irrem-
plazable e inexcusable en la tesitura
que estaba viviendo España. Recorda-
ré una anécdota que puede resultar
representativa. Desde mi experiencia
de senador constituyente en los años
1977-78, cuando el empeño por hacer
una Constitución en España se pre-
sentaba como algo real e inmediato,
eran muchísimos los senadores intere-
sados por estar a la altura de sus res-
ponsabilidades, y que por ello andaban
de coronilla tras un ejemplar del GAR-
CÍA-PELAYO. LOS rumores de que en tal
librería había existencias a la venta
disparaban las visitas, que luego siem-
pre resultaban frustadas, pues, de he-
chos, no había manera de encontrar-
lo. No hay que describir el pote que
se daban aquellos privilegiados que
podían disponer del libro. Y es que no
importaba que hubiera podido haber
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modificaciones en los preceptos vi-
gentes, en la jurisprudencia aplicati-
va o en la doctrina ilustradora. Re-
sultaba decisivo y consistente, incues-
tionable, sin duda, el peso de lo sis-
temático, el valor de la interpretación
histórica, la fuerza del elemento com-
paratista, el rigor extraído de una de-
cantada cultura jurídica. Yo debo con-
fesar con entera satisfacción que es
de los libros que recomiendo que ad-
quieran, y que se familiaricen con él,
a aquellos muchachos o muchachas
que se acercan pidiendo consejo, pues
dicen que quieren estudiar derecho.
De ahí el enorme significado, autén-
tico acontecimiento editorial, de po-
der disponer con entera libertad des-
de 1984 de ejemplares (recuérdese que
se trata de una reedición de la última
aparecida, la 7.a, en 1961). Por fin ha
dejado de ser una aventura el conse-
guir el libro, ya no implica un esfuer-
zo adicional el familiarizarse desde
tan acreditado texto con las grandes
líneas, o con los detalles consistentes,
del derecho constitucional.

De la otra obra, los Escritos de PÉ-
REZ SERRAMO, hay que decir cuanto an-
tes, también, que la edición viene a
facilitar el normal manejo de lo que
eran piezas prácticamente inencontra-
bles, abiertas sólo al uso de unos po-
cos privilegiados que se podían contar
con los dedos de las manos. Páginas
valiosísimas, también, pero como
ocultas, con sordina, casi subterrá-
neas.

Pues bien, resulta grato constatar un
profundo lazo de unión que relaciona
a los dos autores citados: ambos tu-
vieron como maestro a don Adolfo
G. POSADA. LO que nos traslada a una
consecuencia que juzgo decisiva: con-
tinuidad desde una metodología acri-
solada, desde el esfuerzo intelectual
incesante y abierto a todos los hori-
zontes, desde una línea enormemente
fructífera y creadora. Los continua-
dores del maestro (1) que, por dere-

(1) PÉREZ SERRANO, incluso, fue el in-
mediato sucesor de POSADA en la Cátedra

cho propio, se alzaron también como
maestros indiscutibles (2). Y eso que
la evolución española, como es no-
torio, se ofrecía marcada por quie-
bras y sobresaltos. Los discípulos re-
cibieron la antorcha y continuaron
la trayectoria del maestro. Del amplio
tronco del derecho político, tal y co-
mo se venía concibiendo, acertaron
a desarrollar con renovador impulso
los estudios jurídicos en el atractivo
campo de la realidad constitucional.
Las dos obras que vengo mencionan-
do son, así, testimonio incuestionable
del más vivo florecer del derecho
constitucional. Aunque la evolución
española apareciera marcada, como
indico, por muy anormales circuns-
tancias; aunque en tal trayectoria hu-
biera quiebras, fugas o simples aban-
donos; aunque el panorama científico
hubiera sufrido todos los embates
que sufrió. Por eso, yo creo que el
agudo y certero Prólogo de GARCÍA DE
ENTERRÍA, donde analiza la reciente
evolución del derecho constitucional
en España (3), que yo mismo he pon-
derado en diversas ocasiones, debería
ser rectificado para hacer una expre-
sa mención a los dos autores, a las
dos obras que vengo comentando:
excepciones notables en lo que fue
un dilatado páramo o un duradero
eclipse. Es verdad que no alcanzaron
el eco que se merecían. Como ocul-
tas, decía antes, forzando de alguna
manera la descripción de su realidad.
Es verdad que el campo estaba poco
abonado y, en expresión de época, la

al jubilarse éste. Véase, así, Adolfo G. PO-
SADA, Fragmentos de mis memorias, Pu-
blicaciones de la Universidad de Oviedo,
1983, pág. 347.

(2) De «el maestro distante de toda
una generación» califica a PÉREZ SERRA-
NO don Luis SÁNCHEZ AGESTA, en la re-
seña que ha dedicado a este libro de
Escritos en las páginas de la «REDC»,
núm. 12 (1984), pág. 259.

(3) Se trata del Prólogo al libro de
E. GARCÍA DE ENTERRÍA, La Constitución

como norma y el Tribunal Constitucio-
nal, Madrid, 1.* ed., 1982.
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sequía debía ser pertinaz. Pero ahí
estaban los escritos, ahí estaban las
ediciones que se agotaban, en un ca-
so —y no fueron pocas—; ahí estaban
los destinatarios de cada una de las
aportaciones, en el otro; reducidos,
si se quiere, pero pudiendo paladear
las entregas periódicas e incesantes.
Ahí estaba el testimonio, ahí presen-
cia constante —aunque apenas se de-
jara brillar a la llama— de una línea
metodológica caracterizada por una
calidad inmejorable. El que tras su
edición en 1984 ambas obras sean ya
asequibles sin esfuerzo ha de confir-
mar a un buen número de lectores
la riqueza de una veta que no se ex-
tinguió a pesar de las circunstancias
adversas. Y que hoy potencia todo
su fulgor.

2. Me he propuesto ahora glosar
los Escritos de Derecho Político de
don Nicolás PÉREZ SERRANO, celebran-
do de entrada el título que se les ha
puesto, que enlaza con una arraigada
tradición española. Cierto que título
tal ha servido para acoger muy dis-
pares mercancías; que, sin duda, en
una reciente etapa española ha pro-
porcionado amparo a una enorme dis-
persión de estudios, dando albergue,
en concreto, a una muy cualificada
desjuridificación de los estudios polí-
ticos y constitucionales. Pero por ello
mismo contrasta más esta obra, estas
páginas, de quien ante todo era un
jurista neto que no sólo no se aver-
gonzaba de ello —y lo recalco porque
luego sí que ha sucedido—, sino que
lo proclamaba a los cuatro vientos
como lo más natural. Don Nicolás
PÉREZ SERRANO, catedrático y letrado
de las Cortes, era también un exce-
lente abogado, y, por lo mismo —aun-
que hoy, a más de uno habría que
recordárselo, parecen llevarse otros
vientos, pero qué duda cabe que ser
jurista de altura requiere una com-
pleta formación de conjunto—, sus
profundos conocimientos de derecho
privado, pongamos por caso, contri-
buyen de manera indudable a enri-

quecer sus aportaciones de derecho
público.

Que es un jurista finísimo lo de-
muestra, sobre todo, con los hechos,
sin que falten tampoco las palabras,
la teorización. Pero, ante todo, los he-
chos: aquí y allá, a lo largo de las
numerosas páginas de los dos volú-
menes, se palpa, al abordar las insti-
tuciones, al enfrentarse con los pro-
blemas, que quien opera es un jurista
de primera. Pero también el recono-
cimiento, la proclamación teórica: ya
desde el primero de los trabajos re-
cogidos, la Memoria (4) para uno de
los más cualificados ejercicios de las
antiguas oposiciones de cátedras, don-
de proclama con insistencia el carác-
ter jurídico de la asignatura (pági-
nas 13 y ss.) y donde afirmará que
«lo importante consiste en no olvidar
que el derecho público es ante todo
una disciplina jurídica» (pág. 25) (y,
por cierto, que incidentalmente que-
rría decir que, en mi opinión, y de
acuerdo con mi pequeña experiencia,
el ejercicio destinado a reflexionar
en voz alta sobre el concepto, méto-
do, además, de «el programa» de la

(4) Este es el primero de los trabajos
que figuran en el libro —que se orde-
nan por estricto orden cronológico—,
con este título: Estudio acerca del con-
cepto, método, fuentes y programas del
Derecho político español comparado con
el extranjero. Se utilizó en 1932 para las
oposiciones a la Cátedra que había de-
jado vacante, por su jubilación, don
Adolfo G. POSADA (ya indiqué cómo PÉ-
REZ SERRANO sería el continuador de
POSADA en la Cátedra). Figura como iné-
dito, el único de los inéditos. Sin em-
bargo, con posterioridad —o tal vez si-
multáneamente— apareció publicado en
el núm. 95 (1984) de la «Revista de De-
recho Público», págs. 219-236, con una
introducción —de la que son interesan-
tes los aspectos biográficos— a cargo de
Tomás ZAMORA RODRÍGUEZ. De esta ma-
nera, páginas de PÉREZ SERRANO vuelven
a aparecer en la «Revista de Derecho
Público», en su nueva época, cuando ha-
bía sido uno de los primeros animadores
de la Revista en la etapa inicial.
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asignatura, sobre la base de un am-
plio escrito previamente elaborado,
era un elemento de valoración —y de
formación, desde otra perspectiva—
de enorme significado, por encima, in-
cluso, de las pequeñas corruptelas fá-
cilmente detectables, por lo que uno
no acaba de entender que quiera re-
vestirse de un aire de progresismo
y modernidad la práctica minusvalo-
ración del mismo). Pero no sólo en
este primer trabajo. En muchos otros
lugares se reflexiona para apostar por
una metodología jurídica (así, pági-
nas 147-148).

Más aún —si es cierto que los pri-
meros trabajos son de los años trein-
ta (1932, 1933, 1935), la mayor parte
de páginas son posteriores a la gue-
rra civil—, el libro constituye un raro
testimonio, insólito tal vez, en cuanto
viene a quebrar una afirmación rei-
teradísima y que goza de general pre-
dicamento: la afirmación de que en
España no podía hacerse derecho
constitucional en cuanto no había
Constitución. No había Constitución,
qué duda cabe —ni estaba asegurada
la garantía de los derechos, ni esta-
blecida la separación de poderes, ni
nada que se le pareciera—. Y, sin
embargo, podía hacerse una completí-
sima exposición, cuajada de matices
y sugerencias, acerca de El poder
constituyente (discurso de recepción
en la Real Academia de Ciencias Mo-
rales, 1947). Y cabía ofrecer una pre-
ciosa lección de inauguración de cur-
so (Universidad Complutense de Ma-
drid, 1950-1951) tratando de La evolu-
ción de las Declaraciones de Derechos
y exponiendo las mil vetas sugestivas
que el rico tema depara —¡y en la
España de los años 1950!, no se olvi-
de—. (Querría destacar este ejemplo
de valor cívico describiendo minucio-
samente la Declaración Universal de
Derechos Humanos. Y al hacer el ca-
tálogo de los derechos se demora
transcribiendo literalmente, con cita
entrecomillada, nada menos que el ar-
tículo 21, referente al derecho a par-

ticipar en la gobernación del país,
elecciones periódicas con sufragio
universal, etc.; el art. 22: derechos
económicos, sociales y culturales, y
el art. 23: derecho al trabajo, remu-
neración justa, libertad sindical, etc.
Diré escuetamente que me parece un
empeño muy meritorio.) Y podía ha-
cerse una disertación impresionante
sobre La noble obra política de un
gran juez (Juan Marshall), al inaugu-
rar, en 1955, el curso en la Real Aca-
demia de Ciencias Morales, abordan-
do al dedillo los problemas de la in-
constitucionalidad de las leyes, la viva
polémica acerca de la posible inter-
vención de los jueces, la primacía de
la ley o el poder constituyente, de las
que se diría que son cuestiones que
a todos interesan ahora, que todos
tratan hoy. Pero me estoy refiriendo
a 1955, es decir, hará unos treinta
años. O podía disertarse acerca de
algo tan trivial como El principio de
separación de poderes (Academia de
Ciencias Morales, 1948-1949), aportan-
do doctrina, aunque sólo fuera man-
teniendo esperanzas, dejando bien pa-
tentes los hitos decisivos en lo que
ha sido siempre una página primor-
dial del derecho constitucional. Se
ofrecía también otra modalidad que
abría enormes posibilidades, algo tan
sencillo como seguir el curso de los
avatares del derecho constitucional
comparado dejando constancia críti-
ca —y puede calcularse lo que así po-
día hacerse— de los nuevos pasos que
se iban logrando: La Nueva Constitu-
ción Argentina (conferencia en la Es-
cuela Social de Madrid, 1949), Tres
lecciones sobre la Ley Fundamental
de Bonn (cursillo en la Escuela So-
cial de Madrid, 1951: destacaré el pe-
so que se concede a «la declaración
de derechos» que se busca no sólo
en el Título Primero, sino a lo largo
de todo el texto) o La Constitución
Francesa de 5 de octubre de 1958
(cursillo profesado, en 1958-1959, en la
Facultad de Derecho de Madrid y re-
cogido por varios alumnos; querría
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destacar el alto valor pedagógico de
la breve «Nota preliminar» que ante-
cede a la publicación, tanto que me
atrevería a aconsejar a las autorida-
des académicas del centro que entre-
garan copia de esa breve nota a los
alumnos actuales, pues hay talantes
del pasado cercano que no deberían
perderse: poco será lo que se haga
por imbuir la generosidad, la curiosi-
dad desinteresada, el afán por una
formación amplia a los escolares de
hoy). Esta línea de exposición cons-
titucional comparada, que tanto pue-
de dar de sí si quiere utilizarse —y
que no es un mero mantener encen-
dida la candela de la tradición, lo que
ya sería de por sí de un gran valor—,
se abría con uno de los primeros tra-
bajos, el segundo en concreto, dedi-
cado a El proyecto de Constitución
Portuguesa (de 1932), aparecido en la
«Revista de Derecho Público» en 1932
(y que le sirve para censurar acerba-
mente tal proyecto dada su connota-
ción antiliberal y antidemocrática).
Pero en el período posterior a la gue-
rra, desde la perspectiva que venía
contemplando ahora, una y otra oca-
sión —aperturas de curso, centena-
rios, sesiones científicas de corpora-
ciones o cualquiera otra oportunidad,
como meras conferencias— eran apro-
vechadas para intentar seguir mante-
niendo en candelero los problemas vi-
vos del derecho constitucional. Se ha-
llaba, así, hueco para tratar de El
constitucionalismo europeo (conferen-
cia en el Ateneo de Madrid, 1948);
La crisis del estado nacional y cons-
titucional (disertación en la Real Aca-
demia de Morales y Políticas, 1950);
Constitucionalismo y codificación (co-
laboración para el número extraordi-
nario que conmemoraba el centenario
de la «RGLJ», 1953); La independen-
cia judicial (conferencia en la Acade-
mia de Ciencias Morales, 1954: ¿qué
decir de la oportunidad del argumen-
to, la necesidad de su consideración?;
El problema de la desconstitucionali-
zación (en «Boletín Informativo del

Seminario de Derecho Político de la
Universidad de Salamanca», 1955);
Cien años de Derecho Político (dis-
curso en la Real Academia de Cien-
cias Morales para conmemorar su pri-
mer centenario, 1958).

Estos y otros títulos que ahora omi-
to dan idea de cómo podían abordar-
se los aspectos capitales del Derecho
constitucional. Y, en efecto, este con-
junto de trabajos es la prueba paten-
te para demostrar que, de quererse,
no faltaba ocasión propicia para ir
abordando los grandes problemas del
derecho constitucional. Unos y otros
van haciendo su aparición, van sien-
do tratados a la altura debida, a lo
largo de los 27 trabajos que se han
agrupado en esta obra. Lo que suce-
de es que tal osadía tenía un precio.
Aunque me parece que es un precio
que tienen que pagar con enorme fre-
cuencia —a modo de tributo o censo
perpetuo— los científicos e investiga-
dores que quieren ser fieles a sí mis-
mos, a su impulso y a su vocación.
Cada uno de los trabajos fueron pu-
blicados en su momento —a salvo lo
que antes decía para la Memoria—,
pero se trataba en cada caso, como
regla, de publicaciones de difusión
muy restringida, casi como con sello
de privadas algunas. Las conferencias,
las disertaciones, llegaban al audito-
rio, pero un auditorio tan fugaz, tan
poco numeroso a las veces. ¡Eran tan
escasas las tiradas, y tan mal distri-
buidas! Pero la siembra quedaba he-
cha. Ahí seguía la obra granando día
a día, creciendo sin excusas ni desfa-
llecimientos. Sobrecoge hoy, cuando
se palpa la audiencia que logran al-
gunos publicistas —entre los que no
escasean los oportunistas y los que
no tienen nada que decir—, aquel mé-
todo artesanal de transmisión, casi
boca a boca, de unos saberes tan ela-
borados. Era posible seguir haciendo
derecho constitucional. Aunque, eso
sí, tal osadía tenía un precio.

3. Páginas, las primeras, de los
años treinta, las últimas de 1960, en-
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cajan en un período muy complejo y
traumático de la historia de España.
En el que fueron innumerables las
tragedias personales, lo mismo que
hubieron de resultar muy variadas
las respuestas que tantos ciudadanos
tuvieron que improvisar para adap-
tarse a las nuevas circunstancias. No
era fácil, en efecto, a lo largo de aque-
llos años, ocuparse de derecho políti-
co. No será preciso recordar la ene-
miga generalizada para con tantos
valores o conceptos considerados as-
piraciones legítimas de los pueblos
civilizados. Se comprende el fuguis-
mo, el cambio de papeles, así como
la generalizada opinión, antes aludida,
de que aquí no podía elaborarse dere-
cho constitucional. A no dudarlo, se
trataba de la asignatura más compro-
metida de todas las Facultades uni-
versitarias. Pues bien, uno de los as-
pectos más destacables de las páginas
comentadas —advertida ya antes su
calidad científica, su oportunidad—
es el del talante abierto, claramente
liberal, que rezuman, reflejo neto de
los más ricos veneros de la tradi-
ción parlamentaria y constitucional
europea. Nunca se ponderará lo su-
ficiente lo que representaron en esos
días de estupor y de miedo respues-
tas cívicas como las que deparan las
páginas glosadas. Ofrecen así el me-
jor testimonio de objetividad, de dis-
tanciamiento, de presencia constante
de unos valores encomiables, vilipen-
diados o perseguidos a la sazón. Aca-
so sea preciso recalcar que desde la
actual situación española —quienes
no hayan vivido tales circunstancias—
sólo tras ímprobos esfuerzos podrá
comprenderse cuál era la realidad
académica y cultura española. De ahí
el mérito de «islotes» como los que
recogen los dos volúmenes, por más
que quién sabe cuál haya podido ser
el grado de insatisfacción del autor
al tener que ponderar y sopesar tan-
tas de sus palabras que hubieran sa-
lido fluidas y ligeras. Hoy el lector
atento —y agradecido— descubre que

se llegaba hasta donde se podía, de-
teniéndose allí donde aventurarse re-
sultaba impensable. Es verdad que
hay en las páginas tomas de postura
concretas —no muchas— que uno pue-
de no compartir, pero de igual modo
hay que reconocer que brilla por do-
quier el afán por potenciar el máxi-
mo respeto al Parlamento, la mayor
consideración al normal funciona-
miento de la Constitución y de sus
mecanismos. Lo cual, insisto, era toda
una hazaña a lo largo de buen nú-
mero de los años del período aludido.
Que, por lo mismo, hace acreedoras
a estas páginas del mayor respeto y
consideración.

4. Por todo ello se acoge con enor-
me satisfacción esta recopilación tan
oportuna hecha en la prestigiosa co-
lección «Administración y Ciudada-
no», del Instituto de Estudios de Ad-
ministración Local. Estoy seguro que
ha de tener una acogida excelente, da-
do el auge que hoy experimentan los
estudios de derecho constitucional.
Estudiosos y académicos, políticos,
asesores, abogados y jueces, periodis-
tas, estudiantes y tantos otros intere-
sados por los entresijos del derecho
constitucional han de devorar con
fruición las páginas de esta obra cla-
ve para cualquier formación sólida.
Hay un futuro, hay un «a partir de»,
que hoy toma como punto de referen-
cia la Constitución de 1978 y que se
va construyendo día a día. Pero hay
también un «antes de ahí», imprescin-
dible, que debe ser dominado necesa-
riamente para poder cimentar los con-
ceptos, para no andar siempre inven-
tando las verdades de «Perogrullo».
Y esta obra de PÉREZ SERRANO —y de
nuevo recuerdo gustoso lo que antes
indicaba de la de GARCÍA-PELAYO— es
una base imprescindible, una síntesis
excelente, dentro de su carácter frag-
mentario, de las grandes aportaciones
del constitucionalismo de los perío-
dos inmediatamente anteriores.

Soy un admirador del Tratado de
Derecho Político de don Nicolás PÉ-
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REZ SERRANO. Siempre regresa uno sa-
tisfecho de su manejo, pues encuen-
tra lo que buscaba (rara virtud, tan
escasa, como es bien sabido, de los
llamados libros de consulta). Ya es
indicativo de esas dificultades espa-
ñolas a que antes aludía que, prepa-
rado en 1936, sólo viera la luz, y co-
mo obra postuma, cuando se iniciaba
la transición española, en 1976 —GAR-
CÍA DE ENTERRÍA destaca este dato al
juzgar las dificultades que el dere-
cho constitucional encontró en Espa-
ña (5)—. Qué duda cabe que parte
del material preparado para el Tra-
tado se utiliza luego en muchos de
los trabajos, cuya ulterior revisión
ahora comento. Hay claros puntos de
coincidencia. Pero hay un ir más allá,
un apurar los problemas, un enfren-
tar nuevas situaciones, un elaborar,
en cada caso, algo muy diverso que
hace plenamente justificada, por tan-
to, la recopilación glosada.

Se admira con satisfacción la for-
mación enciclopédica del autor —tam-
bién licenciado en letras, como él re-
cuerda gustoso, y, como a simple vista
se aprecia, lector voracísimo de mu-
chos registros, al igual que lo fuera
su maestro POSADA—, pero no deja de
sorprender, por las dimensiones que
alcanza, el amplísimo conocimiento
—nada superficial, sino muy asimila-
do y dando por sentado el dominio
de lo español— de la realidad cons-
titucional de los países más significa-
tivos: Inglaterra y los Estados Unidos
de Norteamérica, Alemania y Francia,
Italia... En cada momento oportuno
aparece la cita certera del autor con-
sagrado o el apoyo del precepto cons-
titucional adecuado. No es nada fácil
encontrar hoy gentes con formación
tal, que así proyecten sus cualidades
sobre su obra. ¿Alguien se habrá creí-
do que los maestros de verdad se im-
provisan y se multiplican por mero
voluntarismo?

(5) GARCÍA DE ENTERRIA, Prólogo a La
Constitución como norma..., cit, pág. 22.

Más aún, desde otra vertiente, y re-
cordando mi formación de adminis-
trativista, quiero destacar algo que
me ha llamado poderosamente la
atención conforme iba leyendo las
páginas de la obra, y es que muchas
de esas grandes frases históricas que
hoy jalonan la estructura del derecho
administrativo, tantas de esas fórmu-
las, auténticos pilares de una discipli-
na, y que han sido recibidas de muy
variados aportes, se encuentran como
lo más normal desparramadas a lo
largo de estas páginas. No sé si han
llegado a la actual dogmática del de-
recho administrativo a través de la
obra de PÉREZ SERRANO O si es que
habrá bebido en fuentes comunes, pe-
ro ahí queda el dato como fenómeno
muy representativo. Y, por supuesto,
destaca su clara postura de reticencia
para con la ola de los partidarios de
la ciencia de la Administración y su
idea de la eficacia por encima de to-
do, que hace unos cuantos años co-
bró bríos —pero que intermitente-
mente se reproduce de forma perió-
dica—, resaltando, en cambio, su in-
sistencia —de PÉREZ SERRANO— en
acentuar los aspectos garanciales.

Una excelente prueba de cómo una
formación jurídica general muy com-
pleta hace más aquilatada la labor
del constitucionalista lo demuestra su
trabajo Las ficciones en el Derecho
constitucional, elaborado para oca-
sión tan propicia como la de su re-
cepción en la Real Academia de Ju-
risprudencia y Legislación {en 1948).
A sus conocimientos profundos y en-
ciclopédicos se une la sutileza, la iro-
nía, como mordiente de la profesión
de los juristas. He aquí unas pala-
bras suyas que recuerdo con gusto a
mis alumnos: «No anatematicemos,
pues, las ficciones. Cuando se entien-
den en su estricto sentido técnico (no
como simple valoración peyorativa),
y a menos que representen ardid do-
loso maquinado con torpe designio,
constituyen un elemento sano de pro-
greso jurídico» (pág. 371).
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No he querido hacer grandes trans-
cripciones de fragmentos. En el libro
están, acuda el lector a encontrarlos
directamente. Pero sí quiero destacar
otra característica, que yo valoro en
mucho y que en nuestros tiempos se
echa muy en falta. La habrá adver-
tido el lector en el párrafo que he
reproducido: me refiero a la elegan-
cia y claridad de lenguaje. No está
reñido el saber y la ciencia con el
buen uso de tesoro tan valioso como
es nuestra lengua. PÉREZ SERRANO,
que no hace sino seguir en esto a
tantos de sus maestros, también aquí
resulta ejemplar. Sin afectación, sin
estridencias —con la sensación de que
escribe desde un enorme sosiego—,
logra dar un tono grato, jugoso y ri-
co a su estilo. Como telón de fondo,
la anécdota que recuerda de la afir-
mación de STENDHAL en carta a BAL-
ZAC, donde le cuenta, cuando está es-
cribiendo La Cartuja de Parma, que
para coger ritmo y ponerse en forma
se entonaba leyendo un par de pá-
ginas del Code Civil. Y de nuevo, co-
mo antes veíamos, la doble vertiente.
Ante todo, predicar con el ejemplo.
Pero también escribió luminosas pá-
ginas dedicadas a la cuestión. Se lee,
así, con delectación su trabajo Las
erratas en las leyes, que apareció en
1957 en la «Revista de la Facultad de
Derecho de la Universidad de Ma-
drid». De menor tono, pero abundan-
do también certeramente en el argu-
mento, la conferencia El estilo de las
leyes, que había pronunciado en la
Escuela Social de Madrid, en 1947.

He de destacar también una faceta
de su especialización. Reiteradamente
exhibe con satisfacción en su escritos
su condición de letrado de las Cortes.
Pues bien, al derecho parlamentario
dedicó páginas muy conseguidas. Su
trabajo, elaborado sobre amplia base
documental, La Diputación Permanen-
te de Cortes en nuestro Derecho Cons-
titucional Histórico, que apareció en
el «Anuario de Historia del Derecho
Español» de 1933, me ha interesado

a mí especialmente como exponente,
con el estudio de ejemplos muy con-
cretos, de esa tensión dialéctica entre
el Parlamento y la Monarquía que co-
mienza a verse limitada, que consti-
tuye uno de los episodios más carac-
terísticos del constitucionalismo del
xix. También está dedicado al de-
recho parlamentario —y parece casi
simbólico como testimonio de su de-
dicación— el último de los trabajos
que se incluyen: Naturaleza jurídica
del reglamento parlamentario (en
«Revista de Estudios Políticos», 1960).
Tomando como punto de partida una
norma muy endeble —el Reglamento
de las Cortes Españolas de 1957— se
pueden decir cosas muy valiosas acer-
ca del reglamento parlamentario y su
viva problemática jurídica, del mismo
modo que se puede destacar el signi-
ficado del Parlamento, o de su auto-
nomía, en un momento en que, tanto
uno como otra, brillaban por su au-
sencia. De este trabajo se podría de-
cir que es un auténtico plaidoyer por
la autonomía de la Cámara (cuando
se ha comenzado reconociendo las in-
terferencias del Gobierno).

Diré, por último, que me parece
lógico que el jurista, que ha tratado
tantos puntos de dogmática o de téc-
nica jurídica (6), puede sentir tam-
bién afición por la historia política
(sabiendo que hay quienes se intere-
san por la historia política, pero des-
conocen en absoluto o se desinteresan
de los aspectos jurídicos). Dentro de
esta vertiente pueden incluirse traba-

(6) Además de los trabajos que se
han ido citando, y de los dos que se
indican a continuación en el texto, en
la obra se incluyen también los siguien-
tes: El concepto clásico de soberanía y
su revisión actual (1933); Función presi-
dencial y poder moderador (conferencia
en el Centro de Intercambio Intelectual
Germano-Español, el 2 de febrero de
1933); sendos Prólogos de 1935 y 1942 a
libros de G. BAYOS y de A. POSADA, res-
pectivamente, y Apogeo del grupo y rei-
vindicación del individuo (1951).

512



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

jos como el titulado La crisis eu-
ropea de 1848: aspecto político (dis-
curso, de un nuevo centenario, en la
Academia de Ciencias Morales, en
1948, publicado por la propia Acade-
mia en volumen colectivo) o el dedi-
cado a Bravo Murillo, hombre polí-
tico (nueva oportunidad centenaria,
en la misma Real Academia, en 1952;
especialmente interesante para estu-
diar el Estado y la Administración
Pública desde la óptica de la Monar-
quía limitada).

Para concluir, sólo querría decir
dos palabras acerca de la edición.
Muy bien presentada, en dos volúme-
nes, a los que da realce la portada,
se abre con una breve introducción
del hijo del autor, el conocido jurista
don Nicolás PÉREZ-SERRANO JÁUREGUI.
Yo siento que la presentación sea tan
escueta. He destacado los lazos fami-
liares. Es normal que quien tan bien
conoce al autor despache su tarea con
un par de cuartillas, o sienta los na-
turales reparos. Pero había que haber
explicado un poco más de la vida y
de la obra del autor. Ello es del todo
innecesario para las personas que tie-
nen una cierta edad. Pero los años
no pasan en balde. Y desde que, en
1961, falleciera don Nicolás se van in-
corporando nuevas generaciones a las
que hay que facilitarles informacio-
nes que si no nunca conocerán.

Uno desearía que libro tan impor-
tante pudiera aspirar a una edición
con algunas concordancias o, cuando
menos, con índice de autores y de
conceptos. Tal vez resulte alcanzable
en una nueva edición, que ojalá no
esté muy lejana (en todo caso, aunque
haya un índice general en el volumen
segundo, yo creo que el volumen pri-
mero debería llevar un índice parcial).
Porque estoy seguro, repito, que el
libro ha de ser pieza inexcusable en
la biblioteca de cualquier jurista que
se precie. En todo caso, para cuando
se comenten los momentos desolado-
res para el derecho constitucional es-
pañol, tal vez no estará de más re-

cordar que hubo quien, al mismo
tiempo que proclamaba que «ser la-
borioso es ya ser optimista» (pági-
na 166), laboraba con un tesón y un
empuje del que son excelente testi-
monio los dos volúmenes comentados.

Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO
Redes, 8 de septiembre de 1987

QUINTANA LÓPEZ, T.: El derecho de
los vecinos a la prestación y esta-
blecimiento de los servicios públi-
cos municipales, Ed. Cívitas, Ma-
drid, 1987, 115 págs.

La proclamación constitucional del
Estado social de Derecho supone la
incorporación de nuestro país a las
líneas directrices que han venido ani-
mando la práctica del constituciona-
lismo continental desde el inicio de
la segunda postguerra. Se plantea
con ello la necesidad urgente de pro-
ceder a reelaborar aquellas técnicas
de actuación administrativa que, na-
cidas al calor de las teorías que en
su día inspiraran el Estado liberal, no
pueden ahora coadyuvar a la labor
de transformación social que viene
encomendada a los poderes públicos.
En especial, convendrá meditar acer-
ca de la adecuación con los postula-
dos constitucionales de las fórmulas
de intervención de los ciudadanos an-
te las diversas Administraciones, par-
ticularmente de aquellas que toman
causa de una posible inactividad de
las mismas.

Animado por lo que bien pudiera
ser el inicio de una práctica legislativa
en este sentido, el profesor QUINTANA
LÓPEZ ha consagrado sus esfuerzos a
la tarea de incardinar el tenor literal
del artículo l&A.g) de la Ley 7/85, de
2 de abril, reguladora de las Bases del
Régimen Local, con los principios del
Estado social, y en particular con el
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actuar administrativo en aquel ámbito
que el ciudadano siente más próximo
a sí mismo, el municipal; fruto de lo
cual es este brillante y conciso estu-
dio que tenemos entre nuestras ma-
nos (1). Considera el autor, como lí-
nea de principio, que el incumplimien-
to administrativo de aquellos cometi-
dos que le son asignados por ley, los
cuales constituyen, por otra parte, la
verdadera razón de la existencia mis-
ma de la Administración, puede pro-
ducir tanto daño al administrado co-
mo el que pueda derivarse de una
actuación material, por lo que el Es-
tado social impondría a los poderes
públicos la obligación de arbitrar los
cauces y mecanismos adecuados para
poder exigir y obtener de la misma
la realización de aquellas prestacio-
nes a que viene legalmente obligada.
Modestamente entiendo que debe in-
troducirse aquí una llamada al tacto
y a la prudencia, pues la actuación
de una Administración que, a pesar
de todo, da muestras de vida y de
utilidad no ha de verse constantemen-
te alterada por las exigencias de
quien no debe enfrentarse día a día
con las carencias de toda índole que
a la misma aquejan, de quien todo lo
fía al paso del tiempo, del que, por
lo demás, suele disponer en abundan-
cia; de quien, en fin, no tiene ningún
reparo en denunciar, al tiempo que
solicita y- obtiene todo tipo de sub-
venciones y ayudas oficiales, la inope-
rancia y la ineficacia de la Adminis-
tración.

El autor, a través de un breve bos-
quejo del régimen municipal históri-

(1) El sumario de la obra, tras de
una breve introducción, consta de los si-
guientes apartados: La virtualidad nor-
mativa de las obligaciones mínimas de
los Ayuntamientos; Títulos y acciones
en el artículo 18.1.g) de la Ley Regula-
dora de las Bases del Régimen Local;
Contenido de los fallos de condena a la
Administración, y, por último, Ejecución
de sentencias de condena al municipio
a la prestación y establecimiento de un
servicio público.

co español, pone de manifiesto cómo
en el mismo han predominado tradi-
cionalmente las perspectivas libera-
les y no intervencionistas, regla que
sólo quebrará en 1924 con la aproba-
ción del Estatuto Municipal de Calvo
Sotelo, si bien las circunstancias his-
tóricas que rodearon su vigencia hi-
cieron del mismo un mero testimonio
sin efectividad alguna. La posterior
promulgación del Texto Refundido de
1955 y de las disposiciones de desa-
rrollo del mismo apenas aportaron
novedades a este respecto; antes bien,
la práctica legislativa y jurispruden-
cial vinieron a consolidar el carácter
programático de la plasmación en el
mismo de unas obligaciones mínimas
municipales. A ello contribuyeron, de
un lado, la interpretación amplia que
se hizo del artículo 30 del Reglamen-
to de Servicios de las Corporaciones
Locales, reconociendo a éstas plena
potestad para constituir, organizar,
modificar y suprimir los servicios de
su competencia, y, de otro, las insal-
vables dificultades de prueba que pa-
ra los particulares suponía el ejerci-
cio del derecho de reclamación que
configuraban los artículos 683.1.a; y
684.1.b) del referido Texto Refundi-
do, reclamación que podía presentar-
se ante el Delegado Provincial de Ha-
cienda en el caso de que el presu-
puesto municipal no incluyera las
consignaciones precisas para el cum-
plimiento de las obligaciones míni-
mas. Mejor suerte habrían de correr
aquellas actuaciones basadas en la
efectiva prestación de los servicios ya
establecidos, al predicarse en este ca-
so el principio de igualdad en el trato
a los usuarios de éstos. Por último,
la jurisprudencia conoció también de
las reclamaciones de responsabilidad
patrimonial en relación con el incum-
plimiento de las obligaciones munici-
pales, limitándose el resarcimiento a
aquellos supuestos en los que el daño
real hubiera sido producido por la pa-
ralización de un servicio en funciona-
miento, sin que se abriera paso al
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reconocimiento de responsabilidad ad-
ministrativa cuando el mismo deriva-
ra de la inactividad ex principio de
la corporación local.

Frente a ello, el citado art. l&.l.g)
de la LRBRL recoge nuevas, y poten-
cialmente transformadoras, posibili-
dades de actuación de los particula-
res en demanda del cumplimiento de
las obligaciones mínimas municipa-
les. Es de notar, sin embargo, que
el precepto, a pesar de la aparente
amplitud de su alcance subjetivo, de-
ja fuera de su ámbito de aplicación a
los llamados residentes temporales,
cuya misma presencia justificará en
muchos casos la existencia de no po-
cos servicios municipales; piénsese,
por ejemplo, en el caso de multitud
de localidades costeras que ven incre-
mentada notablemente su población
durante los meses de estío. Una vez
establecido el alcance subjetivo del
artículo, el estudio recoge las dife-
rentes modalidades de intervención
de los vecinos a la hora de exigir
la prestación inherente a un servicio
público ya establecido o, en su caso,
el establecimiento del mismo, ponién-
dose de manifiesto la operatividad
que a estos efectos tiene la distinción
de] servicio público uti singuli y uti
universi. En el caso de la prestación
de un servicio público ya establecido,
nos encontramos en presencia de un
auténtico derecho subjetivo, del que
serán titulares aquellos que ostenten
la condición de usuarios del mismo,
quienes podrán dirigir sus reclama-
ciones a la Administración local, tanto
en el supuesto de que ésta gestione
directamente dicho servicio como en
el caso de que su explotación se ope-
re por un particular en régimen de
concesión.

Desde el punto de vista procesal,
nos encontraríamos en presencia de
una verdadera acción popular, o, por
mejor decir, una acción vecinal, en-
caminada a exigir y obtener el esta-
blecimiento de aquellos servicios pú-
blicos que contribuyan a dar cumpli-

miento efectivo a las obligaciones mí-
nimas municipales, dado que quien
reclama el establecimiento de un ser-
vicio público municipal no puede ale-
gar la existencia de un derecho sub-
jetivo, de un interés directo, y ni tan
siquiera de un interés legítimo, sien-
do preciso diferenciar el estatuto ve-
cinal, que legitima a quien lo ostenta
para reclamar el establecimiento mis-
mo del servicio, y la posición jurídi-
co-subjetiva que, en relación con el
propio servicio, permite hablar de
una ventaja o beneficio inherente a
la prestación de éste.

Determinado el carácter de la ac-
ción procesal a ejercitar por parte
de los vecinos, conviene el autor en
analizar el contenido de los fallos ju-
diciales que condenen a la Adminis-
tración al establecimiento o presta-
ción de los servicios, rechazando pa-
ra ello el reiterado carácter revisor
de nuestra jurisdicción contencioso-
administrativa. Si se trata de la de-
negación expresa o presunta por par-
te de la Administración de la presta-
ción efectiva de un servicio, el juez,
con apoyo en el aparato probatorio
presentado por las partes, debe de-
clarar la ilegalidad de dicha denega-
ción cuando proceda, por atentar
contra el principio de igualdad en el
uso de los servicios públicos, dispo-
niendo en tal caso aquellas medidas
que posibiliten la prestación al veci-
no del servicio en cuestión. Si se trata
de establecer, ex novo, un servicio
público concreto, constatada la obli-
gación legal de establecimiento del
mismo, los órganos jurisdiccionales
han de imponer el cumplimiento de
la misma, sin que pueda prevalecer
frente a ello, a juicio del profesor
QUINTANA, la falta de consignación
presupuestaria, puesto que ésta es
consecuencia de la declaración del
derecho, no condición para su ejerci-
cio. El Tribunal podría también con-
denar a la Administración a alterar
la organización del servicio, si de los
datos obrantes en su poder se dedu-
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jera que la misma no responde fiel-
mente a la necesidad de satisfacción
del interés público en juego. De otro
modo, se daría cobertura a una ac-
tuación vulneradora del interés pú-
blico, que debe ser siempre guía y
norte de los poderes públicos. Distin-
to es el caso en que el particular
pretenda la instauración de un ser-
vicio en forma determinada, sin que
la Administración se haya pronuncia-
do en uno u otro sentido; en tal caso
nos encontraríamos ante un proble-
ma de prueba, y de falta de contra-
dicción en una parte del objeto del
litigio.

Respecto del fallo de la sentencia,
el vecino que exige la prestación de
un servicio municipal ya constituido
se identifica con el titular de un de-
recho subjetivo, por lo que debiera
encontrar apoyo en el alcance objeti-
vo de dicha sentencia, a fin de que,
si ésta tiene carácter condenatorio, la
Administración quede obligada a la
efectiva prestación del servicio en
cuestión. En el caso del establecimien-
to del servicio, debe entenderse que
por medio de la acción vecinal lo que
se pretendería sería ejercitar un de-
recho legal que pertenecería a todos
y cada uno de los miembros de la
colectividad, estando, por tanto, en
presencia de un interés colectivo, que
autoriza a afirmar que la pretensión
de establecimiento del servicio ha de
ser el objeto del litigio, debiendo re-
cibir, por tanto, plena satisfacción en
los pronunciamientos de la sentencia.
Se trataría, en definitiva, de superar
la añeja distinción entre recurso de
anulación y de plena jurisdicción;
queda, no obstante, en la penumbra
la forma en que ello haya de combi-
narse con el sabio juego de separa-
ción y contrapeso de poderes, pues si
sentida ha sido la necesidad de so-
meter la actividad de la Administra-
ción a, utilizando fórmula constitu-
cional, la Ley y el Derecho, recordar
a no pocos servidores públicos que
también ellos debían cumplir los pro-

nunciamientos judiciales, no menos
sentido ha de ser el deseo de delimi-
tar esferas de actuación, de que pri-
me el juicio sereno sobre la crítica
apresurada e inconsciente, para lo
que bueno será que cada cual sepa
ocupar su lugar y servir desde el mis-
mo los intereses generales; lo demás,
la creación de figuras atípicas, de
centauros o de unicornios, no es sino
introducir disfuncionalidades, inser-
tar, quiérase o no, en la propia ma-
quinaria administrativa a quienes de-
ben, en última instancia, situarse por
encima de la misma, volviéndose así
a situaciones periclitadas y ya supe-
radas. No conviene, por ello, proponer
soluciones taumatúrgicas, sino esta-
blecer reglas de juego precisas y se-
guras; la respuesta al complejo nú-
cleo de problemas que presenta la
actividad, por activa o por pasiva,
de la Administración no radica en
controlar más, sino en controlar me-
jor (2).

Por último, la ejecución del fallo
debe quedar, es claro, en mano del
órgano jurisdiccional que dictó sen-
tencia, correspondiendo a la Adminis-
tración el cumplimiento de la misma.
Para hacer efectivo dicho fallo se dis-
pone en nuestro ordenamiento de dos
vías de intervención sobre el posible
funcionario renuente: por un lado, el
artículo 369 del Código Penal, que ti-
pifica el delito de desobediencia; por
otro, el artículo 109 LJ, en el que se
recoge la responsabilidad civil de los
funcionarios, sin que nada impida la
utilización del sistema de origen fran-
cés de las astraintes, y la multa al
funcionario cuya actuación haya pro-
vocado la imposición de una astrainte
a la Administración. Para dicho cum-
plimiento efectivo de las sentencias

(2) Idea recogida en L. MARTÍN REBO-
LLO, «Las relaciones entre las Adminis-
traciones Públicas y los administrados»,
dentro de la obra colectiva España: Un
presente para el juluro, Instituto de Es-
tudios Económicos, Madrid, 1984, to-
mo II, pág. 292.
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de condena en el ámbito municipal,
el Texto Refundido de 18 de abril de
1986 recoge, además, tanto la posibili-
dad de allegar recursos por cualquie-
ra de las vías presupuestarias típi-
cas como, en su defecto, el fracciona-
miento del pago hasta un máximo de
cinco anualidades, consignándose en
los respectivos presupuestos el prin-
cipal más los intereses devengados.
Junto a ello, la Administración local
podrá, y deberá cuando sea necesario,
solicitar la colaboración de otras Ad-
ministraciones para el cumplimiento
de la sentencia condenatoria, en par-
ticular de las Diputaciones Provincia-
les, por cuanto las mismas han de
procurar el acceso de la población de
la provincia al conjunto de servicios
mínimos de gestión municipal. Por
último, todo cuanto hasta aquí se ha
dicho puede quedar en deseo pío si,
a través del cauce configurado por el
artículo 18.1 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial, se procede, previa de-
claración por parte del gobierno de
la causa expropiandi, a la expropia-
ción del contenido de la sentencia. Si
tal no sucede, en el trámite posterior
de ejecución de sentencias, puede in-
tervenir cualquier interesado en el
establecimiento o prestación efectiva
de los servicios mínimos municipales,
sin necesidad de haber sido formal-
mente parte en el proceso.

L. A. POMED SÁNCHEZ

SECRETARÍA DE ESTADO PARA LA ADMINIS-
TRACIÓN PÚBLICA: Régimen discipli-
nario de los funcionarios de la Ad-
ministración del Estado. Manual de
Procedimiento, Servicio Central de
Publicaciones, Madrid, 1986, 87 págs.

El Derecho disciplinario, en el área
de las Administraciones Públicas, no
ha gozado todavía entre nosotros de
la importancia que debiera. Varias
causas han contribuido a ello, entre
las cuales no es la menor el hecho

real y fácilmente comprobable de que
dicho Derecho es poco aplicado y más
parece, muchas veces, de carácter no-
minal que verdaderamente práctico.

Esta situación, no obstante, está
cambiando porque hay una coinciden-
cia de factores que confluyen en la
finalidad de modificar el actual esta-
do de cosas. La nueva normativa so-
bre la Función Pública, la aprobación
de la Constitución con su tabla de de-
rechos y libertades fundamentales, la
creciente incidencia de la potestad
sancionadora de las Administraciones
son, entre otros, algunos de los datos
que están ayudando a cambiar el an-
terior panorama para sustituirlo por
otro en el que el llamado régimen
disciplinario ocupe el justo lugar que
le corresponde.

El libro que ahora comentamos, con
simples aspiraciones de ser un Ma-
nual a utilizar por quienes deban
aplicar la normativa disciplinaria en
el área funcionarial, quiere ser una
guía sencilla y práctica en manos de
quienes, por razones profesionales,
han de estar al día en esta materia.
En este sentido, la Secretaría de Es-
tado para la Administración Pública,
consciente de que no siempre se co-
nocen ni se aplican con rectitud estas
normas disciplinarias, «ha adoptado
un conjunto de medidas dirigidas a
mejorar la eficacia de este procedi-
miento, entre las que se inscribe la
de facilitar a los Instructores y Se-
cretarios de expedientes disciplina-
rios —y a los funcionarios en gene-
ral— un conocimiento detallado de la
normativa aplicable». Estas palabras,
extraídas de la Introducción con que
se abre el libro, justifican su publica-
ción, que, desde otro punto de vista
más elevado, también encuentra su
razón de ser en estas afirmaciones
contenidas, igualmente, en la Intro-
ducción: «En un Estado democrático
el régimen disciplinario de los funcio-
narios no es sólo un instrumento des-
tinado a corregir aquellos comporta-
mientos improcedentes que pudieran
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producirse, sino que constituye un
mecanismo dirigido a garantizar que
la Administración Pública está verda-
deramente al servicio de los ciudada-
nos y que desarrolla su función con
eficacia.»

El libro contiene, en su parte sus-
tantiva, primero, una exposición del
régimen disciplinario de los funcio-
narios estatales con referencia a la
legislación aplicable (Ley de Medidas,
Ley de Funcionarios de 1964, Ley de
Procedimiento Administrativo, Código
Penal y vigente Reglamento de Régi-
men Disciplinario de 10 de enero de
1987) y a los principales aspectos que
integran el procedimiento. A continua-
ción se incluyen un diagrama de di-
cho procedimiento y un vocabulario
explicativo de las palabras o térmi-
nos, ordenados alfabéticamente, que
son de mayor utilización en el mismo.
Y, finalmente, aparecen dos Anexos
relativos, el A, a un conjunto de for-
mularios de aplicación en el procedi-
miento sancionador a fin de facilitar
la tarea de Instructores y Secreta-
rios y, el B, a recoger la normativa
vigente que se contiene en la Ley de
Medidas, en cuanto a los artículos
que se citan en la publicación; en la
Ley de Funcionarios Civiles del Esta-
do, con idéntica limitación; en la Ley
de Procedimiento, también sólo en
cuanto a determinados artículos; en
el artículo 10.15 del Código Penal, y
en el Real Decreto 33/1987, de 10 de
enero, que se reproduce en su inte-
gridad.

V. M.a GONZÁLEZ-HABA GUISADO

SILVA-HERZOG FLORES, J.; GONZÁLEZ-
AVELAR, M., y CORTIÑAS-PELÁEZ, L.
(Directores): Asentamientos huma-
nos, urbanismo y vivienda (Cometi-
do del Poder Público en la segunda
mitad del siglo XX), Porrúa, S. A.,
México, 1977, 789 págs.

Hace pocos años, tres inquietos y
ambiciosos universitarios mexicanos

produjeron un libro que, por muchas
razones, es hoy obra de actualidad
punzante.

Colaboran en el mismo el profesor
Miguel DE LA MADRID HURTADO (pági-
nas 191-198), dos importantes Secre-
tarios de Estado, Jesús SILVA-HERZOG
FLORES y Miguel GONZÁLEZ-AVELAR, y
personajes intelectuales del nivel de
José ITURRIAGA, León CORTIÑAS-PELAEZ,
Kurt WALDHEIM (págs. 439451), Eduar-
do GARCÍA DE ENTERRÍA (págs. 327-348)
y Ramón MARTÍN MATEO (págs. 349-
371), estos dos últimos españoles.

Tantas cosas contiene el libro, in-
teresantes y sugerentes, que debería
servir de punto de comparación o de
referencia para todos aquellos inte-
resados en la complejísima problemá-
tica de los asentamientos urbanos, el
urbanismo y la habitación. El libro
abre con un capítulo de don José
ITURRIAGA (págs. 17-29), quien lo con-
cluye escribiendo un epígrafe (pági-
na 28) «hacia una vivienda sin con-
ciencia esclavista» y otro en el que
postula el esfuerzo colectivo y modes-
to de trabajar despersonalizadamente
en equipo en «una empresa nacional
anónima de responsabilidad ilimita-
da» (pág. 29).

SILVA-HERZOG FLORES (págs. 13-16 y
411438) observa que el crecimiento
de las ciudades no podrá evitarse en
los próximos años de modo significa-
tivo, que reviste problemas económi-
cos, sociales, políticos y culturales,
cuya ausencia de medidas adecuadas
amenazaría el bienestar de millones
de habitantes y que para resolver los
problemas de las grandes urbes se
requiere en México de reformas a
fondo en lo político, lo tributario, lo
administrativo y lo jurídico en gene-
ral, para lo que la intervención del
poder público deberá ser más vigoro-
sa (pág. 15). Ya desde entonces, ad-
vertía SILVA-HERZOG FLORES que, no
obstante que el crecimiento caótico
de las ciudades atañe a todos sus ha-
bitantes, su efecto es muy desigual:
perjudica mucho más a los sectores
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económicamente más desvalidos (ibi-
dem).

GONZÁLEZ-AVELAR, hoy Secretario de
Educación Pública, presenta una sín-
tesis de la solución constitucional me-
xicana al derecho habitacional de los
trabajadores (págs. 179-189), que ex-
plica lúcidamente que la vivienda es
un capítulo del urbanismo y de la
planificación de los asentamientos hu-
manos que se conecta necesariamen
con los problemas más amplios del
país. Advierte con valentía que los
aspectos relacionados con la habita-
ción popular no podrían ser atendi-
dos mediante la anárquica decisión
de centenares de patronos con aficio-
nes arquitectónicas, condicionados a
selección de terrenos insalubres por
su proximidad a la fábrica o, por bus-
carlos de bajo precio, remotos hasta
la exageración. Y es que en el fondo
de esta controversia, recalca GONZÁ-
LEZ-AVELAR, yace el antagonismo entre
la creación de instituciones naciona-
les, de gran alcance, permanencia y
aptitud técnica para afrontar los pro-
blemas colectivos, y la solución frag-
mentaria, casi individualizada, de los
mismos.

Sin embargo, honor a quien honor
merece, quizá el capítulo más cuaja-
do, más desafiante, sea el que aporta
León CORTIÑAS-PELÁEZ acerca de la po-
sibilidad de un derecho latinoameri-
cano de los asentamientos humanos:
el urbanismo y la vivienda (págs. 305-
328). CORTINAS defiende su tesis de
«un nuevo poder público» y concluye
cómo debe integrarse una concepción
democrática de la ciudad con la ple-
na participación de las mayorías, no
sólo en el espacio, sino también en el
tiempo urbano, para que la vivienda
no se convierta en prisión e impida
al habitante su plenitud relacional
ciudadana.

Para León CORTINAS es muy fácil,
es posible, dar «forma» a puras nor-
mas cuya efectividad social sería nula

si se descuidaran los elementos extra-
normativos del derecho; los derechos
que son fundamentales no agotan su
ser dialéctico en la forma, sino que
requieren de contenidos concretos. In-
siste él en que sería falsear la gene-
ralidad de la ley el pretender la na-
turaleza jurídica de un derecho cuya
forma fuera máscara de la inexisten-
cia de verdaderas libertades urbanas,
de irritantes privilegios habitaciona-
les. Toda lucubración científica tiene
que formularse de modo que esté en
aptitud de regresar a la realidad. El
Estado moderno se justifica con sus
cometidos, en la medida que liberan
a cada hombre de la miseria y de to-
dos aquellos obstáculos que le impi-
den cumplir con sus tendencias natu-
rales que lo igualan con todos los
hombres.

Esta obra, de casi 800 páginas, que
revela el esfuerzo de nuestros políti-
cos, universitarios y administradores
públicos, desde hace años, para tratar
de elevar el nivel de comprensión, de
análisis, de planteamientos, de los
problemas del Estado mexicano, es
una obra que debería alentar a otros
a intentar la huida urgente de la me-
diocricidad que nos amenaza. Como lo
señala el párrafo final de sus conclu-
siones (págs. 374-407), parece eviden-
te que, en este umbral del siglo xxi,
la dotación de un sitio para habitar
dentro de las ciudades es cometido
del poder público de estos tiempos,
y la forma de mantener vigente la ca-
pacidad de los mexicanos, de los lati-
noamericanos; todos, para resolver en
cada coyuntura histórica la esencia
de sus problemas, y, por tanto, su
posibilidad de seguir integrando una
comunidad con destino nacional.

Ramón OJEDA-MESTRE
Catedrático por oposición

de Derecho Ambiental
en la Universidad Nacional

Autónoma de México
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Jacques Rousseau.

Francisco SÁNCHEZ-BLANCO: La «Revolución Española' y el liberalismo ale-
mán del siglo XIX: Hermann Baumgarten y la Historia de España.

CRÓNICAS Y DOCUMENTACIÓN

Manuel ALCÁNTARA SÁEZ: ¿Hacia la alternancia política en Argentina? Las
elecciones del 6 de septiembre de 1987.

Martín SANTIAGO HERRERO: Proceso de cambio político y elecciones en
Brasil.

RECENSIONES. NOTICIAS DE LIBROS.

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 2.600 ptas.
Extranjero 28 $
Número suelto: España 700 ptas.
Número suelto: Extranjero 10 $

CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES
Plaza de la Marina Española, 9

28013 MADRID (ESPAÑA)



REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CONSTITUCIONAL
Presidente: Luis SÁNCHEZ AGESTA

Director: Francisco RUBIO LLÓRENTE

Secretario: Javier JIMÉNEZ CAMPO

Sumario del año 7, número 21 (Septiembre-Diciembre 1987)

ESTUDIOS

José Luis MEILÁN GIL: Revisión de oficio en materia electoral.
Francisco FERNÁNDEZ SEGADO: La cuestión de confianza: marco jurídico-

constitucional y praxis política.
Eduardo VIRGALA FORURIA: La responsabilidad política del gobierno en

la RFA: la moción de censura constructiva y las mociones de reproba-
ción.

Juan Fernando LÓPEZ AGUILAR: Un comentario al informe de la Commis-
sione Bozzi-

JURISPRUDENCIA

Estudios y Comentarios:
Ricardo L. CHUECA RODRÍGUEZ: Mandato libre y mandato de partido.
Francisco J. BASTIDA FREIJEDO: Derecho de participación a través de repre-

sentantes y función constitucional de los partidos políticos.
Angela FIGUERUELO: Algunos problemas que suscita la autocuestión de in-

constitucionalidad (art. 55.2 de la LOTC).

Crónica, por Luis AGUIAR DE LUOUE.

CRÓNICA PARLAMENTARIA, por Nicolás PÉREZ-SERRANO JAURECÜI.

CRITICA DE LIBROS.

RESEÑA BIBLIOGRÁFICA. Noticias de Libros. Revista de Revistas.

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN 1987

España 2.500 ptas.
Extranjero 28 $
Número suelto: España 850 ptas.
Número suelto: Extranjero 10 $
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REVISTA DE HISTORIA ECONÓMICA

Director: Gabriel TORTELLA CASARES

Secretario: Francisco COMÍN COMIN

Secretaria de Redacción: José MORILLA CRITZ, Leandro PRADOS DE LA ESCOSURA
Pablo MARTÍN ACEÑA, Mercedes CABRERA y Sebastián COLL

Sumario del año V, núm. 3 (Otoño 1987)

PANORAMAS DE HISTORIA ECONÓMICA

Joel MOKYR: La Revolución Industrial y la Nueva Historia Económica (II).

ARTÍCULOS

Jorge Daniel GELMAN: El gran comerciante y el sentido de la circulación
monetaria en el Río de la Plata colonial tardío.

Eugene N. WHITE: ¿Fueron inflacionarias las finanzas estatales en el si-
glo XVIII? Una nueva interpretación de los vales reales.

Pedro TEDDE DE LORCA: LOS negocios de Cabarrús con la Real Hacienda
(1780-1783).

M.' Teresa PÉREZ PICAZO y Guy LEMEUNIER: La sericicultura murciana. Pro-
ducción, difusión y coyuntura, siglos XVI-XX.

NOTAS

Concepción DE CASTRO: La agricultura de un municipio castellano: A pro-
pósito de una historia de Medina del Campo.

Gabriel TORTELLA: El Sector Terciario en España antes de 1936: Una nota
de escepticismo sobre las estimaciones al uso.

RECENSIONES.

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN 1987

España 2.500 ptas.
Extranjero 28 $
Número suelto: España 850 ptas.
Número suelto: Extranjero 10 $
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REVISTA DE INSTITUCIONES EUROPEAS

Director: Manuel DÍEZ DE VELASCO

Subdirector: Gil Carlos RODRÍGUEZ IGLESIAS

Secretaria: Araceli MANGAS MARTÍN

Sumario del vol. 14, núm. 3 (Septiembre-Diciembre 1987)

ESTUDIOS

Gil Carlos RODRÍGUEZ IGLESIAS: Derecho comunitario, derechos fundamen-
tales y control de constitucionalidad: la decisión del Tribunal Constitu-
cional Federal Alemán de 22 de octubre de 1986.

Enrique GONZÁLEZ SÁNCHEZ: El procedimiento decisorio comunitario: Parti-
cipación de las administraciones nacionales. Referencias al caso español.

NOTAS

Jean VICTOR-LOUIS: Las obligaciones de motivar ¡os actos y de indicar el
fundamento jurídico. Sistema de preferencias generalizadas, política co-
mercial y ayuda al desarrollo. Arts. 113 y 235 CEE (Nota sobre la sen-
tencia 45/86, de 26 de marzo de 1987. Comisión C. Consejo).

Alegría BORRAS RODRÍGUEZ: La competencia de los Tribunales internos en
materia de obligaciones contractuales (comentario a la sentencia del
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 15 de enero
de 1987).

Rafael ILLESCAS ORTIZ: La construcción del mercado comunitario de segu-
ros: cuatro sentencias del TSCE (causas 220/83, 205/84 y 206/84).

CRÓNICAS

JURISPRUDENCIA

BIBLIOGRAFÍA

REVISTA DE REVISTAS

DOCUMENTACIÓN

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 2.200 ptas.
Extranjero 26 $
Número suelto: España 800 ptas.
Número suelto: Extranjero 10 $

CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES
Plaza de la Marina Española, 9

28013 MADRID (ESPAÑA)



REVISTA DE LAS CORTES GENERALES

Sumario del núm. 11 (segundo cuatrimestre 1987)

ESTUDIOS

Otto BRUXNER: El historiador y la historia de la Constitución y el Derecho.

Antonio EMBID IRUJO: La Conferencia de Presidentes de Parlamentos de
los Lander: un ejemplo de federalismo cooperativo y de cooperación
interparlamentaria.

Marc CARRILLO: El Decreto-Ley: ¿Excepcionalidad o habitualidad?

José F. MERINO MERCHÁN: Significado general de la iniciativa parlamentaria.

María Isabel CABRERA BOSCH: Consejo Real de Castilla: legislación y revo-
lución liberal, 1808-1834.

NOTAS Y DICTÁMENES

Alfonso ARÉVALO GUTIÉRREZ: Reflexiones sobre las Comisiones de Investi-
gación o Encuesta parlamentarias en el ordenamiento constitucional
español.

CRÓNICA PARLAMENTARIA

DOCUMENTACIÓN

LIBROS

REVISTA DE REVISTAS

Suscripción anual (3 números): 2.300 ptas.

SECRETARIA GENERAL DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
(Gabinete de Publicaciones)
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C O N S T I T U C I O N A L

Tomo XVI (Septiembre-Diciembre 1986)

El repertorio reproduce íntegras las Sentencias del Tribunal Constitucional y
los Autos únicamente en aquellos casos que suponen alguna consideración
nueva en el planteamiento de la resolución, quedando constancia de todos los
demás.
Con un resumen doctrinal en cada caso, se completan los tomos con los si-
guientes índices:

1. índice de disposiciones afectadas por declaración de nulidad o deroga-
ción del Tribunal Constitucional.

2. índice de disposiciones impugnadas o en conflicto.
3. índice de disposiciones citadas; y
4. índice analítico alfabético.

TOMOS PUBLICADOS Y LISTA DE PRECIOS (*)

Tomos I y II (agosto 1980-diciembre 1981): 10.000 ptas.
Tomo III (enero-junio 1982): 6.500 ptas.
Tomo IV (julio-diciembre 1982): 6.500 ptas.
Tomo V (enero-abril 1983): 7.000 ptas.
Tomo VI (mayo-agosto 1983): 7.500 ptas.
Tomo VII (septiembre-diciembre 1983): 8.000 ptas.
Tomo VIII (enero-abril 1984): 8.000 ptas.
Tomo IX (mayo-agosto 1984): 8.000 ptas.
Tomo X (septiembre-diciembre 1984): 9.000 ptas.
Tomo XI (enero-abril 1985): 9.000 ptas.
Tomo XII (mayo-agosto 1985): 10.000 ptas.
Tomo XIII (septiembre-diciembre 1985): 10.500 ptas
Tomo XIV (enero-abril 1986): 7.250 ptas.
Tomo XV (mayo-agosto 1986): 7.250 ptas.
Tomo XVI (septiembre-diciembre 1986): 8.248 ptas.
Tomo XVII (enero-abril 1987): En prensa.
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REVISTA DE ESTUDIOS DE LA ADMINISTRACIÓN
LOCAL Y AUTONÓMICA

Director: Francisco SOSA WAGNER

Secretaria de Redacción: María Jesús SEMPERE

Sumario del año XLV, núm. 232 (Octubre-Diciembre 1986)

I. SECCIÓN DOCTRINAL

Francisco SOSA WAGNER y Pedro DE MIGUEL GARCÍA: La alteración de tér-
minos municipales en el nuevo Derecho local.

Enrique RIVERO YSERN y Miguel DOMÍNGUEZ-BERRUF.TA DE JUAN: Transfe-
rencia de funcionarios a las Comunidades Autónomas: El régimen
jurídico de los funcionarios transferidos a la Comunidad Autónoma
de Castilla y León.

León CORTIÑAS-PELAEZ: Una contribución mexicana y costarricense al
Derecho Urbanístico latinoamericano.

Antonio CALONGE VELÁZQUF.Z: Un exponente de la problemática actual
entre Comunidades Autónomas y Provincias: La gestión ordinaria
de los servicios periféricos propios de la Comunidad Autónoma a tra-
vés de las Diputaciones Provinciales.

II. CRÓNICAS

José Manuel DE BERNARDO ARES: Conflicto entre los Regidores y el Co-
rregidor de Córdoba a principios del XVIII.

Ángel L. MONGE GIL: Comentario a la Ley 2/1986, de 5 de junio, de la
Cultura Física y del Deporte, de la Comunidad de Madrid.

III. JURISPRUDENCIA

Ángel DÍEZ RONCAL: Comentarios de Sentencias constitucionales de la
Administración autonómica.

Ángel DÍEZ RONCAL: Reseña de Sentencias del Tribunal Constitucional.
Javier MONTERO Y CASADO DE AMEZÚA: Comentarios de Sentencias cons-

titucionales de la Administración local.

IV. BIBLIOGRAFÍA

Suscripción anual: 1.000 pesetas :-: Número suelto: 300 pesetas

Dirección, Redacción y Administración:
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A U T O N O M I E S
Revista Catalana de Derecho Público

Generalidad de Cataluña

Escola d'Administració Pública

Institut d'Estudis Autonómics

Director: Joaquín TORNOS MAS

Sumario del número 7 (Octubre 1987)

ESTUDIOS

José SARRIÓN GUALDA: La Escuela de Administración Pública de Cataluña
entre 1912 y 1924: el ambiente y la obra.

Luis E. ETXEBARRÍA ARIZNABARRETA: Panorama y perspectivas de la forma-
ción de empleados públicos en Europa.

Francisco J. BASTIDA: Las televisiones regionales en España.
Francesc MORATA: La ejecución del Derecho comunitario en los Estados

miembros descentralizados: un enfoque jurídico-político.

COMENTARIOS Y NOTAS

Montserrat PERETÜ GARCÍA: Reseña legislativa de los preceptos reguladores
de la financiación de ¡as Comunidades Autónomas en la Ley 21/1986, re-
guladora de los Presupuestos Generales del Estado para 1987.

Xavier MURO I BAS: La coordinación de la actuación de las Diputaciones
y el sistema de control de legalidad de los actos de las entidades loca-
les en la Ley 7/1985, según la interpretación del Tribunal Constitucional.

Jaume VERSET I LLOBET: Comentario a la Ley 23/1986, de 24 de diciembre,
por la que se establecen las bases del régimen jurídico de las Cámaras
Agrarias.

ACTIVIDAD NORMATIVA, JURISPRUDENCIAL Y CONSULTIVA

CRÓNICA

NOTICIA DE LIBROS Y REVISTAS
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CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

ULTIMAS PUBLICACIONES

L. FAVOREU, M. CAPPELI.ETTI, A. PIZZORUSSO y otros: Tribunales Constituciona-
les europeos y derechos fundamentales. Traducción de Luis Aguiar de Lu-
que. 2.800 ptas.

TOMÁS RAMÓN FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ: LOS derechos históricos de los territorios
forales. Coedición con «Cívitas». 1.400 ptas.

PABLO PÉREZ TRE.MPS: Tribunal Constitucional y Poder Judicial. Prólogo de
Jorge de Esteban. 1.800 ptas.

IGNACIO DE OTTO PARDO: Defensa de la Constitución y Partidos Políticos.
700 ptas.

R. SMEND: Constitución y Derecho Constitucional. Traducción de José M.* Be-
neyto. 2.100 pías.

Tribunales Constitucionales Europeos y Autonomías Territoriales. VI Confe-
rencia de Tribunales Constitucionales Europeos. Coedición con el Tribunal
Constitucional. 2.500 ptas.

W. ABENDROTH, E. FORSTHOFF y K. DOEHRING: El Estado Social. Traducción
de José Puente Egido. 1.500 ptas.

ENOCH ALBERTI ROVIRA: Federalismo y cooperación en la República Federal
Alemana. 3.200 ptas.

FERNANDO LÓPEZ RAMÓN: La caracterización jurídica de las Fuerzas Armadas.
Prólogo de Eduardo García de Enterría. 2.500 ptas.

PEDRO A. CRUZ VILLALÓN: La formación del sistema europeo de control de
constitucionalidad (1918-1939). 1.700 ptas.

ELIE KEDOURIE: Nacionalismo. Prólogo de Francisco Murillo Ferrol. Traduc-
ción de Juan J. Solozábal Echavarría. 900 ptas.

JOSÉ A. FERNÁNDEZ SANTAMARÍA: Razón de Estado y política en el pensamiento
español del Barroco (1596-1640). 2.500 ptas.

ANTONIO GARCIA SANTESMASES: Marxismo y Estado. Prólogo de Ignacio Sotelo.
2.000 ptas.

CARLOS OLLERO: Derecho y Teoría política en el proceso constituyente español.
1.400 ptas.

RAMÓN GARCÍA COTARELO: Del Estado del bienestar al Estado del malestar.
1.800 ptas.

IAN BUDGE y DENNIS J. FARLIE: Pronósticos Electorales. Traducción de Rafael
del Águila Tejerina. 2.600 ptas.

JOSÉ LUIS BERMEJO CABRERO: Máximas, principios y símbolos políticos.
1.800 ptas.

JUAN J. LINZ, JOSÉ R. MONTERO y otros: Crisis y cambio: Electores y Partidos
en la España de los años ochenta. 3.200 ptas.

JOAQUÍN TOMÁS VILLARROYA: Breve historia del constitucionalismo español.
6/ edición. 1.000 ptas.

JESÚS IGNACIO MARTÍNEZ GARCÍA: La teoría de la justicia de John Rawls. Pró-
logo de Juan José Gil Cremades. 1.400 ptas.

GERMÁN GÓMEZ ORFANEL: Excepción y normalidad en el pensamiento de
C. Schmitt. 2.200 ptas.

FRANCISCO PI Y MARGALL: Las Nacionalidades. Introducción de Jordi Solé Tura.
2.200 ptas.



JOAQUÍN MARÍA LÓPEZ: Curso político-constitucional. Estudio preliminar de An-
tonio Elorza. 1.500 ptas.

ANTONIO CÁNOVAS DEL CASTILLO: Discursos parlamentarios. Estudio preliminar
de Diego López Garrido. 2.300 ptas.

BALTASAR ALAMOS DE BARRIENTOS: Aforismos al Tácito español. 2. tomos. Es-
tudio preliminar de J. A. Fernández Santamaría. 3.000 ptas.

ESPERANZA YLLÁN CALDERÓN: Cánovas del Castillo. Entre la historia y la polí-
tica. Prólogo de José María Jover. 2.000 ptas.

El camino hacia la democracia (escritos de Joaquín Ruiz-Giménez en «Cuader-
nos para el Diálogo»)- Estudios y notas del Instituto Fe y Secularidad
(dos volúmenes). 3.600 ptas.

MARÍA TERESV BERRUEZO LEÓN: La participación americana en las Cortes de
Cádiz (1810-1814). Prólogo de José Luis Abellán. 2.200 ptas.

FRANgois QÜESNAY y P. S. DUPONT DE NEMOURS: Escritos Fisiocráticos. Estu-
dio preliminar y traducción de José E. Candela Castillo. 1.000 ptas.

G. W. LEIBNIZ: Escritos Políticos, II. Estudio preliminar de Antonio Truyol
y Serra. Traducción de Primitivo Marino Gómez. 1.300 ptas.

Monarquía y democracia en las Cortes de 1869. Estudio introductorio y selec-
ción de textos de Antonio María Calero. 1.200 ptas.

PLATÓX: Las Leyes. Edición bilingüe. 2.' edición (dos volúmenes). 2.600 ptas.

ARISTÓTELES: Retórica. Edición bilingüe. 3.' edición. 1.400 ptas.

VICENTE MONTANO: Arcano de príncipes. Estudio, crítica y notas de Manuel
Martín Rodríguez. 1.800 ptas.

PLATÓN: Critón. Edición bilingüe. 3.' edición. 300 ptas.

Liberalismo alemán del siglo XIX. Selección de textos y estudio introductorio
de Joaquín Abellán. 1.900 ptas.

HUGO GROCIO: De lure Praedae y de lure Belli ac Pacis. Introducción, traduc-
ción y notas de Primitivo Marino Gómez. 950 ptas.

NICOLAS DE CUSA: De concordanúa catholica o sobre la unión de los católicos.
Traducción e introducción de José M.1 Alejandro. 2.300 ptas.

Pensamiento jurídico y Sociedad internacional. Libro homenaje al profesor
don Antonio Truyol y Serra. Dos volúmenes. 6.000 ptas.

Política y Sociedad. Libro homenaje al profesor don Francisco Murillo Ferrol.
Dos volúmenes. 6.000 ptas.

LUCÍA MILLAN: La armonización de legislaciones en la Comunidad Económica
Europea. 3.100 ptas.

VÍCTOR FAIREN GUILLEN: El Defensor del Pueblo. Tomo II. Parte especial.
2.50C ptas.

ERNESTO GARZÓN VALDÉS: El concepto de estabilidad de los sistemas políticos.
450 ptas.

VOLÚMENES EN PREPARACIÓN

KLAUS STERN: Derecho del Estado. Presupuestos jurídico-constitucionales. Tra-
ducción de Javier Pérez Royo y Pedro A. Cruz Villalón.

Luis GARCÍA SAN MIGUEL: Filosofía del Derecho en Leopoldo Alas «Clarín».

JOSÉ ENRIQUE RODRÍGUEZ IBAÑEZ: Después de una dictadura: cultura autorita-
ria y transición política en España.
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